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Presentación

Desde hace más de veinte 
años, el Consejo Nacional de 
Rectores (CONARE) y las 
cuatro universidades públi-

cas existentes en ese momento (UCR, 
ITCR, UNA y UNED), conjuntamente 
con la Defensoría de los Habitantes y con 
el respaldo del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), se 
atrevieron a iniciar una aventura inédita 
en Costa Rica: subsanar la gran deficien-
cia que significaba no tener información 
confiable y sistematizada que aportara 
un conocimiento claro sobre la realidad 
del país. Nació así el Informe Estado de 
la Nación, que este año llega a su vigesi-
motercera edición consecutiva, dando a 
conocer el país que tenemos, para poder 
delinear la Costa Rica que queremos.

En aquel tiempo, el mundo y nuestro país 
se preparaban para dejar atrás el siglo XX 
y cruzar el umbral esperanzador del año 
2000. En ese período de transición entre 
dos siglos, se esperaba que el Estado de la 
Nación viniera a llenar ese vacío de infor-
mación, lo que se consideraba esencial 
para valorar el avance de Costa Rica en la 
nueva era del conocimiento.

Hoy, el Informe ocupa un lugar impor-
tante entre los documentos más espera-
dos, año con año, en nuestra sociedad. 
La información recogida, sistematizada 
y suministrada a la ciudadanía, consti-
tuye la mejor radiografía de la situación 
del país en cada período estudiado. En 
la actualidad, es un insumo básico para 
orientar y evaluar los procesos decisorios 

en los distintos campos del acontecer 
nacional. 

En cada una de sus entregas, el Informe 
Estado de la Nación lleva el pulso del país 
e incluye nuevas investigaciones y hallaz-
gos, aumentando así la plataforma de 
datos sobre la situación nacional. De este 
modo, el Informe se amplía y se renueva 
cada año, de acuerdo con la permanencia 
y la renovación de las tendencias que 
van marcando el devenir de la sociedad 
costarricense. 

El Estado de la Nación se ha adaptado a 
los cambios experimentados en el entor-
no, y ello se refleja tanto en su conteni-
do y proyección, como en su estructura 
institucional. A partir del Undécimo 
Informe (2005) dimos un paso adelante 
para trascender la fase de diagnóstico 
e incorporar análisis sobre opciones de 
política pública para atender temas rele-
vantes de la agenda nacional, aportando 
además una perspectiva comparada con 
las mejores prácticas observadas en otros 
sitios del planeta. Creamos entonces la 
sección “Debates para el desarrollo”, cuyo 
propósito es retroalimentar más directa-
mente el debate público y los procesos de 
toma de decisiones en temas clave para el 
desarrollo de Costa Rica.

Este año, al celebrar las universidades 
públicas el año por la autonomía, la 
regionalización y los derechos humanos, 
el Programa Estado de la Nación aporta 
información sobre la urgencia de supe-
rar las brechas territoriales en el país, 
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así como de la necesidad de impulsar el 
conocimiento como pilar e insumo en 
la toma de decisiones estratégicas, que 
garanticen la sostenibilidad del desarro-
llo humano en todos los sectores de la 
población.

Desde el 2003, y en el marco del 
CONARE en asocio con la Defensoría 
de los Habitantes, el Informe se constru-
ye con la participación de un numeroso 
grupo de investigadores -en su mayoría de 
las universidades estatales- y se fi nancia, 
primariamente, por medio de los recur-
sos que el país otorga cada año a las uni-
versidades públicas mediante el Fondo de 
Especial de Educación Superior (FEES). 

Al presentar este nuevo Informe, que-
remos dejar constancia de nuestro reco-
nocimiento al equipo de investigación, 
difusión y demás colaboradores que han 
tenido la responsabilidad de realizar de 
manera ininterrumpida este trabajo; a 
los miembros del Consejo Consultivo 
por su orientación y valiosos aportes a 
lo largo del proceso de elaboración del 
Informe; al personal de la OPES; a todas 
las personas que por distintos medios 
han nutrido este trabajo con comenta-
rios y sugerencias, y al pueblo de Costa 
Rica, que espera con anhelo y esperanza 
la entrega anual del Informe Estado de la 
Nación.

San José, Cosa Rica.
Noviembre de 2018

Julio César Calvo Alvarado
Rector

Insiuo Tecnológico de Cosa Rica

Marcelo Prieo Jiménez
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Naturaleza e innovación
en el Informe

El Informe Estado de la Nación 2018 
es una edición diferente. En esta entrega 
todos los capítulos se reorganizaron con 
el fin de dar mayor relieve a los estudios 
de fondo sobre una realidad nacional 
e internacional cada vez más compleja 
y cambiante. Se procura así atender las 
demandas ciudadanas por más y mejor 
información y análisis sobre el desempe-
ño del país en desarrollo humano soste-
nible. La nueva estructura de contenidos 
facilita el aprovechamiento de robusta 
evidencia sobre el quehacer de la socie-
dad costarricense, reunida a partir de la 
aplicación de novedosas herramientas y 
métodos de investigación. El objetivo es 
que este Informe sea un hito en la trayec-
toria del producto más importante del 
Programa Estado de la Nación (PEN).

El cambio no elimina, sin embargo, el 
perfil básico del Informe como una pla-
taforma independiente de información y 
análisis, que año con año se renueva con 
el fin de propiciar la participación ciuda-
dana informada en los asuntos públicos 
y la toma de decisiones favorables a la 
creación de oportunidades y capacidades 
para todos los habitantes del país. 

Esa independencia se origina en la 
plena libertad editorial de la que ha goza-
do el PEN desde sus inicios, asentada en 
probados mecanismos de participación 
social en las distintas etapas de prepa-
ración de cada entrega. Entre ellos el 
mecanismo predominante es su Consejo 
Consultivo, una instancia plural y plura-
lista que ha sido clave en la experiencia 

del Estado de la Nación y que desde 2017 
se remozó con la presencia de once nue-
vos integrantes. Paralelamente, los análi-
sis son discutidos en talleres de consulta 
con personas expertas y representantes 
de entidades públicas, la sociedad civil 
y la academia, que reúnen a cerca de 
trescientos participantes cada año. De 
esta manera, más que un documento, se 
ha creado un sistema de seguimiento del 
desarrollo humano, basado en procesos 
de investigación académica y en el diálo-
go entre actores con diversas opiniones y 
agendas. 

El Informe no es gubernamental, pero 
tampoco antigubernamental. Es un sitio 
de encuentro y diálogo que provee a la 
población, sin distingos ni preferencias, 
instrumentos de fácil acceso para cono-
cer la situación actual y las perspectivas 
del país, desarrollar instancias de rendi-
ción de cuentas, fortalecer mecanismos 
de diálogo y negociación, y contribuir a 
la construcción de acuerdos nacionales. 

El Informe no tiene un carácter vin-
culante. Sin embargo, ha logrado que 
los problemas y desafíos del desarrollo 
humano señalados en él se posicionen 
ante la opinión pública como temas rele-
vantes, además de aportar información 
y análisis en profundidad para afron-
tar tales retos. De manera creciente es 
empleado como fuente de consulta por 
autoridades públicas, dirigentes sociales 
y políticos, organizaciones y empresas, 
comunidades académicas, delegaciones 
diplomáticas e instituciones multilatera-
les. Durante la pasada campaña electoral, 
el PEN se acercó a las agrupaciones polí-

ticas, para dar a conocer los hallazgos de 
investigación a quienes en ese momento 
tenían la responsabilidad de elaborar pla-
nes de gobierno. Se logró así incidir en la 
formulación de los programas partida-
rios y en la deliberación sobre los grandes 
desafíos nacionales.

El Programa Estado de la Nación 
como centro de pensamiento

Con el auspicio del Consejo Nacional 
de Rectores (Conare) y la Defensoría 
de los Habitantes de la República, el 
Informe Estado de la Nación es la punta 
de lanza de un centro de investigación 
y formación sobre desarrollo humano 
sostenible. La vocación de este centro es 
el servicio público y todos sus productos 
son, eventualmente, de acceso libre y gra-
tuito. Su principal fuente presupuestaria 
es el Conare, y además recibe aportes de 
otras instituciones, nacionales e interna-
cionales. 

En la actualidad el PEN tiene una 
robusta y diversa agenda de investigación 
que incluye, además del Estado de la 
Nación, la publicación periódica de los 
informes Estado de la Educación, Estado 
de la Región (sobre Centroamérica) y 
Estado de la Justicia. En 2014 también se 
elaboró el Informe Estado de la Ciencia, 
la Tecnología y la Innovación, que ese año 
tuvo su primera y única edición impresa, 
ya que a partir de octubre de 2015 se 
convirtió en un nuevo producto: una 
plataforma informática, de libre acceso, 
sobre el estado de las capacidades para 
la ciencia, la tecnología y la innovación, 
denominada “Hipatia”. En septiembre de 

Prólogo al Informe 
Estado de la Nación 2018
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las nuevas tecnologías para facilitar a la 
población el conocimiento y uso de los 
datos. El Informe se apoya cada vez más 
en el uso de redes sociales, aplicaciones, 
visualizaciones, vídeos e infografías, para 
la difusión de sus mensajes. En 2017, la 
plataforma electoral “VotemosCR.com” 
y el “Votómetro”, las herramientas web 
de mayor visitación en la historia del 
PEN, fueron utilizadas por cientos de 
miles de personas.

El Informe renueva su estructura
Tradicionalmente el Informe ha dedi-

cado sus capítulos medulares al análisis 
de las principales tendencias y aconteci-
mientos en cuatro grandes áreas: social, 
económica, ambiental y política. El 
período de estudio es el año previo y los 
primeros meses del año de publicación. 
Ello permite a las y los lectores comparar 
y contrastar la información que se les 
ofrece.

Como ya se mencionó, en esta edición 
se realizó un cambio en la organización 
de los contenidos, de manera que por 
primera vez todos los capítulos tienen 
una estructura homogénea, compuesta 
por dos secciones. La primera se titula 
“Balance”, y brinda una visión de con-
junto sobre el comportamiento de los 
indicadores más relevantes en el período 
de estudio, y su relación con las ten-
dencias previas. La segunda sección, la 
principal desde el punto de vista de la 
generación de conocimiento, es también 
la más extensa. Se denomina “Miradas 
a profundidad” y da relieve a estudios 
innovadores sobre desafíos clave del país, 
que se llevaron a cabo en atención al 
mandato del Consejo Consultivo. Estas 
“miradas” presentan nuevos datos, meto-
dologías o enfoques para explicar retos 
concretos del desarrollo humano. 

En las “Miradas en profundidad” hay 
una gran variedad de estudios, algunos 
de los cuales tienen implicaciones prác-
ticas para la política pública. Entre ellos 
cabe destacar los que abordan los siguien-
tes temas:

•	 Importancia de la estructura producti-
va en la desigualdad de ingresos.

•	 Relación entre las tendencias demográ-
ficas y la dinámica laboral.

2017 se presentó la tercera versión, actua-
lizada y ampliada, de esta herramienta. 
Asimismo, el PEN mantiene convenios 
de colaboración para desarrollar estudios 
con diversas entidades nacionales e inter-
nacionales.

Un método para conocer y pensar el 
país 

El Informe Estado de la Nación es 
una de las tres iniciativas nacionales de 
seguimiento del desarrollo humano más 
antiguas del planeta, y ciertamente la 
más persistente. Ningún país ha produ-
cido veinticuatro informes anuales que 
evalúan el desempeño de, desde y para 
la sociedad. Esta persistencia ha permiti-
do realizar centenares de investigaciones 
sobre temas económicos, demográficos, 
sociales, políticos, culturales y ambien-
tales (disponibles en el sitio www.estado-
nacion.or.cr). 

El Informe se basa en el concepto de 
desarrollo humano sostenible propuesto 
por el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) y elaborado 
teóricamente por Amartya Sen (1999, 
2009). Según este enfoque, el desarrollo 
debe entenderse como un proceso de 
generación de capacidades y oportunida-
des de y para la gente, de manera que pue-
dan acrecentarse la libertad y la equidad 
que disfrutan las presentes y las futuras 
generaciones (PNUD, 1994). Se trata de 
una visión alternativa y contrastante de 
las corrientes que predominaron hasta 
hace unas décadas, que reducían el con-
cepto de desarrollo al mero crecimiento 
económico. 

La preparación y la divulgación del 
Informe se basan en tres principios: el 
rigor académico, la legitimidad social 
y la amplitud en la difusión. La aplica-
ción simultánea de estos principios ha 
tenido un significativo impacto en la 
sociedad costarricense. En una época en 
que asuntos como la pobreza y la equidad 
social, las políticas públicas de fomento 
productivo a sectores tradicionales, la 
gestión ambiental, la infraestructura, la 
sostenibilidad energética y la democracia 
eran marginales en el discurso público, 
el Informe dio visibilidad a esos temas 
y proveyó un mecanismo que facilita la 
petición y rendición de cuentas, así como 
la exigencia de derechos. 

El rigor académico implica una minu-
ciosa revisión de los datos y afirmaciones, 
proceso que se realiza con el apoyo de 
una extensa red de instituciones y per-
sonas expertas. Otro aspecto crucial se 
refiere a la construcción de variables e 
indicadores y la crítica a las fuentes. Para 
ello se creó también una red de organi-
zaciones e instituciones productoras y 
usuarias de información, con las cuales se 
mantiene una comunicación fluida y un 
contacto permanente a través de talleres 
y otras actividades de coordinación; se 
trabaja sobre bases de respeto y crítica 
constructiva, lo que incluye el reconoci-
miento reiterado y explícito de la autoría 
del conocimiento generado. A su vez, el 
Programa brinda acceso a las plataformas 
y bases de datos que auspicia o construye, 
a las autoridades gubernamentales, orga-
nizaciones, instituciones, investigadores 
y la población en general. Todos estos 
cuidados son necesarios para la credibi-
lidad del Informe: su alto perfil público 
hace que el costo del error sea alto. 

La legitimidad social supone la 
aplicación de mecanismos de consulta 
durante el proceso de elaboración del 
Informe. Estos incluyen la identificación 
participativa de temas por estudiar, la 
integración de un Consejo Consultivo 
con personalidades de diversas filosofías 
y procedencia social, y la constante reali-
zación de talleres de trabajo para debatir 
sobre la marcha de las investigaciones. 
La legitimidad social es necesaria para 
asegurar la calidad y la pertinencia del 
Informe. También lo es para tener res-
paldo a la hora de tratar temas difíciles. 

Finalmente, la amplitud en la difu-
sión demanda esfuerzos para lograr la 
máxima divulgación de los hallazgos del 
Informe y su adecuación a los cambios 
tecnológicos y culturales. Con este fin se 
emplean diversas estrategias: presenta-
ciones en comunidades y organizaciones 
sociales y empresariales, elaboración de 
materiales didácticos para el sistema edu-
cativo, actividades de capacitación para 
funcionarios públicos y personal docen-
te, preparación de materiales para medios 
de comunicación, la constante renova-
ción de la página web del Programa y la 
participación en redes sociales. 

En este sentido, desde hace varios años 
se ha procurado explorar y aprovechar 
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•	 Análisis en detalle sobre la región 
Huetar Atlántica.

•	 Brechas salariales por género.

•	 Patrones territoriales de los delitos 
ligados al uso y tráfico de drogas.

•	 Actualización de las tendencias del 
crecimiento urbano de la Gran Área 
Metropolitana.

•	 Características de la institucionalidad 
pública ambiental. 

•	 Análisis del proceso electoral 2017-
2018.

•	 Herramientas con que cuentan las 
entidades públicas para combatir la 
corrupción. 

También ha sido usual incluir en el 
Informe un capítulo especial sobre algún 
asunto de particular interés y actualidad 
para el país. Este año se escogió el trans-
porte y la movilidad, un tema priorita-
rio para el nuevo Gobierno. El análisis 
se enfoca en las alternativas que tiene 
Costa Rica para lograr metas concre-
tas que mitiguen los altos impactos que 
tiene el insostenible modelo actual sobre 
el desarrollo humano. Este trabajo será 

complementado con la presentación, en 
la página web del PEN- de los primeros 
resultados de un estudio exploratorio 
sobre nuevas fuente de información, tales 
como bases de datos de la aplicación 
Waze.

A partir de la edición de 2017, el 
“Compendio Estadístico” dejó de ser 
parte del Informe impreso y ahora es 
un insumo disponible en el sitio web del 
PEN. Ese formato permite la actualiza-
ción constante de los datos y un acceso 
más expedito para las personas interesa-
das en ellos.

Errores y omisiones 
Los contenidos del Informe Estado de 

la Nación están para ser debatidos y reba-
tidos. La crítica es siempre bienvenida. 
El Programa reconoce como cierto un 
dato o un planteamiento mientras no 
hayan sido refutados por nueva y más 
precisa evidencia. Cuando esto sucede, la 
práctica ha sido aceptar públicamente el 
error y efectuar la corrección respectiva a 
la brevedad posible. En el caso de que se 
incurra en omisiones que afectan las con-
clusiones del análisis, estas se consignan 
en la siguiente entrega del Informe. 

Palabras finales 
Llegar a veinticuatro ediciones nos 

compromete a seguir mejorando la cali-
dad y la trascendencia del Informe, a 

renovar las estrategias sin abandonar los 
principios y conceptos con los que nació 
esta iniciativa.

La responsabilidad del Informe Estado 
de la Nación está a cargo de un equi-
po de trabajo relativamente reducido y 
extraordinariamente comprometido, que 
ha construido robustos mecanismos y 
nexos de consulta, así como una red de 
colaboradores que participan en la inves-
tigación, el diseño gráfico, la edición téc-
nica y la difusión de los Informes con la 
misma dedicación y compromiso. Así se 
ha desarrollado este Programa, con tesón 
y creatividad, sobre la base del aporte 
autónomo y, a la vez, profundamente 
orgánico. Expresamos nuestra sincera 
gratitud a todas las personas y entidades 
que lo hacen posible. 

La razón de ser del PEN es posibilitar 
el uso del conocimiento como herra-
mienta para el desarrollo humano. En 
la coyuntura compleja que este Informe 
reporta, pretendemos que sus aportes 
faciliten la comprensión de los problemas 
nacionales y motiven a la ciudadanía a 
exigir y construir propuestas políticas y 
soluciones de fondo. Así pues, esperamos 
que este Informe Estado de la Nación 
2018 contribuya a mejorar la calidad 
del debate político y la participación 
ciudadana.

Jorge Vargas Cullell
Director	

Leonardo Merino Trejos
Coordinador de investigación
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FICHA 1

Séptimo Informe Estado de la Educación

El Informe Estado de la Educación nació con la finalidad de brin-
dar al país un análisis de la situación y los desafíos de su sistema 
educativo. Desde su inicio en 2006 ha tenido seis ediciones, y su 
evolución ha dado paso a un informe cada vez más propositivo. 
Mediante rigurosos procesos de investigación, se busca ir más 
allá de una función diagnóstica, para proveer información e ins-
trumentos que faciliten la toma de decisiones y la generación de 
espacios de diálogo entre distintos actores sociales, en procura 
de una educación de mayor calidad en todos sus niveles.

En su sexta edición el Informe introdujo una serie de cambios e 
innovaciones que se mantendrán en la siguiente entrega, pre-
vista para el año 2019. Destacan los ejercicios de observación 
de aulas, realizados con el fin de entender mejor las dinámicas 
que se dan en los salones de clase; ese enfoque se profundizará 
en la séptima edición, con un mayor acercamiento a la calidad 
de la mediación pedagógica y los resultados de los estudiantes. 
En esta línea se trabajarán los capítulos dedicados a los niveles 
de preescolar y primaria, así como el capítulo especial, que se 
centrará en las lecciones de Matemáticas en décimo año.

El capítulo sobre la enseñanza secundaria pondrá énfasis en 
el análisis de las dinámicas que ocurren en el ámbito de las 
direcciones regionales educativas, con el fin de ampliar el cono-
cimiento sobre las brechas territoriales existentes en este nivel 
y entender mejor por qué, en ocasiones, las políticas definidas 
por las instancias rectoras no logran trasladarse con éxito a los 
colegios, que es donde finalmente tiene lugar el acto educativo.

Por su parte, el capítulo sobre la educación superior abordará 
el tema de la innovación en la oferta universitaria, tratando de 
identificar los principales incentivos y barreras que impulsan o 
retrasan el avance en esta materia en los centros públicos y priva-
dos. Asimismo, ofrecerá un balance especial sobre los alcances y 
desafíos de la regionalización en las universidades públicas. 

En 2018, en alianza con la organización Diálogo Interameri-
cano y el BID, se publicó el estudio El Estado de las políticas 
docentes en el país, un tema clave sobre el cual Costa Rica 
requiere avanzar en los próximos años para mejorar la calidad 
del sistema y el rendimiento de los estudiantes.

El Estado de la Educación busca posicionarse como una plata-
forma que, además del Informe impreso, ofrece recursos digi-
tales dirigidos a públicos específicos. Uno de esos productos 
es “Educación en cifras”, un compendio estadístico con más 
de 64 variables construidas a partir de registros administra-
tivos de distintas instituciones públicas, en particular el MEP. 
En 2018 se publicó información e indicadores presentados a 
modo de historia, que relatan problemáticas y desafíos del 
sistema educativo. También se cuenta con una aplicación web 
denominada “Conozca su escuela”. Finalmente, el “Atlas de 
la Educación Superior” brinda información georreferenciada 
sobre las universidades públicas y privadas.

Con una amplia red de investigación asentada en las universida-
des públicas y en diversos entes privados y públicos que interac-
túan como aliados, el Informe Estado de la Educación se ha con-
solidado como un sistema de información y análisis que contiene 
bases de datos, estudios novedosos, vídeos, visualizaciones y un 
amplio compendio de indicadores, todo ello de libre acceso para 
toda persona interesada en la educación costarricense. 
 
Responsable: Isabel Román.

FICHA 2

Estado de la Región: plataforma para el 
seguimiento y análisis del desarrollo humano 
sostenible en Centroamérica

Como parte del proceso de elaboración del temario del Sexto 
Informe Estado de la Región, cuya publicación está prevista para 
el año 2020, se realizó una consulta en la que participaron cerca 
de 200 personas de diversos sectores sociales, académicos e insti-
tucionales de todos los países centroamericanos, Estados Unidos, 
España, Chile, México, Inglaterra y Suiza. Concluidas esa etapa y 
la sistematización de sus resultados, se preparó la propuesta de 
temario, que fue presentada y discutida en un taller con el Consejo 
Consultivo del Informe e invitados especiales el 27 de julio de 2018, 
en San José.

En atención a sugerencias y comentarios recibidos en la consulta 
regional y la evaluación interna de las últimas ediciones, el Sexto 
Informe será un documento más corto y sintético. Continuará 
dando seguimiento a los desafíos y oportunidades del desarrollo 
humano sostenible de Centroamérica, pero profundizará en el aná-
lisis de temas relevantes y novedosos –también planteados en la 
consulta regional– y aquellos en los que se han identificado cambios 
significativos en la última década. El seguimiento de las tendencias 
demográficas, sociales, económicas, ambientales y políticas se 
basará en la publicación anual Estadísticas de Centroamérica y en 
investigaciones sobre temas como los siguientes: 

•	 Nuevos flujos migratorios: desplazamiento forzado, retornados y 
migración transregional.

•	 Pertinencia de la oferta de formación técnica profesional y voca-
cional.

•	 Origen y destino de los flujos de inversión generada en la región.

•	 Conflictividad ambiental y violaciones a los derechos humanos. 

El capítulo especial del Informe se enfocará en el análisis de un 
dilema estratégico: “La acción regional frente a las nuevas crisis 
centroamericanas y el crecientemente hostil contexto internacio-
nal” (para mayor información puede consultarse el temario y el 
informe de la consulta regional en el sitio del Estado de la Región, 
en www.estadonacion.or.cr).

Se han emprendido diversas iniciativas de investigación sobre 
temas de interés para el Estado de la Región. A solicitud del Wilson 
Center de Estados Unidos, se realizó un estudio acerca de la violen-
cia homicida a nivel municipal en Centroamérica y las característi-
cas de ese tipo de delitos durante el período 2010-2017.  

Por otra parte, el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional 
(Cejil) solicitó la preparación de un estudio sobre los procedimien-
tos para la selección y nombramiento de magistrados en las Cortes 
Supremas de Justicia de Centroamérica. La investigación profun-
dizó en el análisis de esos procesos en Honduras, Guatemala y El 
Salvador durante el período 2007-2017.

Paralelamente, continuó la difusión del Quinto Informe Estado de 
la Región y el seguimiento de los indicadores del desarrollo huma-
no sostenible que se publican en Estadísticas de Centroamérica. 
También se inició la actualización de bases de datos y la recolección 
y sistematización de información desagregada a nivel municipal, 
como parte de las tareas preparatorias del Sexto Informe.

Responsable: Alberto Mora.
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FICHA 3

Tercer Informe Estado de la Justicia

En febrero de 2018, el PEN y el Poder Judicial firmaron la carta 
de entendimiento para iniciar la preparación del Tercer Informe 
Estado de la Justicia, que se publicará en 2020.  

El propósito de esta iniciativa es dar cuenta del estado actual y los 
desafíos del sistema de administración de justicia en Costa Rica. 
Es un producto colectivo, creado mediante procesos de investiga-
ción y participación social, siguiendo la metodología que se utiliza 
en los otros informes del PEN.  

Entre marzo y abril se llevó a cabo una consulta a sectores vincu-
lados al quehacer judicial, con el objetivo de definir el temario de 
la tercera edición. Se contó con la participación de 1.075 personas, 
en su mayoría funcionarios y funcionarias del Poder Judicial. 
El resultado de ese esfuerzo fue una propuesta temática que el 
Consejo Asesor del Informe aprobó en el mes de mayo.  

Según ese mandato, el Tercer Informe Estado de la Justicia tendrá 
dos grandes secciones. La primera se denominará “Observatorio” 
y tendrá carácter permanente; en ella se buscará crear un sistema 
de seguimiento de ciertos asuntos a través de las sucesivas edi-
ciones, en los ámbitos administrativo, jurisdiccional y político. La 
segunda sección, “Temas a profundidad”, presentará los hallazgos 
de investigaciones exhaustivas.  

Los dos grandes temas en los que profundizará la tercera entrega 
del Informe serán:
•	 El capítulo sobre la agenda legislativa estudiará las leyes apro-

badas que tienen efectos en el Poder Judicial. Se hará especial 
énfasis en tres instrumentos: el Código Procesal Penal (1998), 
el Código Procesal Contencioso Administrativo (2008) y la 
Reforma Procesal Laboral (2017).  

•	 El capítulo de lucha contra la corrupción tiene como objetivo 
analizar la respuesta del Poder Judicial a los casos de esta índo-
le que se presentan en el país, tanto en su función sancionatoria 
de los delitos como en el combate a las irregularidades internas. 

Durante el mes de junio se realizó una serie de entrevistas a 
funcionarios judiciales y personas expertas, con el fin de diseñar 
los abordajes metodológicos y el trabajo de campo, iniciado en 
agosto, se extenderá hasta el 2019.  

La coordinadora del Informe ha participado en los grupos de tra-
bajo convocados por la Corte Suprema en noviembre de 2017, a 
los cuales se les encomendó la tarea de plantear reformas urgen-
tes al sistema de administración de justicia. 

En 2018, gracias a un programa de pasantías con estudiantes uni-
versitarios, también se inició la actualización de bases de datos de 
suma importancia para el Informe, sobre temas como la cobertura 
mediática del Poder Judicial, la consulta previa de constituciona-
lidad, la elección de magistrados y los patrones de votación en la 
Sala Constitucional. 

También se ha participado en la plataforma colaborativa “Foro 
de Justicia”, que agrupa a distintas organizaciones académicas 
y ciudadanas. Desde ese espacio, se han realizado discusiones 
y propuestas de reforma para el proceso de nombramientos de 
magistrados.   

 Responsable: Evelyn Villarreal.

FICHA 4

Plataforma tecnológica HIPATIA 2018

La plataforma interactiva “Hipatia”, disponible en la dirección 
www.eccti.or.cr, busca facilitar a la ciudadanía, las autoridades 
públicas, personas emprendedoras y empresas de base tecno-
lógica, el conocimiento de las capacidades científico-tecnoló-
gicas con que cuenta el país y propiciar oportunidades para el 
emprendimiento y la innovación. En 2018 presentará su tercera 
actualización, que contendrá elementos en varias áreas: 

Apoyo a startups: consiste en un portal dirigido a fundadores 
de empresas emergentes –conocidas como startups– con ideas 
novedosas y de base tecnológica, y un sistema de inteligencia 
estratégica al servicio de instituciones públicas e inversionis-
tas. Brinda información sobre propuestas de negocios y acceso 
a directorios de recursos técnicos (incubadoras, aceleradoras, 
espacios de co-creación, laboratorios de innovación, centros 
para la solución de problemas técnicos y servicios de mentoría) 
y fuentes de financiamiento para el desarrollo de emprendi-
mientos. 

Recurso humano en ciencia y tecnología: incluye estadísticas 
de profesionales, tanto residentes en Costa Rica como aquellos 
que estudian o trabajan en el extranjero, e información sobre 
la disponibilidad de técnicos a nivel cantonal y el entramado de 
los principales grupos de investigación del país y su producción.

Capacidades científicas y tecnológicas: abarca la producción 
de publicaciones científicas registradas en el índice Scopus, 
exportaciones de bienes y servicios, incluyendo indicadores 
solicitados por la OCDE, y patentes solicitadas y aprobadas a 
nacionales y extranjeros. 

Capacidades de infraestructura: en centros de investigación 
y desarrollo (I+D).

Acciones universitarias de vinculación: permite contactar a 
los responsables del quehacer reciente en investigación, venta 
de servicios y capacitación abierta a la población.

Laboratorios públicos: que atienden problemas de innovación. 

Oportunidades de innovación: tecnologías generadas desde la 
academia disponibles para su explotación comercial.

Capital para emprendimiento e innovación: identifica los tipos 
de recursos que ofrece el sistema financiero nacional y las 
condiciones generales bajo las cuales se puede acceder a ellos.

“Hipatia” cuenta con el apoyo del Conare, la Fundación CRUSA, 
el Sistema de Banca para el Desarrollo y el BID. 

Responsable: María Santos.
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FICHA 5

Convenio PEN-TSE: elecciones y partidos 
políticos en Costa Rica

Desde 2011 el Programa Estado de la Nación (PEN) y el Tribunal 

Supremo de Elecciones (TSE) colaboran en el desarrollo de 

investigaciones sobre democracia, elecciones y partidos polí-

ticos en Costa Rica. En este Informe se presenta un estudio en 

profundidad sobre el proceso electoral de 2017-2018, realizado 

con nuevas herramientas de análisis. La principal de ellas fue 

una plataforma digital que se puso a disposición del electorado 

en el sitio www.VotemosCR.com durante la campaña, y que 

ofrecía información actualizada, organizada en seis secciones: 

•	 Votómetro: aplicación web en la que cualquier persona podía 

responder 32 preguntas sobre política nacional, que la y los 

candidatos presidenciales habían contestado previamente. 

Al final los usuarios obtenían un porcentaje de coincidencia 

con cada postulante y el detalle de los temas en los que 

tenían mayores afinidades y divergencias.

•	 Electores: recopilación de datos sobre los patrones históricos 

de votación de la ciudadanía y su distribución territorial.

•	 Partidos políticos: información actualizada sobre los resulta-

dos electorales históricos de los partidos políticos, y sobre 

las estructuras internas y de liderazgo de las agrupaciones 

que compitieron en los comicios de 2018.

•	 Planes de gobierno: análisis de los programas de trabajo 

presentados por los partidos políticos durante la campaña 

electoral.

•	 Clima electoral: hallazgos obtenidos en un “panel electoral” 

de cinco rondas efectuado a lo largo de la campaña, en el que 

790 personas respondieron cuestionarios sobre su intención 

de voto y su percepción del proceso. 

•	 Redes sociales: análisis de los comentarios publicados por 

la ciudadanía en las páginas oficiales de Facebook de la y los 

candidatos.

La información generada por esta plataforma y los resultados 

electorales dados a conocer por el TSE fueron los insumos prin-

cipales para el análisis detallado de las elecciones de 2018, que 

se presenta en el capítulo “Fortalecimiento de la democracia” 

de este Informe.

Responsable: Steffan Gómez Campos.

FICHA 6

Convenio de cooperación con el 
Instituto Costarricense sobre Drogas

En 2017, el Programa Estado de la Nación (PEN) y el Instituto 

Costarricense sobre Drogas (ICD) firmaron una carta de enten-

dimiento para profundizar el análisis y el posicionamiento 

público del tema de las drogas en el país, a partir de la coo-

peración entre ambas instituciones y el aprovechamiento 

de los respectivos insumos de información y capacidades de 

investigación. De esta iniciativa se derivó el estudio Patrones 

territoriales y sociodemográficos de las poblaciones afectadas 

por el consumo y el tráfico de drogas, que se presentó a inicios 

de 2018. Ese trabajo permitió identificar, mapear y desagregar 

la información disponible sobre el fenómeno de las drogas, para 

conocer los patrones territoriales y sociodemográficos asocia-

dos. El resultado también fue insumo para el capítulo “Equidad 

e integración social” del Informe Estado de la Nación 2018.

A partir de esa primera experiencia, el PEN y el ICD decidieron 

establecer un marco de colaboración académica y financiera 

para producir evidencia científica y herramientas de análisis 

que orienten la toma de decisiones en torno al fenómeno de las 

drogas. En el 2018 se discute un convenio en ese sentido, con 

un horizonte de cinco años y dos objetivos centrales: i) desa-

rrollar una plataforma digital que utilice las bases de datos del 

ICD y refuerce la capacidad de análisis de la institucionalidad 

dedicada a la problemática de las drogas, y ii) realizar un con-

junto de investigaciones sobre los factores subyacentes a nivel 

social, económico, demográfico y del desarrollo humano, con el 

fin de generar insumos para el Informe de Situación Nacional 

sobre Drogas, el Informe Estado de la Nación y la plataforma 

de información antes mencionada. Ambos procesos iniciarán 

en enero de 2019.

Responsable: Leonardo Merino.
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FICHA 7

Encuesta e índice de transparencia presupues-
taria 2017 

Desde 2006 el Programa Estado de la Nación colabora con la 

organización International Budget Partnership (IBP) en la pre-

paración bienal de la “Encuesta de presupuesto abierto”, que 

calcula el índice de transparencia presupuestaria. 

Este instrumento evalúa si los gobiernos ponen a disposición 

del público, en versión digital, ocho documentos clave para 

determinar la calidad y transparencia del presupuesto de un 

país. La medición incluye 109 indicadores y abarca 115 naciones.

La más reciente investigación se realizó durante dieciocho 

meses, entre julio de 2016 y diciembre de 2017, y en ella par-

ticiparon más de cuatrocientas personas expertas de todo el 

mundo. Los resultados fueron publicados en enero de 2018.

El puntaje obtenido por Costa Rica fue de 56 sobre 100, el más 

alto desde que participa en la iniciativa. Esa calificación es dos 

puntos mayor que la lograda en 2010 y once puntos superior a 

la conseguida en los dos primeros períodos de estudio -2006 y 

2008-, cuando registró 45 puntos.

Comparativamente, el valor alcanzado por el país está por 

encima de las calificaciones de Honduras (54), El Salvador 

(45) y Nicaragua (43), pero por debajo de las de México (79), 

República Dominicana (66) y Guatemala (61). Con respecto a 

las 115 naciones estudiadas, Costa Rica se ubica catorce puntos 

arriba del promedio mundial, que es de 42 puntos.

De acuerdo con el índice, en Costa Rica, la Asamblea Legislativa 

y la Contraloría General de la República realizan una fiscaliza-

ción adecuada del presupuesto. No obstante, hay deficiencias 

en la calidad de la información de acceso público. No se publi-

can documentos en dos áreas clave: la versión preliminar del 

presupuesto y la revisión de su ejecución a mitad de año; esta 

última no se lleva a cabo, pese a que es usual en las prácticas 

internacionales.

El área más débil sigue siendo la participación ciudadana. En 

este componente el índice asigna al país una calificación de 7, 

en la misma escala de 0 a 100. El promedio global es bajo, de 

tan solo 12 puntos. Sin embargo, Nueva Zelandia (56 puntos) y 

el Reino Unido (47) son dos buenos ejemplos de que es posible 

abrir espacios a la ciudadanía en las discusiones sobre temas 

presupuestarios.

 

Responsable: Steffan Gómez Campos.

FICHA 8

Representación espacial de la división 
territorial administrativa a nivel cantonal

En uno de sus esfuerzos recientes, el Programa Estado de la 

Nación (PEN) ha venido analizando la estructura productiva 

agropecuaria del país a partir de los censos del sector realizados 

en 1905, 1950, 1963, 1973, 1984 y 2014. Esos insumos permitie-

ron identificar variables sobre algunos productos que pueden 

ser comparables a nivel nacional, provincial e incluso cantonal. 

El objetivo era visualizar y estudiar los cambios de la producción 

a través del tiempo y sus posibles relaciones con factores socio-

demográficos.

Sin embargo, la ausencia de representación cartográfica de la 

división político-territorial histórica a nivel cantonal, dificulta 

conocer y analizar cómo distintas variables (uso del suelo y 

población, entre otras) han influido en la actual configuración 

territorial, productiva, demográfica y socioeconómica del país. 

Por esta razón, en conjunto con el laboratorio Prias, el PEN se 

dio a la tarea de reconstruir la división política territorial del 

país a escala cantonal desde inicios del siglo XX. Esta iniciativa 

vendría a llenar un vacío de información clave, pues no solo 

permitirá alimentar investigaciones con visión de largo plazo 

en varios campos analizados por el Informe Estado de la Nación 

–que no son posibles hasta ahora–, sino que será un aporte para 

cualquier centro de estudios o especialista (nacional e inter-

nacional) que quiera hacer análisis históricos con ese nivel de 

desagregación, en áreas como, por ejemplo, los cambios en el 

uso del suelo agropecuario.

Responsable: Vladimir González.
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FICHA 9

Actividades de difusión 

Para lograr amplitud en la difusión de su quehacer, el Programa 

Estado de la Nación (PEN) lleva a cabo múltiples actividades, 

presenciales y virtuales, que permiten el contacto directo con la 

ciudadanía. También realiza una intensa gestión de prensa con los 

medios de comunicación y de divulgación a través de su sitio web 

y las redes sociales. 

Entre octubre de 2017 y agosto 2018 se organizaron 203 activi-

dades, en las que se presentaron los hallazgos de los informes y 

otras investigaciones del PEN. En ellas se contó con la participa-

ción de 12.427 personas.

La gestión de prensa incluyó la redacción de 112 comunicados y 

el contacto directo con 182 periodistas de los principales medios 

nacionales y centroamericanos. Estas acciones generaron 947 

notas periodísticas sobre el PEN y sus productos. 

La página web registró 213.643 visitas. Los perfiles instituciona-

les en las redes sociales Facebook y Twitter atrajeron a 35.526 y 

25.835 seguidores, respectivamente. Se publicaron 271 posts que 

han sido vistos por 2.517.568 personas.

Como complemento de estos esfuerzos, el Programa ha estable-

cido diversas alianzas institucionales. Entre las más longevas y 

sistemáticas cabe mencionar las siguientes:

Coordinación con universidades públicas

La “Subcomisión de difusión de los informes del Programa 

Estado de la Nación”, creada por la Comisión de Vicerrectores 

de Extensión y Acción Social del Conare, realiza labores de coor-

dinación con las unidades académicas y sedes regionales de las 

universidades públicas, con el propósito de identificar temas de 

interés común y organizar actividades como presentaciones, 

talleres, foros, videoconferencias y conversatorios, entre otras.

La modalidad de los conversatorios, en particular, ha permitido 

combinar los aportes de los informes del PEN con el criterio de 

personas expertas de la academia, al abordar temas importantes 

sobre la realidad nacional y regional.  En 2018 se realizó el con-

versatorio “Gobierno de Unidad Nacional: ¿es posible mejorar la 

gobernanza en Costa Rica?”, cuya finalidad fue reflexionar sobre 

el papel de las universidades públicas en el contexto político 

actual.

Instituto de Fomento Cooperativo (Infocoop)

En seguimiento al convenio entre el Infocoop y el PEN, se organi-

zaron presentaciones en San Carlos y Limón, dirigidas a coopera-

tivistas y funcionarios públicos.

El convenio también incluye actividades de investigación. La más 

reciente fue un estudio sobre la situación de los cantones de la 

región Huetar Atlántica y las oportunidades para el desarrollo de 

emprendimientos asociativos. Ese trabajo tuvo cinco objetivos 

específicos:

•	 Comprender la estructura económica predominante en los 

cantones de la provincia de Limón y su funcionamiento.

•	 Conocer las principales actividades productivas que tienen 

lugar en la provincia y que podrían impulsar un modelo de 

negocios asociativos.

•	 Identificar los encadenamientos que podrían establecerse 

entre las diferentes actividades.

•	 Determinar la presencia de oportunidades productivas soste-

nibles, concretas y con potencial para ser apoyadas desde el 

Infocoop. 

•	 Identificar opciones de mercado, actuales y potenciales, a 

nivel local/regional.

Colegio de Licenciados y Profesionales (Colypro)

El Colypro y el PEN impulsan la suscripción de un nuevo conve-

nio para dar continuidad al esfuerzo conjunto que han venido 

realizando en las áreas de capacitación, comunicación e investi-

gación. Entre 2017 y 2018 se organizaron talleres sobre intercul-

turalidad para docentes de primaria y secundaria en Turrialba y 

San Carlos, campañas de información y difusión para los medios 

del Colypro: su boletín y su perfil en Facebook, así como video-

conferencias a través de la plataforma del Instituto de Desarrollo 

Profesional del MEP, sobre los temas de lectoescritura inicial, 

indagación científica y resolución de problemas matemáticos.

Además, el Colypro aportará recursos para llevar a cabo una 

encuesta sobre desarrollo profesional docente, que por cuarta 

vez el equipo técnico del Informe Estado de la Educación apli-

cará a una muestra de alcance nacional, con el fin de conocer 

mejor las actividades de formación en que participan las y los 

educadores.  

Dirección General de Servicio Civil (DGSC)

En el marco del convenio entre la DGSC y el PEN, se continúan 

impartiendo cursos virtuales sobre realidad nacional y toma de 

decisiones gerenciales frente a los desafíos del desarrollo huma-

no, utilizando elcampus virtual de la DGSC, los hallazgos del 

Informe Estado de la Nación y el apoyo de un facilitador del PEN.

Responsable: Vera Brenes.
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Mensajes clave
El presente Informe analiza un período 

que, en el balance, da cuenta de un mal 

desempeño nacional en materia de desa-

rrollo humano. En 2017 y los primeros 

meses de 2018 varios indicadores clave 

para la generación de oportunidades eco-

nómicas y sociales mostraron comporta-

mientos desfavorables: desaceleración del 

crecimiento económico, pérdida histórica 

de empleos, deterioro de la seguridad y la 

convivencia ciudadanas, y señales claras 

de creciente insolvencia en las finanzas del 

Gobierno Central. A ello se agregan facto-

res políticos que han provocado un clima 

de pesimismo acerca de las perspectivas 

inmediatas para modificar el rumbo del 

país, tales como el complicado panorama 

de gobernanza producto de la dinámica y 

los resultados de las elecciones nacionales 

de febrero y abril de 2018, así como los 

escándalos públicos que enfrentaron los 

tres poderes de la República desde el cierre 

de la anterior administración. 

Este período se inscribe, como lo han 

planteado varias ediciones del Informe 

Estado de la Nación, dentro una coyuntura 

más amplia de resultados decrecientes en 

los ámbitos del bienestar social, la equidad 

y la sostenibilidad ambiental, por efecto de 

deficiencias estructurales en las apuestas 

de desarrollo que han marcado la senda 

del país desde finales del siglo anterior. 

Costa Rica ha llegado a un momento en 

que la rectificación de esas deficiencias es 

indispensable para evitar un debilitamiento 

del Estado de bienestar que comprometa 

su futuro en el largo plazo. Sin embargo, la 

democracia costarricense, espacio natural 

para efectuar tales ajustes, muestra preocu-

pantes señales de ser disfuncional en varios 

campos. Su robusto y vigoroso régimen de 

libertades y derechos ha entrado en fuerte 

tensión con una gobernanza caracterizada 

por la fragmentación del sistema de partidos 

y la incapacidad para procesar reformas de 

gran calado, debido al bloqueo recíproco 

entre diversos actores sociales, políticos e 

institucionales.

En ese contexto, la presente edición del 

Informe formula cinco mensajes clave deriva-

dos de sus investigaciones, que sintetizan la 

situación actual del país:

•	 En 2017 y 2018 se tornó inviable la estrate-

gia aplicada por sucesivos gobiernos en la 

última década, de expandir el gasto público 

a partir de un rápido, accesible y barato 

endeudamiento y sin una reforma tributa-

ria correlativa. 

•	 La desaceleración económica intensificó la 

desconexión estructural entre la produc-

ción y el empleo, lo que a su vez ha refor-

zado las barreras para enfrentar la pobreza 

y el deterioro de la convivencia social.

•	 Las persistentes asimetrías sociales y terri-

toriales derivadas de los altos niveles de 

desigualdad han propiciado el surgimiento 

de zonas de exclusión social y nuevos desa-

fíos para la institucionalidad.

•	 La reiterada práctica de relegar los cri-

terios de sostenibilidad ambiental en las 

apuestas de uso del territorio y sus recur-

sos naturales, ha creado problemas de 

movilidad y riesgo, cuya solución implica 

Sinopsis
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altos costos que el país tiene cada vez 

menos capacidad de afrontar.

•	 Un proceso electoral con dinámica y 

resultados atípicos aumentó la comple-

jidad de la gobernanza política, ante lo 

cual el sistema ha empezado a dar res-

puestas adaptativas cuyos resultados y 

eficacia son todavía inciertos.

En síntesis, el país vive una época de 

mucho cuidado. Enfrenta riesgos económi-

cos, sociales, ambientales y políticos, a los 

cuales se suman desafíos externos propicia-

dos por varios acontecimientos recientes. 

Los resultados de esta transición depen-

derán de las respuestas del sistema político, 

y necesariamente deben incluir cambios en 

el estilo de desarrollo. Si habrá o no otra 

“década perdida” como en los años ochenta 

del siglo pasado, será determinado en gran 

medida por lo que la política haga o deje de 

hacer en el futuro inmediato.

Frente a esta compleja situación, el 

Informe propone una visión y una estrate-

gia de corto plazo. La visión es convertir 

a Costa Rica en un centro internacional 

de innovación social y productiva, como 

respuesta disruptiva a la relativa escasez 

de factores y el envejecimiento de la pobla-

ción. La estrategia de corto plazo estaría 

basada en dos pilares: atender de inmediato 

la insostenibilidad de las finanzas públicas 

e impulsar una agenda mínima de desarro-

llo centrada en la remoción de cuellos de 

botella o barreras, que bloquean la atención 

eficiente de las demandas ciudadanas y 

la generación de oportunidades producti-

vas. Esta remoción no requiere complejas  
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negociaciones políticas, pero puede contri-

buir a atenuar los efectos de la crisis fiscal 

y a crear mejores condiciones económicas 

y sociales mediante la articulación de capa-

cidades existentes.

El desarrollo humano sostenible en 
2017 e inicios del 2018

En 2017 e inicios de 2018 ocurrió una 

convergencia de malos resultados econó-

micos, sociales, ambientales y políticos, que 

exacerbó las limitaciones estructurales del 

estilo de desarrollo del país para garantizar 

una mejora sostenida en las capacidades 

y oportunidades de su población. En un 

marco de agravamiento de la insolvencia 

en las finanzas públicas, la desacelera-

ción económica hizo más severa la des-

conexión entre el empleo y la producción, 

en momentos en el que el Estado pierde 

la capacidad para seguir neutralizando, 

por la vía de la política social, los efectos 

de esa desconexión en la pobreza y la 

desigualdad. 

En 2017 la expansión de la economía fue 

menor al promedio de la última década. 

Todos los componentes de la demanda (con 

excepción del gasto del Gobierno General) 

redujeron su dinamismo, en especial las 

exportaciones de servicios, que crecieron 

casi diez puntos porcentuales menos que 

en 2016. Además se registró la mayor pér-

dida de empleos de los últimos veinte años. 

Tal como ha documentado este Informe en 

ediciones previas, en el pasado reciente las 

fallas del mercado laboral han sido com-

pensadas por el impacto de la inversión 

social pública en los ingresos de los hoga-

res más pobres. Sin embargo, como se ha 

dicho, en un marco de restricción fiscal esa 

capacidad está comprometida.

En el período bajo análisis no hubo avan-

ces en la pobreza por ingresos, que se man-

tiene en su valor promedio ya por veinti-

cuatro años. Por su parte, la desigualdad se 

redujo en 1,5%, una baja estadísticamente 

significativa, pero no por las razones correc-

tas: mientras los ingresos de los hogares del 

primer decil (10% más pobre) crecieron por 

segundo año consecutivo, sobre todo por el 

aumento de las transferencias sociales, los 

del resto de la población decrecieron. 

Pese a la disminución, la desigualdad de 

ingresos se mantuvo en niveles históricamen-

te altos. Este Informe reporta que la mitad 

del valor registrado se explica por diferencias 

estructurales entre las distintas actividades 

productivas, no por los atributos de las perso-

nas. Un mayor crecimiento económico, el for-

talecimiento de la productividad y el aumento 

de los encadenamientos en los sectores iden-

tificados como impulsores y clave reducirían 

las brechas de ingreso.

El 2017 se mantuvo el comportamiento 

inercial de los principales indicadores socia-

les, a pesar de un nuevo incremento de la 

inversión social pública, especialmente en los 

sectores de educación y vivienda y territorio. 

Sin embargo, hoy por hoy, el Estado enfrenta 

el reto de evitar que medidas de contención 

del gasto público afecten a las personas más 

vulnerables. Si las transferencias monetarias 

se eliminaran, la pobreza extrema aumentaría 

hasta 3,6 puntos porcentuales, y la pobreza 

total lo haría en 2,1 (gráfico 1.1). Para las clases 

más desposeídas, el costo de un recorte indis-

criminado del gasto social sería muy elevado.

Al mismo tiempo, se ha tornado inviable la 

estrategia aplicada en la última década por 

sucesivos gobiernos, de expandir el gasto 

público a partir de un rápido, accesible y 

barato endeudamiento, sin una reforma tri-

butaria correlativa. De esta forma se procuró 

mantener inalterado el funcionamiento del 

Estado, atender las demandas de la población 

y costear el creciente servicio de la deuda.

El trasfondo de la nueva realidad es la 

agudización del desbalance estructural en las 

finanzas públicas. En 2017 el país tuvo su peor 

situación desde 1980 en materia fiscal, con un 

déficit equivalente al 6,2% del PIB, del cual 

una mitad se explica por la falta de ingresos 

para cubrir el gasto total sin incluir intereses 

(déficit primario) y la otra mitad por el pago 

de intereses de la deuda ya adquirida. En el 

contexto de una economía desacelerada, el 

gasto en transferencias creció, los ingresos 

tributarios disminuyeron y el servicio de la 

deuda aumentó. La falta de recursos para 

cubrir los gastos básicos obligó a incrementar 

el endeudamiento, que se expande de manera 

significativa conforme se amplía la brecha 

entre los ingresos y los gastos del Gobierno 

Central (gráfico 1.2).

La crisis fiscal que hoy vive el país tiene 

aristas económicas y políticas. Sus prime-

ras manifestaciones se dieron en el flujo de 

caja del Gobierno Central. Desde el último 

cuatrimestre de 2017 comenzaron a pre-

sentarse serios problemas para cumplir con 

el pago de obligaciones corrientes, debido 

a la desaceleración de la recaudación tri-

butaria y a las dificultades para obtener 

recursos en los mercados financieros. Esta 

situación se vio agravada por una gestión 

de la deuda riesgosa y poco transparente, 

que sumó nuevos escollos presupuestarios. 

El Gobierno que inició funciones en mayo 

de 2018 hizo recortes de gasto y anunció 

otros; además, propuso un ajuste fiscal 

que incluye medidas de reforma tributaria 

y de control del gasto. Este es un primer 

paso para equilibrar las finanzas públi-

cas y, aunque insuficiente, ya provocó un 

recrudecimiento de las tensiones políticas, 

pues los diversos actores se resisten, por 

distintos medios, a asumir una parte del 

sacrificio requerido. Al cierre de edición 

de este Informe, el Banco Central otorgó al 

Ministerio de Hacienda un financiamiento 

temporal y excepcional por cerca de un 

1,5% del PIB, para la atención de obligacio-

nes corrientes.

Incidencia de la pobreza e impacto 
que tendría la eliminación de las 
transferencias socialesa/. 2017 

a/ La incidencia es el porcentaje de pobreza actual. 
El impacto representa el porcentaje de pobreza que 
tendría el país si se eliminaran las transferencias 
monetarias del Estado. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Mata y Trejos, 
2018, con datos de la Enaho, del INEC.
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GRÁFICO 1.1
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La cara visible de la crisis son los proble-

mas de flujo de caja y las repercusiones, aún 

moderadas, en los mercados financieros. No 

obstante, el verdadero problema es estruc-

tural, pues quedó en evidencia que las medi-

das administrativas de contención del gasto 

aplicadas en los últimos años no lograron, 

siquiera, frenar la creciente insolvencia. 

Esto ha puesto en jaque el futuro del Estado 

de bienestar social construido a lo largo de 

la segunda mitad del siglo XX, ya que su 

financiamiento y la eficiencia de su gasto no 

son suficientes. Si no se logra reformularlo 

de manera progresiva y sostenible, podría 

ser desgastado por recortes como los que, 

hace cuatro décadas, empobrecieron a las 

mayorías y comprometieron el desarrollo 

humano del país.

La inacción política de los poderes 

Legislativo y Ejecutivo frente al deterioro en 

las finanzas públicas aumentó fuertemente el 

costo y la complejidad del esfuerzo necesario 

para eliminar el déficit primario y estabilizar 

el crecimiento de la deuda pública. Al finali-

zar el 2017, el ajuste requerido para sanear 

la situación fiscal se estimó en un 5,1% del 

PIB, cifra muy superior a la calculada en 2016 

(3,2%) y es posible que sea mayor al término 

del 2018. De esta manera, Costa Rica transita 

ya hacia una época de sacrificios colectivos y 

redefiniciones en su estilo de desarrollo y su 

Estado de bienestar. 

Cambios en el contexto –tanto nacional 

como internacional– han agregado comple-

jidad al problema fiscal. El presente Informe 

no los analiza, pues algunos ocurrieron en 

meses recientes y serán evaluados en la 

próxima edición. Sin embargo, al incidir 

directa o indirectamente sobre el clima polí-

tico en el cual se procesa un ajuste fiscal, 

son una referencia difícil de obviar. 

Las nuevas alzas en las tasas de interés 

internacionales y en los precios de las 

materias primas imponen presiones adicio-

nales sobre la inflación local, el servicio de 

la deuda y el tipo de cambio. La crisis políti-

ca en Nicaragua podría afectar a un merca-

do laboral deprimido y atizar la incertidum-

bre social, que ha sido empleada por ciertos 

actores para la politización de la xenofobia. 

En el plano nacional, los escándalos de 

corrupción que estallaron a fines del 2017 

derivaron en una grave crisis de gober-

nanza en el Poder Judicial. Finalmente, 

el Gobierno entrante inició labores con 

los niveles más bajos de apoyo ciudadano 

desde que esta información se registra en 

el país, en momentos en que busca respaldo 

para su programa de ajuste fiscal.

En este complejo contexto económico y 

político, Costa Rica experimentó un dete-

rioro en la convivencia ciudadana. En 2017 

se alcanzó una tasa récord de 12,2 homi-

cidios por cada 100.000 habitantes, valor 

que supera el indicado por la Organización 

Mundial de la Salud para considerar el pro-

blema como una epidemia. Este fenómeno 

se explica, fundamentalmente, por la pre-

sencia del crimen organizado y el narcotrá-

fico. Una investigación realizada para este 

Informe identificó patrones territoriales en 

la incidencia de los homicidios y la incauta-

ción de drogas, que demuestran la relevan-

cia de atender, de manera diferenciada, los 

distintos disparadores de la problemática 

en cada zona del país.

La crisis fiscal coincide además con per-

sistentes brechas de género, educativas 

y territoriales, que el mercado laboral, las 

políticas sociales y la tutela institucional de 

los derechos de los trabajadores no logran 

resolver. Un ejemplo son las asimetrías de 

género en el empleo. La participación laboral 

Relación entre los ingresos y gastos totales del Gobierno Centrala/, 
según tamaño de la deudab/

(millones de colones)

a/ La línea diagonal muestra el escenario en el que los ingresos son igual al gasto público. Niveles por encima de 
la diagonal se interpretan como niveles de gasto mayor al ingreso.
b/ El tamaño y color de las burbujas refleja el nivel de la deuda pública del Gobierno Central. 

Fuente: Elaboración propia con datos del Ministerio de Hacienda.
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de las mujeres tiene grandes diferencias 

con la de los hombres (de hasta treinta 

puntos porcentuales) y se encuentra entre 

las más bajas de América Latina. El desem-

pleo femenino también supera al masculino 

(cinco puntos en 2018; gráfico 1.3). 

Sin duda, los niveles educativos abren 

oportunidades laborales a las mujeres, 

pues la posibilidad de inserción de una 

profesional duplica la de otra que solo 

completó la enseñanza secundaria y es 4,4 

veces mayor que la de una que solo termi-

nó la primaria. No obstante, en igualdad de 

condiciones se mantiene una significativa 

brecha de ingresos a favor de los hombres, 

la cual puede atribuirse a discriminación 

salarial por género. En ausencia de esta, 

las mujeres percibirían ingresos superiores 

a los de los hombres, dado su mejor perfil 

de calificación. Este Informe llama la aten-

ción sobre la importancia de promover la 

participación laboral femenina: ejercicios 

de simulación mostraron que la pobreza 

total se podría reducir a casi la mitad si las 

mujeres desocupadas o que están fuera de 

la fuerza de trabajo tuvieran un empleo. 

El gráfico 1.3 contiene otra información 

relevante: la existencia de brechas territo-

riales en materia de pobreza, educación y 

empleo. Para ejemplificar esas asimetrías 

se realizó un estudio de caso en la región 

Huetar Caribe, cuya delimitación geográ-

fica coincide con la provincia de Limón. 

Es una zona multicultural, de gran riqueza 

natural y ubicación estratégica, que no se 

beneficia adecuadamente de esa dotación 

y hoy experimenta altos niveles de vio-

lencia social. Sus habitantes tienen baja 

escolaridad promedio, un alto desempleo 

y algunos actores entrevistados miran con 

desconfianza y escepticismo los beneficios 

que pueden traer nuevas iniciativas de 

inversión pública y privada.

Los rezagos sociales y económicos con-

vergen con vulnerabilidades ambientales 

que generan múltiples amenazas y riesgos 

en diversos escenarios. La política pública 

ambiental se ha enfocado en la conser-

vación como vía principal para hacer de 

Costa Rica un “país verde”; sin embargo, 

ese énfasis dejó de lado la aplicación de 

Indicadores seleccionados, según sexo y región

Fuente: Elaboración propia con datos del INEC.
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a) Brechas de género. Encuesta Continua de Empleo (ECE) del segundo 
trimestre de 2018

b) Brechas territoriales. Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) del 2017
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criterios de sostenibilidad en el uso del terri-

torio y el aprovechamiento de los recursos 

naturales para impulsar el desarrollo humano. 

Este Informe proporciona evidencia de que 

esa omisión no solo ha terminado compro-

metiendo los logros históricos en materia 

de conservación, sino que está generando 

altos costos que resultan cada vez más 

difíciles de asumir en un contexto de crisis 

estructural de las finanzas públicas. 
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Así, mientras en 2017 e inicios del 2018 

el país creó nuevas herramientas de polí-

tica pública y normativa en este campo, en 

la práctica se profundizaron las tensiones 

entre el estilo de desarrollo y la sostenibi-

lidad ambiental. Los principales impulsores 

de la contaminación atmosférica crecieron, 

lo mismo que el consumo de combustibles y 

la flota vehicular, esta última seis veces más 

que la población. Aunque mejoró la cober-

tura del tratamiento de aguas residuales, 

el rezago en infraestructura hace que la 

inmensa mayoría de estas se siga deposi-

tando, sin tratamiento, en los cuerpos de 

agua, y en algunas comunidades agrícolas 

persiste la contaminación de fuentes por 

algunas actividades productivas.

Estos impactos fueron producidos por la 

divergencia entre la manera en que el país 

utiliza los recursos naturales para atender 

las necesidades de la población (electricidad, 

agua para consumo y para producción, com-

bustibles para transporte) y las débiles herra-

mientas para el control de los efectos residua-

les de ese uso. El problema es que tanto las 

capacidades institucionales como las políticas 

públicas son profundamente asimétricas: la 

prestación de servicios basados en el uso de 

recursos naturales está a cargo de entidades 

que gozan de gran autonomía y disponen de 

recursos técnicos y financieros, mientras que 

los órganos de control ambiental y reducción 

de impactos tienen pocas capacidades para 

hacer su labor. 

Esta edición pone énfasis en las “apues-

tas territoriales”, que a lo largo del tiempo 

han concretado y transformado el uso 

del suelo. Se encontró que los patrones 

urbanos y agrícolas no fueron guiados por 

instrumentos de ordenamiento territorial 

o políticas públicas que asegurasen meno-

res impactos negativos. En la Gran Área 

Metropolitana (GAM) esto ha llevado a una 

situación crítica en materia de transporte 

y movilidad, mayor riesgo de desastres en 

sectores vulnerables, segregación espa-

cial y altos costos económicos, sociales 

y ambientales. El mercado inmobiliario 

dominó la expansión urbana sin conside-

rar la sostenibilidad, y ha generado una 

tendencia al agotamiento de los mejores 

terrenos para urbanizar. En las zonas que 

quedan disponibles (mapa 1.1) no existen las 

condiciones mínimas de infraestructura,  

Tipos de uso del suelo en la GAM y área con potencial urbanizable. 2018

Fuente: Sánchez, 2018c.

MAPA 1.1
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por lo que su desarrollo requeriría grandes 

inversiones públicas (en un contexto res-

trictivo) o significarían altos costos para 

la población. 

Hoy en día, por razones de mercado, se 

está generando una mayor densificación 

de la ciudad. Esta tendencia es positiva, 

aunque sin planificación urbana no se solu-

cionan las viejas deudas en esta materia: 

falta de ordenamiento territorial, sistemas 

de transporte insostenibles, nula participa-

ción de los sectores ganadores de la inver-

sión pública en la mejora del entramado 

urbano, impactos ambientales y otros. 

Este Informe dedica un capítulo especial al 

tema del transporte y la movilidad, por ser un 

ejemplo de lo complejo y costoso que resulta 

solucionar un problema construido a lo largo 

de varias décadas de descuido y políticas 

públicas erradas e influenciadas de modo 

desproporcionado por los grupos de interés. 

La situación en este campo tiene un profundo 

impacto en el desarrollo humano, por falta de 

mejores alternativas de transporte público, 

una creciente flota vehicular y limitaciones 

de infraestructura, lo cual se traduce en alto 

consumo de hidrocarburos, emisiones conta-

minantes, saturación de vías, largos tiempos 

de traslado, pérdida de competitividad, ele-

vados costos económicos, accidentes via-

les y afectación de la calidad de vida de las 

personas. Los congestionamientos son una 

de las expresiones más evidentes de este 

caos, impulsado por un fuerte peso del 

uso de vehículos privados. Nuevas herra-

mientas permiten dar dimensión espacial 

al problema, e identifican los distritos de 

la GAM que concentran altos niveles de 

atasco (mapa 1.2). 

La falta de acción en el tema de la movi-

lidad humana potencia las desigualdades 

sociales. Los problemas no afectan de la 

Clasificación de distritos según cantidad de atascos. 2017 
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MAPA 1.2

Fuente: Durán y León, 2018 con información de la base de datos de la plataforma Waze.
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Proporción de curules del partido gobernante en la Asamblea Legislativa

Fuente: Elaboración propia con información del TSE. 
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GRÁFICO 1.4misma manera a las personas que usan 

uno u otro medio de transporte, pues las 

zonas de residencia están territorialmente 

segmentadas según las condiciones econó-

micas. Para afrontar la situación se requiere 

corregir el insostenible uso del suelo e 

impulsar medidas largamente postergadas 

en materia de infraestructura, transporte 

público, nuevos patrones de movilidad y 

reforma de un marco de gestión institucio-

nal obsoleto.

Encarar los desafíos del desarrollo huma-

no analizados en este Informe pasa, sin 

duda, por la capacidad del sistema político. 

La solución de la insolvencia en las finanzas 

públicas, el problema más urgente del país, 

es política, y requerirá un esfuerzo extraor-

dinario por parte del Gobierno, la Asamblea 

Legislativa y las organizaciones civiles con 

representación social (sindicatos, cámaras 

empresariales, cooperativas, asociaciones 

solidaristas) para no caer en el bloqueo 

mutuo de iniciativas. Sin embargo, como 

se ha venido comentando, esta situación 

encuentra al sistema político en condicio-

nes poco apropiadas para emprender esa 

tarea.  

El estallido del problema fiscal convergió 

con un proceso electoral atípico, cuya diná-

mica y resultados complicaron aun más la 

gobernanza política, en ausencia de refor-

mas institucionales en la organización del 

Estado. En efecto, en los comicios de 2018 

se afianzaron la fragmentación y la debi-

lidad del sistema de partidos. Hoy todas 

las agrupaciones son minoritarias, están 

desconectadas de sus bases y tienen poca 

capacidad para entrar en acuerdos sos-

tenidos sobre temas clave del desarrollo. 

La volatilidad en las preferencias entre 

elecciones fue la más alta en décadas, y 

durante el proceso hubo cuestionamientos 

a la tutela del sistema internacional de 

derechos humanos y la legitimidad del 

Tribunal Supremo de Elecciones. 

Se experimentó una histórica volatilidad 

de las simpatías ciudadanas en el corto 

lapso de cuatro meses. Además, la sociedad 

se polarizó por temas no convencionales, 

como lo demostraron los resultados del 

cuestionario en línea “Votómetro”, que se 

analizan en el capítulo 5 del Informe. Los 

dos partidos que encabezaron las preferen-

cias de los electores concentraron la menor 

cantidad de votos en 65 años y fue la primera 

vez en 32 años que las organizaciones del 

bipartidismo histórico no lograron el primero 

o el segundo lugar. Un partido con raíces 

religiosas compitió fuertemente, algo que 

no había pasado en más un siglo, desplazó a 

agrupaciones tradicionales en sus principales 

bastiones y, ante la debilidad de las organi-

zaciones políticas, actores “extrapartidarios” 

irrumpieron en la escena para movilizar al 

electorado. Además, la agrupación que ganó 

la Presidencia obtuvo la fracción legislativa 

más pequeña entre los partidos que han 

resultado vencedores en los comicios desde 

la época de la Segunda República (gráfico 

1.4).

A diferencia de las elecciones naciona-

les de febrero y abril de 2014, en las de 

2018 la polarización política no se plasmó en 

una gran movilización social. En los meses 

previos a los comicios hubo una reducción 

significativa de la protesta ciudadana, con 

la cual finalizó una tendencia a la baja que 

se venía observando desde finales de 2014. 

Pese a esta situación, los partidos no lograron  

implementar acuerdos para atender los 

temas más demandados por la opinión 

pública, en especial los relativos a la refor-

ma tributaria y la racionalización del gasto 

del Gobierno Central. La debilidad de la 

administración Solís Rivera para impulsar 

su agenda en el Congreso persistió con 

el tiempo y, en general, la credibilidad de 

los poderes del Estado sufrió importantes 

golpes en 2017, debido a cuestionamientos 

y a la erosión de la confianza ciudadana 

en ellos. 

En este contexto inició funciones la 

nueva administración, con tan solo la ter-

cera minoría en la Asamblea Legislativa. 

En la actualidad el Ejecutivo está obligado 

a conseguir el apoyo de al menos dos par-

tidos más para cada iniciativa que requiera 

aprobación parlamentaria. Esto ha venido 

a agudizar las ya grandes dificultades del 

sistema político para atender los problemas 

estructurales del estilo de desarrollo, al 

aumentar la complejidad de la gobernanza.

Una fiscalidad insostenible y los altos 

costos de la inacción política han hecho 

imposible seguir manteniendo, a toda 

costa, el statu quo. Ante este panorama, 
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el sistema político ha empezado a dar 

respuestas adaptativas: en el Ejecutivo se 

constituyó, por primera vez en la historia 

reciente, un gobierno multipartidista, y la 

Asamblea Legislativa tramita una reforma 

fiscal mediante el procedimiento conocido 

como “vía rápida”. Es temprano aún para 

evaluar si estas respuestas son suficientes 

para superar el bloqueo recíproco al que 

los actores políticos se han sometido y 

para aliviar, en el corto plazo, la crisis de 

las finanzas públicas. 

Una visión de país y un plan 
mínimo de acción inmediata

Costa Rica enfrenta hoy un dilema: 

¿cómo continuar impulsando el desarrollo 

humano cuando su Estado experimenta 

una crisis fiscal capaz de afectar, en el 

corto plazo, las condiciones de vida y tra-

bajo de la mayoría? 

No existe una sola manera de confrontar 

esta disyuntiva, un dilema difícil y cos-

toso de resolver, cuya atención conlleva 

importantes responsabilidades éticas. Una 

estrategia es dejar que los problemas se 

agraven, para así darles a ciertos actores 

la oportunidad de imponer una agenda 

de cambios al sistema económico, social y 

político del país. Los costos y las repercu-

siones de este curso de evolución serían 

imprevisiblemente altos para la sociedad y 

la democracia costarricenses.

Otra opción es limitar la respuesta a 

políticas de austeridad fiscal, como las 

aplicadas en los países del sur de Europa 

o como se hizo en el país en los primeros 

años de la década de los ochenta, que 

recarguen los sacrificios en la población 

más vulnerable y descuiden la reactivación 

del aparato productivo. En este caso, el 

poder económico y político sería empleado 

contra los débiles y las consecuencias se 

sentirían por décadas. 

Una respuesta de más amplio alcance 

sería ejecutar, con rapidez, un programa 

concertado de reformas de gran calado 

para resolver los puntos ciegos del estilo 

de desarrollo. Para recorrer esta ruta sería 

necesario concretar un acuerdo nacional 

e impulsarlo mediante una alianza entre 

varios partidos en la Asamblea Legislativa 

y con organizaciones de la sociedad civil, para 

superar el bloqueo político. 

En la actualidad hay pocas condiciones 

políticas para implementar esta estrategia, 

por las razones documentadas en esta y 

anteriores ediciones del Informe. El “Acuerdo 

Nacional” suscrito por los partidos en 2017, 

cuyo seguimiento ha sido encargado al PEN, 

es un paso en esa dirección. De hecho, bajo 

ese marco en la legislatura 2017-2018 la 

Asamblea Legislativa aprobó dieciocho leyes, 

trece de ellas sustantivas, es decir, que con-

tribuyen al desarrollo humano. Este esfuerzo 

debe ser fortalecido, pero es menester tener 

en cuenta que el alcance del Acuerdo fue 

más acotado y, por la nueva conformación 

del Congreso y el énfasis en el trámite de la 

reforma fiscal, aún no logra orientar la acción 

de las agrupaciones que lo firmaron. 

Si hoy las reformas pactadas no tienen 

espacio político, ¿hay otras maneras de 

enfrentar el dilema? Este Informe aboga por 

comenzar a impulsar cambios a partir de un 

programa mínimo de acciones innovadoras 

orientado por una visión estratégica, que 

complemente y guíe el ajuste fiscal. En esta 

perspectiva, la atención del desbalance en 

las finanzas públicas es ineludible y urgente, 

pero no sustituye una agenda de corto plazo 

en pro del desarrollo humano.

Desde hace varias ediciones el Estado de 

la Nación ha señalado que el equilibrio fiscal 

es un proceso complejo y secuencial, que 

involucra el fortalecimiento de la gobernanza 

en este ámbito, una reforma tributaria pro-

gresiva, que reduzca la evasión y la elusión, 

y una reestructuración del gasto público que 

evite su expansión automática y preserve 

la inversión social. Esta tarea llevará varios 

años. Su alcance es más amplio que el del 

actual proyecto de reforma e implicará una 

colaboración prolongada entre los poderes 

Ejecutivo y Legislativo, en un contexto de 

inevitables tensiones sociales y políticas. 

En tal escenario, el programa mínimo de 

desarrollo pasa por la remoción inmediata de 

cuellos de botella o barreras que bloquean 

la atención eficiente de las demandas ciu-

dadanas y la generación de oportunidades 

productivas. Se trata de impulsar interven-

ciones públicas innovadoras, que aprovechen 

el marco legal e institucional vigente a partir 

de una articulación distinta de los recursos 

existentes, o de potenciar iniciativas en 

curso. 

En la atención de estos cuellos de botella 

el mayor esfuerzo recae en el Ejecutivo y su 

habilidad para forjar alianzas con distintos 

sectores de la sociedad, mediante acciones 

cuyo diseño e implementación requieren 

no tanto lograr intrincados acuerdos políti-

cos como articular capacidades y recursos 

ya existentes. Por su parte, la interven-

ción legislativa estaría centrada en asuntos 

específicos imposibles de eludir. Las inicia-

tivas selectivas tienen mayor probabilidad 

de éxito en la medida en que reducen la 

complejidad de la negociación política en el 

Congreso y pueden tener mejores posibili-

dades de tramitarse con celeridad. 

Las investigaciones del PEN han detec-

tado oportunidades para remover barreras 

que, sin necesidad de cuantiosas inver-

siones, ayudarían a apuntalar el Estado 

de bienestar, la dinámica productiva y las 

fortalezas históricas del país en materia de 

conservación ambiental. Algunas de ellas 

se presentan a continuación. No se trata 

de una lista exhaustiva, sino de una serie 

de ejemplos que tiene el objetivo de invitar 

a diversos sectores a elaborar, de manera 

compartida, una agenda de mejoras en la 

gestión pública del desarrollo. En conjunto, 

medidas como estas pueden contrarrestar 

los efectos adversos de la crisis fiscal y 

abrir nuevos horizontes mediante la movili-

zación social del ingenio:

•	 Dar alta prioridad a los sistemas de infor-

mación georreferenciados sobre perso-

nas y beneficiarios de los programas 

públicos en la gestión de la política social 

puede generar ahorros, mejorar la toma 

de decisiones, eliminar distorsiones, ata-

car exclusiones, flexibilizar la rigidez de 

estos programas y permitir la evaluación 

de desempeño y resultados de las políti-

cas sociales.

•	 La efectiva implantación de un portal 

único de compras para todo el sector 

público puede mejorar la transparencia 

de las contrataciones estatales, facili-

tar el escrutinio ciudadano, fortalecer 
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la capacidad de negociación y eliminar 

barreras que hoy impiden a pequeñas y 

medianas empresas convertirse en pro-

veedores del Estado.

•	 El vencimiento de las concesiones otorga-

das a las empresas de transporte público 

es una oportunidad para modificar el dise-

ño de sus rutas y conexiones, exigir más 

y mejor información, aumentar la calidad 

de las unidades e impulsar alternativas 

que podrían desincentivar el uso de vehí-

culos privados. 

•	 Un proceso de reforma y fortalecimiento 

del Consejo Nacional de Concesiones, que 

modifique la composición de su Junta 

Directiva y su régimen de empleo, puede 

abrir espacio a nuevos tipos de alianzas 

público-privadas con inversionistas loca-

les e internacionales, así como ampliar el 

portafolio de proyectos de alcance nacio-

nal y regional en un contexto de severas 

limitaciones a la inversión pública. 

•	 La eliminación de la resistencia del INA 

a cumplir el mandato legal de participar 

efectivamente en el Sistema de Banca 

para el Desarrollo (SBD) puede generar 

nuevas opciones de apoyo y capacitación 

para las mipymes y los nuevos emprendi-

mientos. 

La visión que anima un programa mínimo 

de este tipo es convertir a Costa Rica en un 

centro internacional de innovación en políti-

ca social y productiva, con altos estándares 

ambientales. Esta visión potenciaría las for-

talezas históricas del país, como su reputa-

ción en el mundo, su capacidad para atraer 

inversiones a sectores de alto valor agregado, 

la elevada productividad en algunos sectores 

de su agricultura, sus políticas sociales de 

alcance universal, el aprovechamiento de la 

conservación como plataforma de servicios 

ecológicos, el empleo de energías limpias 

para generar electricidad y el hecho de ser 

una sociedad abierta y democrática. No se 

trata de buscar los nuevos productos “estre-

lla” del desarrollo, sino de crear un entorno 

que incentive la creatividad y la eficiencia en 

la generación de oportunidades en un marco 

restringido de recursos.

En un país con una exigua escala y dota-

ción de factores, esta visión propone sacar 

partido de otros elementos. Costa Rica es 

una pequeña economía abierta, con poca 

población y sin commodities estratégicos. 

Es una sociedad que envejece con rapidez 

y que no puede darse el lujo de excluir a 

nadie de las oportunidades de bienestar, si 

quiere mantener su estabilidad social y polí-

tica. En esas condiciones, el desarrollo huma-

no depende de aumentos generalizados y  

sostenidos en la productividad, ligados a 

una mayor inclusión social, más inversión 

en capital humano y capacidad para colocar 

a la mayor parte de la población en edad 

laboral en actividades de producción y ser-

vicios de alto valor agregado.

Cuando la tormenta acecha, es momen-

to de apelar a las mejores reservas de 

la sociedad. No será la primera vez que 

el país ha ideado respuestas innovadoras 

frente a sus problemas. En la segunda 

mitad del siglo XX, Costa Rica basó su 

desarrollo humano en una combinación 

única y heterodoxa de estrategias para 

impulsar el crecimiento económico, cons-

truir un Estado de bienestar, profundizar la 

democracia, abolir el Ejército y promover 

tempranamente la conservación ambiental. 

Esa combinación no fue producto de un 

“gran plan”, sino de respuestas adaptativas 

a conflictos, rezagos y cambios del entorno, 

como los actuales. 

Hoy en día no hay acuerdo mayoritario 

sobre las transformaciones que requiere el 

estilo de desarrollo del país. Sin embargo, 

ello no impide mancomunar esfuerzos para 

resolver, con urgencia y sentido práctico, 

barreras inaceptables al bienestar de las 

mayorías.
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Síntesis del capítulo
En 2017 e inicios de 2018 Costa Rica 

siguió mostrando un lento progreso en 
desarrollo humano y malos resultados 
en equidad social. La principal novedad 
fue un grave deterioro en el ámbito de la 
integración social, debido al incremento 
de la violencia delictiva. La incapacidad 
para revertir los altos niveles de des-
igualdad que el país ha experimentado 
a lo largo del siglo XXI, ha afianzado 
las asimetrías en las oportunidades a las 
que tienen acceso distintos territorios y 
grupos de la población, lo que a su vez 
ha propiciado el surgimiento de zonas de 
exclusión social y nuevos desafíos para 
la institucionalidad. Ello genera un cír-
culo perverso de desaprovechamiento 
de capacidades, tanto humanas como 
productivas. Desde la perspectiva inter-
nacional, además, implica retrocesos en 
materia de desigualdad y la pérdida de 
posiciones relativas en los indicadores de 
desarrollo humano, con respecto a otras 
naciones. 

Costa Rica enfrenta el desafío de 
lograr una mayor articulación entre su 
estructura productiva y su régimen de 
bienestar, en un contexto de restricción 
fiscal, transformación de las relaciones 
laborales y adaptación a los avances tec-
nológicos. Un primer paso hacia ese obje-
tivo sería retomar la senda del crecimien-
to económico sostenido, a la vez que se 
impulsan mejoras en la distribución que 
favorezcan el cierre de brechas educati-
vas, territoriales y de género. Si se conti-
núa por el camino de bajar escalones en 
los indicadores, no cabe esperar que el 

país permanezca por mucho tiempo en el 
grupo de las naciones de alto desarrollo 
humano en el mundo.

Principales hallazgos

•	 En 2017, un 11,4% de los hogares era 
pobre solo por insuficiencia de ingre-
sos, un 10,1% sufría esa condición 
según el método multidimensional y 
un 8,7% por ambas mediciones. Esto 
equivale a 459.864 hogares y 1.695.097 
personas.

•	 El coeficiente de Gini, que mide la des-
igualdad en la distribución de ingre-
sos, mostró una reducción de 1,4%, al 
pasar de 0,521 a 0,514. El cambio es 
estadísticamente significativo, pero de 
bajo impacto dado el alto nivel de este 
indicador. 

•	 En 2017 la inversión social pública 
(ISP) aumentó 4,2% en términos rea-
les, lo que equivale a 3,0% por persona. 

•	 La difícil situación fiscal presiona al 
Estado a aplicar medidas de conten-
ción del gasto público. Si estas se dan 
por la vía de la ISP, se afectaría a las 
personas más pobres y vulnerables. En 
un escenario de máxima restricción, si 
las transferencias monetarias se elimi-
naran, la pobreza extrema aumentaría 
hasta 4,2 puntos porcentuales y la total 
3,6.

•	 Un estudio realizado por el PEN y el 
Instituto Costarricense sobre Drogas 

(ICD) confirma que la distribución 
de los homicidios y la incautación de 
narcóticos tienen patrones territoriales 
a nivel de distritos. Es decir, no son 
problemas generalizados que afecten 
por igual a todo el país. 

•	 La oportunidad de inserción laboral 
de una mujer profesional es el doble 
de la que tiene otra que solo completó 
la educación secundaria y 4,4 veces 
mayor que la de una que apenas logró 
terminar la primaria. 

•	 Ejercicios de simulación revelaron que 
si las mujeres que están desocupadas o 
fuera de la fuerza de trabajo obtuvieran 
un empleo, la pobreza total se podría 
reducir casi a la mitad. 

•	 Una proporción de la brecha de ingre-
sos entre mujeres y hombres no se 
explica por las características de las 
personas y los puestos de trabajo, por lo 
que se atribuye a discriminación sala-
rial. En ausencia de esta, las mujeres 
percibirían ingresos superiores a los de 
los hombres, debido a su mejor perfil 
de calificación.

•	 La región Huetar Caribe es multicultu-
ral y tiene una gran riqueza natural. En 
ella se ubica el principal puerto del país, 
que sin embargo le aporta poco al desa-
rrollo regional. Sus habitantes poseen 
baja escolaridad promedio (7,7 años) y 
están afectados por un alto desempleo 
(9,2%), pero anhelan mejoras, algu-
nos con desconfianza y escepticismo, 

Equidad e integración social
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tamiento inercial, pues la mayoría de 
los indicadores no registró cambios de 
consideración, sobre todo los asociados 
al logro educativo, aunque sí lo hicieron 
algunos de los que miden el acceso y 
permanencia en el sistema. Sobresale el 
descenso importante en los niveles de 
exclusión, ya que en 2017 se alcanzó el 
mínimo desde el año 2006. De cada 100 
estudiantes matriculados en la secun-
daria tradicional, solo 7 salieron de las 
aulas, en comparación con el decenio 
previo, cuando la cifra era de 13. Sin 
embargo, la escolaridad promedio de la 
población sigue siendo insuficiente para 
lograr mejoras en la productividad y en 
las opciones para desempeñar empleos 
más calificados, pues sigue pendiente 
el desafío de universalizar la educación 
secundaria.

En la mayoría de los indicadores, el 
hecho de que se mantenga la tendencia 
no es una buena noticia. Por ejemplo, 
persiste la falta de oportunidades en el 
mercado de trabajo, sobre todo para las 
mujeres y las personas jóvenes, mientras 
una quinta parte de los hogares sufre 
pobreza por ingresos. La reducción inte-
ranual de la desigualdad, medida por el 
coeficiente de Gini1, resulta insuficiente 
para revertir una trayectoria creciente 
y sostenida de más de quince años de 
desmejoras, por lo que el país está lejos 

a partir de la entrada en operación de 
una nueva terminal de contenedores, 
así como de un conjunto de iniciativas 
de inversión pública y privada.

 
Novedades del capítulo

•	 Se estudia la situación socioeconómica 
de la región Huetar Caribe. 

•	 Se examina la presencia de patrones 
territoriales en los homicidios y la 
incautación de drogas por distritos. 

•	 Se calcula el efecto que tendría sobre 
la pobreza el recorte presupuestario de 
los programas sociales focalizados. 

•	 Se identifican factores asociados a 
la participación laboral de mujeres y 
hombres. 

•	 Se estima el comportamiento que ten-
dría la pobreza si las mujeres desocu-
padas o fuera de la fuerza de trabajo 
obtuvieran un empleo. 

•	 Se cuantifica la proporción de la bre-
cha de ingresos entre sexos que se atri-
buye a la discriminación salarial. 

•	 Se actualizan las estimaciones de la 
inversión social municipal. 

 Balance social
A partir de esta edición, los capítulos 

del Informe tienen una estructura distin-
ta a la de años anteriores, compuesta por 
dos grandes secciones. La primera ofrece 
un balance general de los avances y retro-
cesos del país, en este caso en materia de 
acumulación de capacidades básicas en 
desarrollo humano. 

Tres de las cuatro grandes aspiraciones 
del desarrollo humano a las que este capí-
tulo da seguimiento no tuvieron cambios 
significativos en 2017: el acceso a una 
vida larga y sana, el acceso al conocimien-
to y el acceso a un ingreso digno. Por el 
contrario, el acceso a una vida libre de 
amenazas se deterioró, particularmente 
en lo que concierne a los homicidios, 
cuya tasa creció por cuarto año consecu-
tivo y alcanzó el récord de 12,2 casos por 
cada 100.000 habitantes. 

Los avances son puntuales y en áreas 
que típicamente muestran mejoras: las 
coberturas de la población ocupada en 
los seguros de la CCSS, el acceso a inter-
net y el porcentaje de asistencia a la edu-
cación secundaria. Formalizar el empleo 
independiente sigue siendo un reto para 
la seguridad social, dado que el aumento 
se explica por el crecimiento de la PEA 
asalariada.

En la aspiración de acceso al cono-
cimiento el país mantiene su compor-

CUADRO 1.1

Valoración de algunos indicadores sociales por su desempeño nacionala/. 2017

Mejora Se mantiene Desmejora

• Coberturas de la PEA en la seguridad social
• Población de 25 a 39 años con 
secundaria completa o más
• Coeficiente de Gini
• Viviendas con acceso a internet
• Inversión social pública en educación
• Porcentaje de nacimientos de madres adolescentes

• Incidencia de la pobreza
• Tasa de desempleo
• Salario mínimo real
• Esperanza de vida
• Tasa de mortalidad infantil
• Población de 12 a 18 años que asiste a educación
• Escolaridad promedio de la población
• Inversión social pública como porcentaje del PIB

• Ingreso promedio real de los hogares
• Tasa de participación laboral femenina
• Tasa de homicidios

a/ El desempeño se valora comparando el valor registrado por el indicador en el 2017, con la tendencia observada en el período 2000-2016.
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de recuperar los niveles de equidad en la 
distribución de los ingresos que lo carac-
terizaron hasta mediados de los noventa. 

Otros problemas estructurales se refle-
jan en las brechas de género. La tasa 
neta de participación laboral femenina 
sigue estancada, luego del dinamismo 
que mostró en la década de los noventa e 
inicios del siglo XXI. Una buena noticia 
es que en 2013 se inició una tendencia a 
la baja en el porcentaje de nacimientos de 
madres adolescentes, que en 2017 alcan-
zó su valor mínimo, de 14,7%. Evitar 
que se revierta este logro requerirá un 
esfuerzo sostenido en los próximos años. 

Un 30,2% de los hogares es pobre 
por ingresos, por el método 
multidimensional o por ambos

En materia de pobreza se utilizan dos 
mediciones: la línea de ingreso y el méto-
do multidimensional. Según el primer 
enfoque, una quinta parte de los hogares 
es pobre (20,0% en 2017), lo que equi-
vale a 1.092.403 personas. La extrema 
pobreza mostró una reducción de 6,3% 
en 2016, a 5,7% en 2017. A pesar de ello, 
los ingresos de 86.663 hogares y 306.510 
personas se mantuvieron por debajo del 
costo de la canasta básica alimentaria. 
Medida por el método multidimensio-
nal, la pobreza exhibe disminuciones en 
casi todo el período para el cual se tienen 
datos (2005-2017). En el año 2017 afectó 
a un 18,8% de los hogares, equivalente a 
1.138.768 personas. 
Del total de hogares del país, un 8,7% 

es clasificado como pobre por los dos 
métodos, lo que representa un descenso 
de 0,8 puntos porcentuales con respecto 
al 2016. Un 11,4% es pobre solo por insu-
ficiencia de ingresos y un 10,1% lo es por 
el enfoque multidimensional (gráfico 
1.5). Esto significa que un 30,2% de los 
hogares, o 459.864 hogares y 1.695.097 
personas, sufren algún tipo de pobreza.

Persiste elevada desigualdad de 
ingresos, pese a reducción del 1,5% en 
2017

Según datos de la Encuesta Nacional 
de Hogares (Enaho), entre 2016 y 2017 el 
coeficiente de Gini se redujo un 1,4%, al 
pasar de 0,521 a 0,514. El cambio es esta-
dísticamente significativo, pero de bajo 
impacto, pues la desigualdad de ingresos 

se mantiene elevada, tanto en compara-
ción con la tendencia histórica como en 
el contexto internacional. 

Costa Rica pasó de ser uno de los paí-
ses más equitativos de la región, a estar en 
rangos similares al promedio, como se ha 
documentado en ediciones anteriores de 
este Informe. El crecimiento es evidente 
en el promedio por década del coeficiente 
de Gini: 0,472 en los noventa, 0,503 en 
el período 2000-2009 y 0,516 en 2010-
2017. En 2016 el país ocupó la posición 
14 entre 18 naciones de América Latina 
y el Caribe (Cepal, 2018).

En 2017 el ingreso neto promedio men-
sual de los hogares ascendió a 1.034.362 
colones, lo que equivale a una disminu-
ción real de 1,1% con respecto al 2016. 
El ingreso por trabajo (que representa 
el 80% del total) también se redujo, en 
1,4%, al igual que las rentas de la propie-
dad (-10,6%). El único componente que 
aumentó fueron los subsidios estatales y 
las becas (1,7%), dirigidos sobre todo a 
los sectores más pobres. 

¿Por qué se redujo la desigualdad en 
2017, si los ingresos de la mayoría de 
las familias disminuyeron? La respuesta 
es que los grupos más pobres fueron 
beneficiados de modo significativo por 
las transferencias sociales, mientras que 

el resto de la población vio decrecer sus 
ingresos, en especial los provenientes del 
trabajo (gráfico 1.6. Es decir, la baja en la 
desigualdad se explica por una reducción 
en los ingresos de casi todos los hogares, 
junto con un incremento en los grupos 
más pobres. Un dato relevante es que los 
ingresos del primer decil (10% de hogares 
más pobres) registran un crecimiento 
real acumulado del 16% en los últimos 
dos años, fundamentalmente por los 
subsidios estatales. Será difícil que esta 
situación sea sostenible en los próximos 
años, si no se logra resolver el problema 
fiscal que enfrenta el país. 

Continúan problemas de empleo, 
especialmente para las mujeres

Cada trimestre, a partir del tercero 
de 2010, el INEC realiza la Encuesta 
Continua de Empleo (ECE). El análi-
sis basado en esa fuente2 muestra una 
enorme volatilidad. Desde 2014, los 
trimestres que registran un desempe-
ño negativo se han caracterizado por la 
contracción de la fuerza de trabajo y de 
las personas ocupadas, la persistencia del 
desempleo en niveles altos y la dismi-
nución en las tasas netas de participa-
ción y de ocupación. Luego, cuando la 
oferta del mercado laboral da señales de  

Porcentaje de hogares afectados por la pobreza, según método

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Enaho, del INEC.
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recuperación, como en 2017 o en el 
segundo trimestre de 2018, los resultados 
son dispares, ya que las buenas noticias 
−como el incremento de la participación 
laboral, la reducción del desempleo o el 
crecimiento de los puestos generados− se 
conjugan con la expansión de la informa-
lidad, el aumento del subempleo y de las 
personas desalentadas que no encuentran 
trabajo, mientras se mantienen las bre-
chas de género (gráficos 1.7). 

El cumplimiento de las garantías labo-
rales reporta pocos avances. Según la 
Enaho 2017, un 41,4% de las personas 
asalariadas goza de las seis garantías 
legalmente establecidas (aguinaldo, días 
pagos por enfermedad, vacaciones pagas, 
seguro de riesgos del trabajo, horas extra 
y aseguramiento directo en la CCSS), 
mientras un 17% no tiene acceso a  
ninguna. Con respecto al 2016 se observa 

Variación real del ingreso promedio del hogara/, total y por trabajo, 
según decil de ingreso per cápitab/. 2016-2017

a/ Ingreso neto con imputación de valores no declarados y ajuste por subdeclaración. En valores reales, deflactados 
con el IPC, base junio de 2015. 
b/ Los hogares se ordenan en diez grupos de igual tamaño (deciles), a partir de su ingreso neto per cápita. 

Fuente: Elaboración propia, con datos de las Enaho, del INEC.
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una mejora de 3,6 puntos porcentuales. 
Persiste un bajo cumplimiento entre 

las personas menos especializadas, que 
trabajan en los sectores de servicio 
doméstico, construcción y agropecuario. 
Por el contrario, los empleados del sector 
público y de actividades de enseñanza 
presentan un alto cumplimiento. Otros 
grupos que muestran condiciones labo-
rales precarias son los pobres, sobre todo 
extremos −cuya situación se agravó en 
la presente década−, los inmigrantes y la 
población joven.

Crecimiento desigual de la inversión 
social pública

El seguimiento a la inversión social 
pública (ISP), entendida como los recur-
sos que el Estado destina a acciones para 
mejorar la calidad de vida de la pobla-
ción, muestra que en 2017 ascendió a 7,5 

billones de colones (poco más de 13.000 
millones de dólares), lo que representa 
un aumento real del 4,2% con respecto al 
año anterior. Cuando se toma en cuenta 
el crecimiento de la población entre esos 
años, la expansión real se reduce un poco 
(3,0%), pero sigue siendo vigorosa. 

La variación interanual real de la ISP 
por persona entre 2016 y 2017 presen-
ta desigualdades. Los servicios de edu-
cación crecieron un 4,6%, favorecidos 
principalmente por la educación general 
(preescolar, primaria y secundaria) y los 
incentivos para estudiar; les sigue vivien-
da y territorio (4,4%), explicado por los 
servicios municipales; protección social 
se incrementó un 2,6%, sobre todo por 
las pensiones contributivas de la CCSS, 
mientras que salud se mantuvo sin cam-
bios (0,6%). 

El gráfico 1.8 muestra la estructura 
de la ISP por tipo de programa en dos 
momentos: 2000 y 2017. Como se obser-
va, esta es bastante rígida, con pocos 
cambios en su distribución. Los incre-
mentos más significativos corresponden 
a los programas de educación, seguidos 
por las pensiones del régimen IVM de la 
CCSS y los servicios municipales. Por el 
contrario, pierden peso relativo la aten-
ción curativa, las pensiones con cargo al 
Presupuesto Nacional, los servicios de 
vivienda, el suministro de agua y la for-
mación profesional.

Dada la difícil situación fiscal del país, 
con un déficit que en 2017 alcanzó un 
6,2% del PIB y una producción que crece 
alrededor del 3% por año, el financia-
miento de la ISP puede empezar a sufrir 
las consecuencias. En el pasado Costa 
Rica cometió errores al enfrentar situa-
ciones similares. En la crisis de deuda 
de la década de los ochenta se recortó la 
inversión en educación, lo que le costó al 
país una generación perdida por la baja 
escolaridad. Y a inicios del siglo XXI, 
las medidas de contención afectaron el 
financiamiento del Fodesaf y otras ins-
tituciones sociales, al establecer topes al 
crecimiento de los gastos y la práctica de 
trasladar recursos en los últimos meses 
del año, limitando así el tiempo dispo-
nible para que las instituciones pudieran 
ejecutarlos. 

Si los ajustes que hoy se requieren se 
dan por la vía de la inversión social, se 
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Indicadores seleccionados del mercado laborala/, por sexo

a/ Las líneas punteadas identifi can los trimestres de un año calendario.

Fuente: Elaboración propia, con datos de las ECE, del INEC. 
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Estructura de la ISP per cápita, por rubro social

Fuente: Elaboración propia, a partir de Mata y Trejos, 2018, con datos de la STAP.
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perjudicaría a los grupos más desposeí-
dos, que dependen de los servicios y 
transferencias del Estado (Mata y Trejos, 
2018). Si a las personas en pobreza que 
hoy son benefi ciarias se les retiraran las 
transferencias monetarias del Estado, la 
pobreza extrema aumentaría 4,2 puntos 
porcentuales y la total 2,8, lo que equiva-
le a 41.835 hogares y 102.459 personas. 

Por lo tanto, el desafío que hoy enfren-
ta el Estado costarricense consiste en 
aplicar medidas de contención del gasto 
público sin afectar a los sectores más 
vulnerables (es decir, sin desfi nanciar 
las políticas selectivas), para lo cual se 
requiere mejorar la efi ciencia de los pro-
gramas sociales (Trejos, 2018) y recortar 
el gasto público que sea improductivo 
(Végh et al., 2018).

En este contexto de défi cit fi scal, el 
sector municipal emerge como un actor 
que complementa la gestión y el fi nan-
ciamiento de los programas sociales. En 
el período 2015-2017 el gasto total de 
los ayuntamientos mostró una estruc-
tura rígida, que no parece cambiar ante 
circunstancias coyunturales. Además, al 
clasifi car los rubros de gasto correspon-
dientes a inversión social, la distribución 
local difi ere de la nacional, lo que señala 
una complementariedad, con poca foca-
lización, y que la inversión social munici-
pal (ISM) se dirige hacia aquellas tareas 
que por ley competen a los municipios: 
mejoramiento de acueductos y alcanta-
rillados, recolección de basura y trans-
ferencias a otros entes administrativos, 
como los comités de deportes y las jun-
tas de educación. Además, no todas las 
municipalidades tienen la misma capaci-
dad de ejecutar programas sociales. Por el 
contrario, la ISM se caracteriza por tener 
grandes disparidades, lo que parece pro-
fundizar las brechas territoriales.

Miradas en profundidad
La segunda sección de este capítulo 

explora en detalle una selección de temas 
identifi cados como problemas estructu-
rales o hechos relevantes que implican 
cambios en las tendencias de los últi-
mos años. En esta edición se cubren tres 
áreas temáticas: i) patrones territoriales 
y factores asociados a los homicidios y 
las incautaciones de drogas con enfoque 
distrital, ii) desafíos de la región Huetar 
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Tasa de homicidios dolosos, por cantóna/

(por 100.000 habitantes)

a/ El tamaño de la esfera representa el promedio del período 2003-2017. La situación actual se califica con base en 
la tasa del 2017, junto con la tasa promedio y el crecimiento interanual observado entre 2013 y 2017. La situación es 
crítica cuando se duplica (o más) el umbral establecido por la OMS, de 10 homicidios por cada 100.000 habitantes. 

Fuente: Elaboración propia con datos del Subproceso de Estadística, de la Dirección de Planificación del Poder Judicial.
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GRÁFICO 1.9Caribe, y iii) asimetrías en la participa-
ción de mujeres y hombres en el mercado 
laboral desde tres puntos de vista: inser-
ción, selección y valoración.

Existen patrones de concentración 
de los homicidios y la incautación de 
drogas a nivel distrital

En el ámbito social, el deterioro más 
notable del año 2017 se dio en la segu-
ridad humana. La tasa de homicidios 
(12,2 casos por cada 100.000 habitan-
tes) se considera ya una epidemia, según 
estándares de la Organización Mundial 
de la Salud (OMS). Esta problemática 
tiene comportamientos diferenciados a lo 
interno del país. Las tasas por cantón evi-
dencian que algunos duplican, triplican y 
hasta cuadruplican el promedio nacional. 

El gráfico 1.9 relaciona la tasa de homi-
cidios en los dos años que registraron los 
valores extremos de la presente década: 
el más bajo en 2013 (eje horizontal) y el 
más alto en 2017 (eje vertical). El tamaño 
de las esferas representa el promedio del 
período 2003-2017 −cuanto más grande, 
mayores tasas en el mediano plazo− y el 
color describe la situación actual. Con 
líneas punteadas se ilustran las tasas de 
10 y 20 homicidios por cada 100.000 
habitantes. En situación crítica, con tasas 
que superan esos umbrales, están nueve 
localidades (11%). Las que se sitúan por 
encima de la diagonal mostraron incre-
mentos entre 2013 y 2017, un total de 
49 comunidades (60%); la situación con-
traria se da en los cantones ubicados por 
debajo. 

En el marco de un convenio de cola-
boración entre el Instituto Costarricense 
sobre Drogas (ICD) y el PEN, un estudio 
realizado por Sánchez (2018b) constató la 
presencia de patrones territoriales, a nivel 
distrital, en los homicidios y la incauta-
ción de drogas en el país. Los primeros 
ocurren en la Gran Área Metropolitana 
(GAM), la zona del Caribe y el Pacifico 
Central, en tanto que el decomiso de 
estupefacientes tiende a concentrarse en 
el área urbana de San José, en algu-
nas localidades costeras de las regiones 
Pacifico Central y Brunca, así como en 
la Huetar Caribe y en la frontera con 
Nicaragua. 

Una vez que se comprobó que la inci-
dencia de los homicidios varía en el  

territorio, se estimó un modelo econo-
métrico con el objeto de identificar varia-
bles asociadas a esta problemática, tanto 
a nivel global (o nacional) como local 
(o distrital). En el modelo global, las 
variables que resultaron más significati-
vas fueron la tasa de desempleo y los años 
de escolaridad, esta última con una rela-
ción inversa, es decir, a mayor escolaridad 
promedio del distrito, menores tasas de 
homicidios. 

Los modelos locales mostraron que 
el nivel de importancia de las variables 
cambia según el territorio. Por ejemplo, 
las políticas públicas para contrarrestar 
los homicidios en la zona del Caribe y en 
la GAM deberían enfocarse en los dis-
tritos más poblados y en la reducción del 
desempleo y los embarazos adolescentes. 
Por el contrario, en la zona fronteriza 
del norte y en Guanacaste tendrían más 
efectividad medidas para disminuir la 

pobreza y dar mayores oportunidades 
educativas a la juventud. En la zona sur lo 
más importante sería aumentar la esco-
laridad promedio, reducir el embarazo 
adolescente y dar prioridad a los distritos 
más urbanos. Estos hallazgos sirven de 
insumo para que el abordaje de estas 
problemáticas priorice iniciativas en los 
territorios identificados, como una mane-
ra más eficaz de focalizar las políticas 
públicas.

Región Huetar Caribe: entre tensiones 
estructurales y oportunidades 
crecientes

El Informe Estado de la Nación 2017 
inició una línea de investigación con 
enfoque regional. Este año el estudio 
en profundidad corresponde a la región 
Huetar Caribe. Un repaso por las ten-
dencias de los indicadores socioeconó-
micos permite constatar que esta región 
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comparte un rasgo fundamental del 
desarrollo en Costa Rica, que son los 
fuertes contrastes dentro y entre regio-
nes. Constituye un territorio fragmenta-
do, con varias microrregiones claramente 
diferenciadas en su base productiva y en 
su interacción que, sin embargo, compar-
ten bajos logros en desarrollo humano. 
El valioso capital natural no logra impul-
sar el progreso. Grandes extensiones de 
monocultivos coexisten con una muy 
débil presencia de mipymes en todos los 
sectores y una actividad turística de gran 
potencial, pero con escasa articulación 
con el resto de la economía y amenazada 
por la inseguridad y la violencia.

Datos generales

• 9.189 km2 (18% del territorio nacional)

• 444.137 habitantes (9% del país)

• 133.937 viviendas (9% del país)

• 33 asentamientos informales

• 13,5% de las exportaciones del país

• 39% de su territorio bajo protección (22 ASP)

• 12 cuencas hidrográfi cas (de las 34 del país)

• 6 cantones, 29 distritos

Indicadores sociales

• 57% de población urbana

• 26,7% de hogares en pobreza

• 693.042 colones de ingreso promedio de los hogares

• 37,6% de hogares con jefatura femenina

• 17,3% de la población sin seguro de salud CCSS

• 7,7 años de escolaridad promedio

• 35% de la población de 25 a 39 años completó la 

secundaria

• 55,6% de participación laboral

• 9,2% de desempleo abierto 

• 11 universidades (4 públicas y 7 privadas)

región Huetar Caribe: ubicación geográfica e indicadores seleccionados. 2017

Fuente: Román y Morales, 2018, con datos del INEC, Mivah, Sinac y Procomer.

FIGURA 1.1

Asimismo, el hecho de albergar el prin-
cipal puerto para el comercio internacio-
nal del país aporta poco a la región. La 
inminente entrada en operación de la 
nueva terminal de contendores (APM 
Terminals) y un conjunto de iniciativas 
de inversión pública y privada que se 
espera concretar en los próximos años, 
aún no generan optimismo en la pobla-
ción local. 

La provincia de Limón, cuya delimita-
ción geográfi ca coincide con la defi nición 
de la región Huetar Caribe, representa el 
18%	 del	 territorio	 nacional.	 El	 39%	 de	
su área está bajo alguna modalidad de 
protección. Es una región pluricultural y 

multiétnica,	en	la	cual	reside	el	9%	de	los	
habitantes	del	país.	Alberga	al	40%	de	la	
población negra o afrodescendiente, el 
26%	de	la	indígena	y	el	12%	de	la	mulata.	
Limita con las dos fronteras y posee un 
litoral de 212 kilómetros de extensión 
(fi gura 1.1).

El Caribe presenta fuertes contrastes. 
Es la principal vía para el comercio inter-
nacional	del	país	 (moviliza	el	80%	de	 la	
carga)	 y	 produce	 el	 13,5%	 de	 las	 expor-
taciones totales, lo que podría colocarla 
como una zona de gran prosperidad, pero 
sus bajos índices de desarrollo refl ejan 
lo contrario. Particularmente crítica es 
la situación de Talamanca y Matina, 
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pero aun Limón y Pococí, los centros 
de mayor actividad económica, ocupan 
posiciones bajas. De hecho, en el índice 
de desarrollo social (IDS) de 2017, el 
66% de los distritos de la provincia se 
ubicó en el quintil de menores puntajes 
y ninguno en los dos quintiles de mejor 
posición relativa.

Un problema persistente es el desem-
pleo, con tasas que superan el promedio 
nacional (9,2% versus 7,5% en 2017) 
y son las más alta entre las regiones. 
Un 26,7% de los hogares está afectado 
por la pobreza total y un 8,9% por la 
pobreza extrema. A la vez, en un entorno 
nacional de alta desigualdad de ingresos, 
ostenta el menor coeficiente de Gini. 
Ambos indicadores reflejan una región 
“homogéneamente pobre”, es decir, en 
un contexto de pobreza intermedia, la 
brecha de ingresos entre las familias más 
ricas y las más pobres es menor que el 
promedio nacional y el de otras regiones.

La escolaridad promedio es de 7,7 años 
(la segunda menor del país) y es baja aun 
entre los jóvenes (9,3 años en el segmento 
de 18 a 24 años). Además, el 88% de las 
personas de 5 a 17 años asiste a la educa-
ción, cifra similar a las de otras regiones. 
Solo el 35% de la población de 25 a 39 
años completó la secundaria, y al ampliar 
el grupo hasta los 65 años el indicador 
cae a 27% (en la región Central, por 
ejemplo, es de 45%). La combinación de 
estos indicadores muestra severos proble-
mas de permanencia y logro educativo. 

La estructura productiva de la región 
caribeña varió poco en el período 2001-
2017. La distribución del empleo por 
sectores muestra que el agropecuario se 
mantiene como el más importante; en 
2017 generó el 31% del empleo, seguido 
de lejos por el comercio, con 16%. En los 
últimos años, aunque el agro perdió peso 
relativo y crecieron levemente el comer-
cio, el servicio doméstico, la enseñanza 
y los otros servicios, no ha surgido otra 
actividad que despunte. 

Vista en perspectiva, la tradición agrí-
cola de la región evolucionó lentamente 
en los últimos setenta años. La provincia 
pasó de su histórica condición de enclave 
bananero en la primera mitad del siglo 
XX, a dos monocultivos, al agregar la 
piña en los años noventa. Además, ha 
habido cambios importantes en la orga-

nización de la producción y las formas de 
contratación.

Desde el punto de vista de los bene-
ficios para la población, los puertos de 
Limón y Moín han funcionado como 
“islas” poco conectadas con la economía 
local, y no han logrado constituirse en 
impulsores de otras actividades en la 
provincia. 

La trayectoria productiva y las expe-
riencias con grandes inversiones públicas 
dividen a la población caribeña en sus 
expectativas para el futuro. Sin que sea 
posible precisar el tamaño de cada seg-
mento, el resultado de un proceso de con-
sulta permitió identificar dos percepcio-
nes muy distantes: la de los “pesimistas 
crónicos” y la de los “optimistas cautos”.

El primer grupo conoce las iniciativas 
de inversión, pero considera que los pro-
yectos no se ejecutarán y que, si lo hacen, 
no brindarán oportunidades a la pobla-
ción local. Achacan los problemas, sobre 
todo, al abandono desde el Gobierno 
Central. Aunque se identificaron “pesi-
mistas crónicos” en varios cantones, su 
peso es relativamente mayor en el cantón 
central de Limón. Su principal demanda 
es que el Gobierno invierta en infraes-
tructura y traiga empresas que generen 
empleo.

Los “optimistas cautos” tienen la espe-
ranza de que muchos de los proyectos se 
concretarán, pero también son escépticos 
sobre el impacto que tendrán en la cali-
dad de vida de la población. Atribuyen 
su moderado optimismo a las dificul-
tades del Gobierno para invertir en la 
infraestructura y los servicios públicos 
necesarios, así como al bajo nivel edu-
cativo. De nuevo, este pensamiento está 
presente en diversos lugares de la región, 
aunque se detectó un peso relativamente 
mayor entre los residentes de Pococí. Este 
grupo demanda apoyo para aumentar 
la capacidad de innovación y destrabar 
procesos para el desarrollo de nuevos 
emprendimientos.

El potencial de Limón para el creci-
miento económico y el cierre de brechas 
sociales es grande, pero no se hará reali-
dad sin una clara estrategia de promoción 
del desarrollo regional, que aproveche los 
valiosos recursos disponibles, salde défi-
cits acumulados en infraestructura pro-
ductiva (ampliación de la ruta 32 y de la 

capacidad del sistema de distribución de 
agua), escolaridad y servicios públicos, y 
reduzca significativamente la incidencia 
de fenómenos delictivos y violentos.  

La debilidad institucional es un rasgo 
que la región Huetar Caribe comparte 
con el resto del país, caracterizada por 
una oferta estándar que no se adapta a 
las particularidades de cada territorio. 
Además, la institución creada especial-
mente para impulsar el desarrollo de 
Limón −Japdeva− tampoco ha cumpli-
do su objetivo, como lo demuestran los 
porcentajes de hogares en pobreza y las 
bajas posiciones relativas que exhiben 
casi todos los cantones y distritos en los 
índices de desarrollo social.

Barreras de inserción, selección 
y valoración de las mujeres en el 
mercado laboral

El tercer tema que se analiza en pro-
fundidad son las asimetrías en la par-
ticipación de mujeres y hombres en el 
mercado laboral, vistas en tres ámbitos: 
inserción (participación en la fuerza de 
trabajo), selección (acceso a empleo) y 
valoración (brecha salarial). Con el pro-
pósito de entender con mejores herra-
mientas analíticas el complejo mundo 
que hay detrás de las brechas de género, 
se realizaron varios ejercicios de pre-
dicción y simulación. Se pretende que 
estos hallazgos sirvan de insumo para 
avanzar en la aspiración de que mujeres 
y hombres, en igualdad de condiciones y 
oportunidades, ejerzan plenamente sus 
derechos, materialicen su potencial, se 
beneficien y contribuyan al desarrollo 
nacional. 

Como tendencia de largo plazo, la 
inserción laboral femenina ha crecido 
de forma sostenida, pero se ha estancado 
en años recientes. Aun si poseen alta 
calificación, las mujeres enfrentan con 
mayor frecuencia problemas de desem-
pleo, subempleo, brechas de ingresos, 
poco acceso a recursos productivos y 
patrones de segmentación ocupacional, 
que afectan sus derechos y oportunida-
des de desarrollo personal y profesional. 
Estas dificultades no solo las perjudican 
a ellas y a sus familias, sino también al 
país, que ve reducidas las posibilidades de 
aprovechar este importante contingente 
de mano de obra y su potencial para ele-
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var la productividad y la competitividad 
nacionales.

Al examinar la participación laboral 
por sexo y edad en los últimos treinta 
años, se observa que entre los hombres la 
tasa varió poco, en tanto que las mujeres 
tuvieron incrementos durante todo el 
período. En 2017, a pesar del aumento 
en la participación femenina, la brecha 
entre sexos sobrepasó los treinta puntos 
porcentuales a favor de los hombres, en 
casi todas las edades.

En el contexto internacional, Costa 
Rica es el cuarto país de América Latina 
(entre diecisiete) con la menor partici-
pación laboral femenina, y aunque en 
los últimos veinte años este indicador 
aumentó en casi diez puntos porcentua-
les, todavía se mantiene bajo en compa-
ración con los promedios de la Unión 
Europea, América Latina y el Caribe y 
el mundo. 

Dado el margen que existe para ampliar 
la cantidad de participantes en el merca-
do de trabajo, se buscó determinar cuáles 
factores de tipo demográfico y socioeco-
nómico inciden en que una persona se 
integre o no a la fuerza de trabajo. En las 
mujeres, los factores que incrementan las 
posibilidades de inserción (en orden de 
importancia) son: ser jefa de hogar en 
cualquier modalidad (pero es mayor en 
las familias monoparentales, es decir, de 
madres sin pareja), tener en el hogar otras 
mujeres mayores de edad, ser jefa califica-
da, tener cursos de educación no regular, 
residir en zonas urbanas o en la región 
Central. El factor que reduce la proba-
bilidad de participación es el número de 
niños en el hogar.

Con datos de 2017, se estima que la 
probabilidad de inserción de una mujer 
que terminó la secundaria duplica la de 
una que tiene primaria completa. La 
formación universitaria da una ventaja 
2,2 veces mayor que la asociada a la 
conclusión de la secundaria, o 4,4 veces 
mayor que la de alguien que solo aprobó 
la primaria. 

La probabilidad global de inserción 
laboral femenina ha disminuido en com-
paración con diez años atrás. Las razones 
tienen que ver sobre todo con la persisten-
cia de barreras de entrada, que impiden a 
muchas mujeres que hoy están fuera del 
mercado trabajar de forma remunerada; 

esto se debe a la injusta distribución de 
las obligaciones domésticas, pues ellas 
siguen siendo las principales encarga-
das de realizar tareas como el cuido de 
personas dependientes y las labores del 
hogar, que no son remuneradas. Además, 
los resultados muestran la importancia 
que tiene para el país consolidar una red 
de cuido con enfoque universal, de alta 
cobertura y calidad, de modo que tener 
hijos no limite las posibilidades de parti-
cipación laboral de las mujeres, y en la que 
también se beneficie a la primera infancia, 
sin importar el nivel de ingresos del hogar.

También resulta relevante conocer 
en cuáles sectores económicos podrían 
trabajar las mujeres si deciden insertarse 
en la fuerza laboral. Simulaciones reali-
zadas demuestran que, con base en las 
características sociales y educativas de las 
personas desocupadas o que están fuera 
de la fuerza de trabajo, ellas tendrían 
más probabilidad de trabajar en el sector 
servicios. Durante el período analizado 
(2001-2017), entre el 55% y el 60% de las 
mujeres tenía el perfil para insertarse en 
esta actividad, aunque su importancia ha 
disminuido en años recientes. La nueva 
industria (por ejemplo, las zonas fran-
cas dedicadas a la exportación) es otro 
segmento importante, pues captaría en 

promedio un 18% de las trabajadoras. Por 
el contrario, el sector público es el menos 
accesible y representa un peso muy bajo, 
de entre un 2% y un 4%, posiblemente 
porque demanda un perfil distinto al de 
las personas consideradas en las simula-
ciones.

Una vez realizadas las predicciones de 
las actividades a las que podrían incorpo-
rarse las personas que actualmente están 
fuera del mercado, o que buscan empleo 
y no lo consiguen, se asignó el ingreso 
promedio que perciben las personas que 
ya trabajan en ellas. Con estos ingresos 
se recalculó la condición de pobreza en el 
hogar y se midió el impacto que tendría el 
empleo en la pobreza nacional. Los efec-
tos de las simulaciones se presentan en el 
gráfico 1.10. 

Este ejercicio condujo a dos hallazgos 
relevantes. Primero, debido al tamaño del 
grupo, el mayor impacto se obtendría de 
la inserción laboral de las mujeres des-
ocupadas o fuera de la fuerza de trabajo. 
La pobreza se reduciría a casi la mitad en 
algunos años del período analizado, lo 
cual evidencia el peso del denominado 
“bono de género”. Segundo, los efectos 
son más significativos en los años más 
recientes, específicamente entre 2012 
y 2017, tanto para mujeres como para  

Estimación del efecto sobre la pobreza total al asignar un empleo a las 
personas desocupadas o fuera de la fuerza de trabajo (20 a 64 años), 
según sexo

a/ La simulación consiste en predecir el sector de empleo más factible, en función de las características de las perso-
nas. Luego se asigna el ingreso promedio que perciben las personas que actualmente están ocupadas en ese sector. 
Con esta información se recalculan los indicadores de pobreza para todo el país.

Fuente: Morales y Segura, 2018, con datos de las encuestas de hogares del INEC. 
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hombres. Este resultado podría explicar-
se por los problemas de generación de 
empleo que ha tenido el país durante este 
lapso y que limitan la entrada de personas 
al mercado. 

No será posible obtener mejoras sus-
tanciales y sostenibles en los indicadores 
de pobreza (sobre todo por ingresos) si no 
se resuelven las deficiencias en el merca-
do laboral. La inserción de personas que 
hoy están fuera de la fuerza de trabajo, la 
mayoría de ellas mujeres, tendría un fuerte 
impacto sobre la pobreza y el bienestar de 
los hogares que se encuentran en esa con-

dición, especialmente si son encabezados 
por madres sin pareja (jefas monoparen-
tales). Una mayor participación femenina 
en el mercado remunerado tendría efectos 
positivos en el crecimiento económico, 
que podrían acompañarse de mejoras en 
la productividad, debido al mejor perfil 
educativo que tienen las mujeres (Morales 
y Segura, 2018).  

Otro problema que enfrentan las muje-
res es la discriminación en el empleo, 
especialmente en los salarios. Un estudio 
realizado para este Informe por Solórzano 

(2018) estimó la magnitud de la brecha de 
ingresos que no se explica por diferencias 
en las características de las personas y, por 
tanto, puede atribuirse a discriminación 
salarial. El principal resultado es que, en 
ausencia de ese fenómeno, las mujeres 
deberían percibir remuneraciones por 
hora superiores a las de los hombres, dada 
su mejor calificación. Sin embargo, la pre-
sencia del componente de discriminación 
reduce esa “ventaja” y ocasiona que los 
ingresos promedio de ellas sean similares 
y hasta inferiores a los de ellos.
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Oportunidades, estabilidad  
y solvencia económicas

Síntesis del capítulo
A lo largo del 2017 y los primeros 

meses del 2018 la economía costarri-
cense mostró una evolución adversa y, a 
corto plazo, las perspectivas en materia 
de oportunidades, solvencia y estabilidad 
económicas son negativas. 

En el período bajo análisis se observó 
un enfriamiento de la mayor parte de 
los motores de crecimiento, que provocó 
una continua desaceleración de la eco-
nomía y una reducción en los puestos de 
trabajo. La falta de iniciativa política del 
Gobierno y la incapacidad de los partidos 
representados en la Asamblea Legislativa 
para llegar a acuerdos fiscales, atizada 
por las presiones de los grupos de interés 
extraparlamentarios, profundizaron el 
deterioro de las finanzas públicas e incre-
mentaron el sacrificio que debe realizarse 
en los próximos años para sanearlas. En 
un contexto que combinó desaceleración 
económica y agravamiento de la situa-
ción fiscal, leves alzas en los macroprecios 
(inflación, tipo de cambio y tasas de inte-
rés) provocaron efectos negativos para 
los hogares más pobres y la solvencia del 
Gobierno. Además, la depreciación cam-
biaria y el aumento en las tasas de interés 
generaron presiones adicionales sobre el 
endeudamiento público y privado. En 
síntesis, pequeñas variaciones en los 
macroprecios debilitaron la solvencia de 
los hogares, las empresas y el Gobierno.

La delicada situación actual evidencia 
la estrecha relación que existe en el país, 
entre las oportunidades, la estabilidad 
y la solvencia. Hay un vínculo directo 
y recíproco entre el crecimiento econó-

mico, el empleo y el desbalance fiscal: 
la desaceleración de la economía afectó 
la recaudación e incrementó el peso de 
la deuda con respecto a la producción. 
Al mismo tiempo, un mayor deterioro 
en la solvencia de las finanzas públicas 
limitó el dinamismo de la economía y la 
generación de puestos de trabajo, pues 
frenó el crédito y la inversión pública. 
Además, el alza en las tasas de interés y la 
menor disponibilidad de recursos enfria-
ron el consumo y la inversión privada. En 
este escenario, los pequeños aumentos 
en la inflación y las tasas de interés, así 
como la depreciación del tipo de cambio, 
que tuvieron lugar en 2017 y que en 
otros momentos podrían haber pasado 
mayormente desapercibidos, afectaron 
de modo negativo las finanzas públicas 
y el sector real. Lo contrario es también 
cierto: un nuevo deterioro de la situación 
fiscal tendrá un impacto adverso en los 
macroprecios y el crecimiento económi-
co. 

En 2017 se desaceleraron todos los 
componentes de las demandas interna y 
externa, salvo la del Gobierno General. 
Como se dijo, la ralentización de la eco-
nomía tuvo consecuencias en la genera-
ción de oportunidades, no solo para las 
empresas, sino también para las personas, 
pues se registró la mayor pérdida de 
empleo de las dos últimas décadas, que 
afectó a los grupos más vulnerables de la 
población: los trabajadores no calificados 
y los ocupados de la “vieja economía”. 

Al mismo tiempo, el déficit fiscal llegó 
a representar un 6,2% del PIB, el nivel 
más alto de los últimos diez años. La 

falta de acuerdos y limitaciones estruc-
turales del sistema político generaron 
que, una vez más, el país pospusiera la 
implementación de cambios. Esta poster-
gación tiene un costo, y para la sociedad 
costarricense significa un aumento en el 
sacrificio requerido, que para el 2017 se 
estima en un 5,1% del PIB. Un ajuste de 
esta magnitud puede tener efectos rece-
sivos, por lo que el diseño de la reforma 
resulta crucial. Cada elemento que se 
incluya o excluya en el proyecto de ley 
será determinante para su éxito o fracaso. 
En sucesivas ediciones este Informe ha 
abogado por una iniciativa que incluya 
cambios simultáneos en la estructura y el 
nivel de los ingresos y gastos públicos, así 
como una mejora en la gobernanza fiscal. 

Este capítulo aporta evidencia sobre 
varias de las dificultades estructurales 
que enfrenta Costa Rica para generar 
mejoras sustantivas en desarrollo huma-
no sostenible en los próximos años. Por 
un lado, el cambio en la estructura por 
edades de la población comenzó a dis-
minuir la mano de obra disponible en 
los segmentos más jóvenes. Sin embargo, 
las políticas públicas no han logrado 
avances en la incorporación de este grupo 
al mercado laboral, a pesar de su mejor 
perfil educativo y al hecho de que es la 
generación que deberá sostener con sus 
aportes fiscales a una de las poblaciones 
de adultos mayores más grandes de la his-
toria nacional. Así, la tasa de desempleo 
como variable agregada dice muy poco 
sobre el mercado laboral, en especial para 
los más jóvenes, debido a que los cambios 
en el crecimiento poblacional y la dispo-
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sición a trabajar pueden contrarrestar el 
efecto de las pérdidas en el empleo. Eso 
es precisamente lo que sucedió en 2017, 
cuando se registró una de las más severas 
reducciones de puestos de trabajo, sin 
que hubiese mayor variación en la tasa de 
desempleo.

Otro de los grandes desafíos del país 
es el derivado del vínculo entre la duali-
dad del sistema económico y la creciente 
desigualdad en la distribución de los 
ingresos. Actualmente, la mitad de esa 
desigualdad se explica por las diferencias 
estructurales en la producción. Un mayor 
crecimiento económico, el fortalecimien-
to de la productividad, el aumento de los 
encadenamientos en los sectores que los 
análisis especializados identifican como 
impulsores y clave, y una mayor califi-
cación educativa de la fuerza de trabajo, 
podrían reducir las brechas de ingreso. 

Estos resultados muestran la impor-
tancia de contar con una política de 
empleo que eleve la calificación de los 
ocupados y amplíe los canales de inter-
mediación laboral. Además, para mejorar 
la distribución de la riqueza son necesa-
rias una estructura tributaria progresiva 
y una reforma que elimine los vacíos 
legales que facilitan la evasión y elusión 
fiscales. Por último, es preciso fortale-
cer las instituciones públicas dedicadas 
a la atención del mercado interno, en el 
marco de una política de desarrollo pro-

ductivo y un proceso de simplificación de 
los trámites para la puesta en marcha de 
nuevos emprendimientos.

Principales hallazgos

•	 En 2017 la economía costarricense cre-
ció un 3,2%, cifra menor a la de 2016 
y al promedio de los últimos diez años. 
Todos los componentes de la demanda, 
con excepción del gasto del Gobierno 
General, redujeron su dinamismo.

•	 En el mismo año, las exportaciones de 
servicios reportaron un crecimiento 
de 3,5%, inferior al 13% de 2016 y al 
promedio de la última década.

•	 En 2017 se registró la mayor pérdida 
de empleo de los últimos veinte años: 
30.645 puestos de trabajo. Esta reduc-
ción se concentró en los grupos más 
vulnerables: personas no calificadas, 
microempresas, jóvenes de entre 15 y 
35 años y mujeres.

•	 Pese a la pérdida de puestos de trabajo, 
la tasa de desempleo se mantuvo esta-
ble, debido a una reducción en la parti-
cipación laboral y en el crecimiento de 
la población.

•	 La desigualdad por ingresos entre los 
ocupados disminuye cuando aumentan 

la productividad, la proporción de 
mano de obra calificada y el porcentaje 
de valor agregado que generan sectores 
con encadenamientos clave e impulsores.

•	 En 2017 se observaron leves aumentos 
en la inflación, el tipo de cambio y 
las tasas de interés (conocidos como 
macroprecios). En un contexto de  
desaceleración, esto limita aun más el 
consumo, la inversión y la generación 
de oportunidades.

•	 Con respecto al PIB, Costa Rica alcan-
zó un déficit fiscal de 6,2% y una deuda 
pública de 49%. 

•	 El ajuste requerido para sanear las 
finanzas públicas se estima en 5,1% del 
PIB, cifra muy superior a la calculada 
en 2016. 

•	 En 2017 se incrementaron los ries-
gos internos, como la mayor emisión 
de deuda a tasa variable, en moneda 
extranjera y con vencimientos en el 
corto plazo.

Novedades del capítulo

• Se estudia la gestión de la deuda del 
Gobierno Central y los riesgos que 
en esta materia se han asumido en los 
últimos años.

CUADRO 1.2

Valoración de algunos indicadores económicos por su desempeño nacionala/. 2017

Mejora Se mantiene Desmejora

• Déficit de cuenta corriente como porcentaje 
   del PIB
• Inversión extranjera directa como porcentaje 
   del PIB
• Carga tributaria 

• Inflación
• Balance financiero del Gobierno Central como  
   porcentaje del PIB
• Tasa de crecimiento del PIB real 
• Tasa de crecimiento real de las exportaciones totales
• Tasa de crecimiento real del ingreso nacional 
   disponible (IND)
• Tasa de crecimiento real de la formación bruta 
   de capital 
• Tasa de crecimiento real del ingreso de los ocupados
• Tasa básica pasiva
•  Deuda interna del Gobierno Central como porcentaje 
    del PIB

a/ El desempeño se valora comparando el valor registrado por el indicador en 2017, con la tendencia observada en el mediano plazo.



 RESUMEN		  ESTADO DE LA NACIÓN	 41

•	 Se analiza la desigualdad entre ramas 
de actividad y las variables de la estruc-
tura productiva que aumentan las bre-
chas de ingresos entre los ocupados.

•	 Se examina la evolución del tipo de 
cambio real y los principales factores 
que han generado apreciaciones en este 
indicador. 

•	 Se identifican las diferencias en el 
impacto de los aumentos de precios 
según el nivel de ingreso de los hogares.

•	 Se describe el desempeño de las distin-
tas generaciones en el mercado laboral, 
de acuerdo con la tendencia de naci-
mientos y el cambio demográfico.

•	 Se analizan los factores que inciden 
sobre los cambios en la tasa de desem-
pleo de la población de entre 18 y 24 
años

Balance económico
En 2017 la economía costarricense 

experimentó un deterioro en la mayoría 
de sus indicadores: menor crecimien-
to real del PIB, desaceleración de las 
demandas interna y externa, reducción 
en los puestos de trabajo, alza en los pre-
cios, incremento en las tasas de interés y 
mayor desgaste de las finanzas públicas. 
Esta sección da seguimiento a los princi-
pales indicadores económicos en 2017 y 
los primeros meses de 2018.

Estabilidad monetaria y cambiaria 
se mantiene, pero con perspectiva 
negativa

En 2017 Costa Rica experimentó incre-
mentos en la inflación, el tipo de cambio 
y las tasas de interés. Aunque las pequeñas 
variaciones en estos indicadores no altera-
ron las principales tendencias en materia 
cambiaria y monetaria, en un contexto 
de desaceleración económica y desbalance 
fiscal generaron un deterioro en el ingreso 
y el consumo de los hogares.

Desde 2016 el precio internacional 
del petróleo muestra una tendencia cre-
ciente, que impacta gran parte de los 
precios de bienes y servicios consumidos 
en el país, especialmente aquellos que 
son regulados, como la electricidad y el 
transporte público (Krause, 2018). Entre 

2016 y 2017 la inflación pasó de 0,77% a 
2,57%. A pesar del aumento, este indica-
dor se considera bajo y se mantiene den-
tro del rango meta definido por el Banco 
Central. Los rubros que más contribu-
yeron al alza de los precios fueron los 
servicios de salud, educación, alimentos 
y bebidas, alquiler de vivienda y trans-
porte, con variaciones superiores al 3%.

Los incrementos de precios afectaron en 
mayor medida a las familias de menores 
ingresos, para las cuales la variación fue 
de -0,11% a 2,32%; los aumentos en el 
costo de los alimentos explican 1,1 puntos 
porcentuales de este cambio. A su vez, los 
precios del transporte fueron los que más 
elevaron el costo de la canasta de consumo 
de los hogares de mayor ingreso. 

Por su parte, el tipo de cambio man-
tuvo una tendencia al alza entre junio 
de 2016 y 2017, período en que el colón 
se depreció un 6%, al pasar de 544 a 580 
por dólar. Sin embargo, ese comporta-
miento se revirtió parcialmente en el 
segundo semestre de 2017 y principios 
de 2018. El incremento en el tipo de 
cambio se explica en parte por una mayor 
demanda de dólares para cubrir el alza en 
los precios del petróleo, así como por un 
aumento en las reservas de dólares que 
mantienen los intermediarios cambiarios 
(BCCR, 2017). En respuesta a esta situa-
ción la autoridad monetaria intervino, 
vendiendo dólares para suplir el exceso 
en la demanda, lo cual resultó en una 
pérdida de reservas internacionales netas. 

Como parte de las medidas que tomó 
el BCCR para evitar fuertes fluctuacio-
nes cambiarias, se elevó la tasa de política 
monetaria (TPM), de 1,75% a 5% entre 
de abril de 2017 y febrero de 20183, des-
pués de más de un año de mantenerse 
constante. Durante el mismo período 
en que se produjo el incremento de 3,25 
puntos porcentuales en este indicador, 
la tasa básica pasiva4 solo pasó de 4,55% 
a 6%. Aunque el efecto en las tasas de 
interés es rezagado, el costo de solicitar 
créditos para el consumo de los hogares y 
para invertir aumentó. 

Enfriamiento de los motores de 
crecimiento con disminución histórica 
en los puestos de trabajo

El crecimiento real del PIB en 2017 
fue de 3,2%, inferior al de 20165 y al 

promedio del último decenio. En el año 
bajo análisis, todos los componentes de 
la demanda, con excepción del gasto del 
Gobierno General, redujeron su dina-
mismo: el consumo de los hogares, la 
inversión, las exportaciones de bienes y 
las ventas externas de servicios experi-
mentaron un crecimiento menor al de 
2016 (gráfico 1.11). Del aumento de la 
producción en 2017, el 61% se explica 
por la demanda interna y el 39% restante 
por el sector exportador. Este compor-
tamiento se mantiene en línea con el 
promedio de la última década6.

La economía costarricense se carac-
teriza por tener bajos encadenamientos 
productivos y multiplicadores de empleo, 
lo que dificulta la generación de puestos 
de trabajo. La desaceleración económi-
ca del 2017 agudizó los efectos de esta 
limitación estructural. Según datos de la 
Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) 
del INEC, en ese año se perdieron 
30.645 empleos, la cifra más alta regis-
trada desde 1995, con la excepción de la 
crisis 2008-2009. Este deterioro se con-
centró en los sectores más vulnerables de 
la población: trabajadores no calificados, 
microempresas, personas de entre 15 y 35 
años, y mujeres. En el último quinquenio 
los jóvenes fueron el grupo más excluido 
en materia de oportunidades laborales. 

Aumentan la magnitud, la 
complejidad y las repercusiones del 
ajuste fiscal

En 2017 Costa Rica alcanzó el déficit 
fiscal más alto desde 1980, equivalente 
a un 6,2% del PIB. En consecuencia, 
aumentaron las dificultades y el costo 
de realizar un ajuste que permita tener 
finanzas sostenibles. La mayoría de los 
componentes del balance financiero se 
deterioraron: el gasto en transferencias 
creció, los ingresos tributarios se desace-
leraron y el servicio de la deuda se elevó. 
La falta de recursos para cubrir los gastos 
básicos obligó al Gobierno a incrementar 
su deuda y, por ende, a darle mayor peso 
al pago de intereses. En el período de 
estudio, la mitad del desbalance se debió 
a la falta de ingresos para cubrir el gasto 
total sin incluir intereses (déficit prima-
rio; 3,1% del PIB) y la otra mitad al pago 
de intereses de la deuda ya adquirida 
(gráfico 1.12). 
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En el escenario antes descrito, la deuda 
tuvo un incremento de cuatro puntos 
porcentuales con respecto al 2016 y llegó 
a representar un 49% del PIB. Si no se 
aprueba una reforma fiscal, la sociedad 
costarricense recibirá el bicentenario de 
su independencia con una deuda cercana 
al 70% del PIB y un déficit financiero 
del 10%. 

Entre 2016 y 2017, todos los facto-
res determinantes de la corrección fiscal 
tuvieron un comportamiento desfavo-
rable: aumentaron la deuda, el déficit 
primario y la tasa de interés real, al tiem-
po que la economía se desaceleró. Al 
2017, el ajuste necesario para sanear las 
finanzas públicas es de 5,1% del PIB, 1,9 
puntos porcentuales por encima de lo 
estimado el año anterior. De ese total, 
3,1 puntos deben destinarse a eliminar el 
déficit primario y 2 puntos a estabilizar 
el crecimiento de la deuda ya adquirida. 
En otras palabras, el ajuste que requiere 
Costa Rica implica lograr un superávit 
primario.

Un factor determinante del grado de 
ajuste requerido para sanear las finanzas 
públicas es el gasto del Gobierno. En 
2017 este indicador creció un 9,1%, muy 
por encima del valor registrado en 2016 
(6,1%) y representó un 21% del PIB. La 
contribución de cada componente al cre-
cimiento total del gasto es heterogénea. 
Entre 2016 y 2017, el aporte de las trans-
ferencias pasó de 47% a 37%, mientras 
que el pago de intereses pasó de 21% a 
26%, un reflejo de las mayores necesida-
des de financiamiento y la adquisición de 
deuda pública por la falta de solvencia. 
En el caso de las remuneraciones del 
Gobierno Central, en los últimos cuatro 
años las políticas de congelamiento de 
plazas y la baja inflación permitieron 
llevar este rubro a tasas de crecimiento 
de un dígito. Sin embargo, aún constitu-
ye una parte significativa del gasto total 
(20%).

El gasto del Gobierno no es el único 
factor que genera presiones sobre el défi-
cit fiscal. Un menor crecimiento de la 
recaudación afecta de modo negativo 
la solvencia de las finanzas públicas. En 
2017 los ingresos tributarios se expan-
dieron un 5,4%, la cifra más baja desde 
la recesión de 2009. Este hecho está aso-
ciado a la desaceleración de la economía, 

Variación interanual real y peso relativoa/ de los componentes de la 
demanda del PIB. 2013-2017

a/ El peso relativo se refiere a la proporción del total del valor agregado que representa cada rubro. Los datos corres-
ponden a las Cuentas Nacionales publicadas en febrero de 2018. 

Fuente: Elaboración propia, con datos del BCCR.

GRÁFICO 1.11

PIB
Consumo de los

hogares
Consumo del

Gobierno General Inversión
Exportaciones

 de bienes
Exportaciones

de servicios

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

0

5

10

Ta
sa

 d
e 

cr
ec

im
ie

nt
o 

(p
or

ce
nt

aj
es

)

-10

0

10

20

30

40

50

Pe
so

 re
la

tiv
o 

en
 2

01
7 

(p
or

ce
nt

aj
es

)
Peso relativo en 2017
Tasa de crecimiento

Balance financiero del Gobierno Central y sus componentes
(porcentajes del PIB)

Fuente: Soto, 2018a, con datos del Ministerio de Hacienda.

-8 

-6 

-4 

-2 

0 

2 

4 

2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 

Gasto por intereses Balance primario Balance financiero 

GRÁFICO 1.12



 RESUMEN		  ESTADO DE LA NACIÓN	 43

dado que la reducción del consumo de 
los hogares y las ventas de las empresas 
disminuye a su vez la recaudación de 
impuestos. Además, las medidas admi-
nistrativas implementadas en los años 
posteriores a la crisis tienen un alcance 
limitado. 

Miradas a profundidad
Esta sección del capítulo explora en 

profundidad cuatro temas relacionados 
con las dificultades estructurales de la 
economía costarricense que inciden en 
su capacidad para impulsar el desarrollo 
humano. El primer estudio se centró 
en la gestión de la deuda pública y los 
riesgos que ha asumido el Ministerio de 
Hacienda, a fin de conseguir los recursos 
necesarios para cubrir el déficit fiscal. 
Un segundo trabajo analizó los vínculos 
entre el cambio demográfico y el mer-
cado laboral. En tercer lugar se abordó 
un tema no tratado antes en las inves-
tigaciones del Programa Estado de la 
Nación sobre la creciente desigualdad 
en la distribución del ingreso: la relación 
entre esta y la estructura productiva. Por 
último, se indagó acerca de un asun-
to que ha sido ampliamente discutido 
en publicaciones especializadas y en los 
medios de comunicación: el nexo, en 
Costa Rica, entre el tipo de cambio y la 
competitividad del país.

Debilidades en la gestión de la deuda 
pública aumentan los riesgos y el 
costo de un ajuste fiscal

Las finanzas públicas de Costa Rica 
atraviesan un momento crítico en su 
historia: los ingresos son insuficientes 
para cubrir el acelerado crecimiento del 
gasto. El margen de acción es muy estre-
cho, por lo que una adecuada la gestión 
de la deuda7, es decir, la manera en que el 
Ministerio de Hacienda procura adqui-
rir recursos en las mejores condiciones 
posibles, es determinante para reducir las 
presiones que genera el déficit fiscal sobre 
el crecimiento de la economía y, de este 
modo, evitar que las finanzas públicas 
corran mayores riesgos. 

La gestión de la deuda enfrenta dos 
tipos de riesgos que incrementan su 
costo: macroeconómicos y microeconó-
micos. Los primeros corresponden sobre 
todo a los aumentos en las tasas de inte-

rés y en la inflación, así como a la des-
aceleración del crecimiento económico. 
Sobre estos indicadores el Ministerio 
de Hacienda no tiene injerencia directa. 
En los últimos años, las variaciones en 
los precios y las tasas de interés han sido 
bajas, mientras que el crecimiento eco-
nómico se ha mantenido levemente por 
debajo del promedio de largo plazo. Esto 
significa que los riesgos macroeconómi-
cos no han generado mayores presiones 
sobre la deuda pública.

En cambio, los riesgos microeconó-
micos, sobre los que el Ministerio de 
Hacienda sí tiene injerencia, han crecido. 
En los últimos cuatro años disminuyó la 
emisión de títulos en moneda nacional, 
a tasa fija y con plazos de vencimiento 
superiores a cinco años. En otras pala-
bras, la estructura de la deuda se volvió 
de más corto plazo, en moneda extran-
jera y con una tasa de interés variable. La 
convergencia de estas tres condiciones es 
desfavorable para el país.

La mayor emisión de deuda a tasa 
variable obedece a que resulta más atrac-
tiva para los inversionistas y, por lo tanto, 
es una forma de conseguir recursos en un 
mercado poco líquido. Entre 2016 y 2017 
estos títulos aumentaron de un 24% a 
un 29% del total emitido. Es importante 
considerar que el riesgo de este tipo de 
préstamos usualmente no es asumido por 
el Gobierno que los adquiere, sino por el 
siguiente. 

Entre 2016 y 2017 el endeudamiento 
en moneda extranjera pasó de represen-
tar el 43% al 55% de las nuevas emisio-
nes. El cambio se explica por el hecho de 
que esa deuda se vende más rápidamente 
en el mercado y, además, protege a los 
inversionistas de una depreciación cam-
biaria en caso de una crisis fiscal.

Uno de los incentivos para reducir los 
plazos de los títulos del Gobierno es que 
estos son acompañados por tasas de inte-
rés más bajas. Sin embargo, esto genera 
un riesgo de refinanciamiento, que con-
siste en la imposibilidad de renovar la 
deuda existente. A menor plazo, mayor 
será ese riesgo. Después de la crisis eco-
nómica de 2008-2009, el Ministerio de 
Hacienda incrementó la proporción de 
títulos con vencimiento superior a cinco 
años, que pasó del 34% al 50% de las emi-
siones entre 2010 y 2013. No obstante, 

en los últimos años se desaceleró el creci-
miento de este tipo de instrumentos, que 
en 2017 representaron el 54% del total 
de la deuda.

El incremento en los riesgos micro-
económicos obedece a la falta de una 
adecuada gestión de la deuda, pero tam-
bién al estrecho margen de acción que 
ocasionan la falta de solvencia y la escasa 
liquidez del mercado. Lo anterior gene-
ra un efecto perverso: el Gobierno está 
muy endeudado y esto eleva el costo de 
adquirir nuevos préstamos, pero a la vez 
necesita emitir nueva deuda para cumplir 
con sus compromisos, por lo que incurre 
en mayores riesgos. 

Jóvenes enfrentan condiciones 
laborales más adversas que 
generaciones anteriores

Costa Rica pasó de tener 868.934 habi-
tantes en 1950, a poco más de 5.000.000 
en la actualidad. La población nacional 
se quintuplicó en menos de setenta años. 
Este incremento responde a un proceso 
conocido como transición demográfica, 
el cual ocurre en la mayoría de los países 
del mundo, aunque a ritmos distintos. 
La transición demográfica en Costa Rica 
inició con la reducción de la tasa de mor-
talidad, sobre todo infantil, de 197 por 
cada mil nacidos vivos en 1910, a 7,96 
en 2017 (Rosero-Bixby, 1984). Esta dis-
minución y el consecuente aumento de 
la esperanza de vida se debieron, en gran 
medida, a la adopción y difusión de prác-
ticas internacionales en materia de salud. 

Los cambios en las tendencias de las 
tasas de mortalidad y fecundidad genera-
ron distintos períodos de alto y bajo cre-
cimiento poblacional. En este Informe se 
estudian cuatro generaciones definidas 
según su año de nacimiento: primer baby 
boom (1950 a 1961), generación X (1962 a 
1973), segundo baby boom (1974 a 1985), 
millennials (1986 a 1999) y generación Z 
(2000 en adelante). El análisis se enfoca 
en las diferencias en el desempeño del 
mercado laboral según cohorte. 

En 1979, todas las personas del primer 
baby boom estaban en edad de traba-
jar, lo cual incrementó la mano de obra 
disponible. Se estima que esta cohor-
te se empezó a retirar en 2015, y en 
2026 todos sus integrantes tendrán 65 
años o más. Algo similar ocurre con la  
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generación X, pero de forma rezagada; 
esta cohorte comenzó a generar presiones 
sobre el mercado aproximadamente en el 
año 2000, y en 2049 todos sus miembros 
tendrán 65 años o más. Esto significa que 
entre 1992 y 2025 compiten o estarán 
compitiendo en el mercado laboral dos 
de las generaciones más grandes que ten-
drá Costa Rica en su historia. 

La cohorte de los millennials inició su 
vida laboral en el 2000. Hoy todas las 
personas de este grupo están en edad de 
trabajar, pero compiten con generaciones 
más grandes y con mayor experiencia, 
como la del segundo baby boom. En 2017 
los millenials representaban solo un 33% 
de los ocupados, pero a la vez el 61% 
de los desempleados. Aunque histórica-
mente las personas más jóvenes siempre 
tienen una tasa de desempleo más alta, 
esta ha aumentado de forma acelerada. 
La tasa de desempleo promedio de los 
millennials a los 20 años es de 18%, 
mientras que la cohorte del segundo baby 
boom a esa misma edad tenía una tasa 
promedio de 13%, y la generación X de 
9%. Esto evidencia que las generaciones 
más jóvenes enfrentan condiciones más 
adversas que las que vivieron sus antece-
sores a la misma edad.

A pesar de que los millennials tienen 
un nivel de escolaridad promedio supe-
rior al del resto de generaciones (10,1 
años) y que una mayor proporción domi-
na un segundo idioma, casi una tercera 
parte de ellos no está asegurada y no coti-
za para el régimen de pensiones. Además, 
su nivel de ingreso es bajo, equivalente 
a un 71% del promedio que reciben los 
integrantes del segundo baby boom (grá-
fico 1.13). Parte del bajo ingreso se debe 
a la falta de experiencia, aunque también 
se podría explicar por la falta de oportu-
nidades laborales. 

Sobre los millennials pesa la respon-
sabilidad de sostener las pensiones de la 
población de adultos mayores más gran-
de en la historia de Costa Rica. No obs-
tante, las condiciones que enfrentan son 
adversas, dado que el mercado laboral no 
les ofrece suficientes puestos de trabajo, 
aun cuando tienen más años de escola-
ridad. El envejecimiento no solo impone 
el reto de adaptar los servicios de salud 
que se ofrece a los adultos mayores, sino 
también el desafío de crear empleos para 

los más jóvenes, quienes deberán generar 
los aportes necesarios para financiar el 
régimen de pensiones en el largo plazo.

Estabilidad en el desempleo de los 
jóvenes no se debe a mejoras en la 
creación de puestos de trabajo

La transición demográfica tiene impli-
caciones para el mercado laboral y el 
desempleo. El dinamismo de la fuerza 
de trabajo es un componente esencial 
del avance económico, puesto que una 
condición necesaria –pero no suficien-
te− para lograr un crecimiento sostenido 
y robusto es tener una constante dis-
ponibilidad de mano de obra. A pesar 
de que en Costa Rica la tasa de parti-
cipación laboral no supera el 71% de la 
población de entre 18 y 64 años, la tasa 
de desempleo es superior al 7%. Esto se 
vincula con la moderada expansión de la 
economía.

El cambio demográfico no es, evidente-
mente, el único factor que incide sobre el 
desempleo: la participación laboral y los 
puestos de trabajo disponibles también 
influyen sobre este indicador. Entre 1987 
y 2017, las oportunidades que generó la 
economía para los más jóvenes crecie-
ron a un ritmo menor que el promedio 

nacional y en todo el período ese grupo 
tuvo tasas de desempleo más altas. Al 
mismo tiempo −en concreto a partir de 
2006− la participación laboral de los 
menores de 25 años se ha reducido de 
modo significativo. 

El factor demográfico se ha manifesta-
do especialmente en los jóvenes de entre 
18 y 24 años. Esta población comenzó a 
descender alrededor de 2014, mientras 
el total de personas en edad de traba-
jar todavía crece. Este resultado muestra 
que tanto la menor participación laboral 
como la demografía podrían estar favore-
ciendo que el desempleo de los más jóve-
nes disminuya, aunque ello no sea pro-
ducto de mayores oportunidades, sino 
de una combinación de factores como el 
tamaño de este grupo y su participación 
en el mercado. 

Para profundizar en este tema, 
Jiménez-Fontana (2018) realizó una des-
composición de los cambios en la tasa de 
desempleo de este segmento de la pobla-
ción, a partir de tres variables. La primera 
es la generación de empleo, medida como 
el número de ocupados que registran las 
encuestas de hogares del INEC. Una 
reducción en las oportunidades labora-
les aumenta el desempleo. El segundo 

Características sociodemográficas, según cohorte. 2017

a/ A partir del panel de las encuestas de hogares (1984-2017), se estima la tasa de desempleo que cada generación 
experimentó a los 20 años. No se cuenta con información para la generación del primer baby boom.

Fuente: Jiménez-Fontana, 2018, con datos de las encuestas de hogares del INEC.
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elemento es la disposición a trabajar: 
cuanto menor sea la proporción de per-
sonas que busca trabajo, menores serán 
las presiones sobre la tasa de desempleo. 
Esta variable se mide como el porcen-
taje de personas que trabajan o buscan 
empleo con respecto al total. El último 
factor es el crecimiento de la población; 
una disminución de esta variable reduce 
las presiones sobre la tasa de desempleo.

El gráfico 1.14 muestra los principales 
resultados de la descomposición de la 
tasa de desempleo en años seleccionados 
de la última década. El primer hallazgo 
es que los factores que hoy generan caídas 
en la tasa no son los mismos de hace diez 
años. Entre 2006 y 2007, el desempleo 
de los jóvenes de entre 18 y 24 años dis-
minuyó cerca de 1,4 puntos porcentuales, 
pese a que en ese momento el crecimiento 
de la población y la mayor disposición a 
trabajar de estas personas generaban pre-
siones al alza sobre la tasa (1,7 y 0,8 pun-
tos porcentuales, respectivamente). En 
esa época, la economía creaba suficientes 
puestos de trabajo para compensar estos 
efectos (-4 puntos porcentuales) e incluso 
lograr una reducción del desempleo en 
términos netos. 

En cambio, la disminución de la tasa de 
desempleo registrada entre 2016 y 2017 
obedece a razones muy distintas. En ese 
período la economía tuvo una severa 
pérdida de puestos de trabajo, lo cual 
generó presiones al alza en el desempleo 
(0,9 puntos porcentuales). Si solo hubiera 
ocurrido la contracción de las oportuni-
dades laborales, en 2017 la tasa más bien 
habría aumentado. Sin embargo, en ese 
lapso la población de entre 18 y 24 años 
decreció, al mismo tiempo que se redujo 
la disposición a trabajar. Todo ello tuvo 
un efecto neto de disminución en el 
desempleo. 

El descenso en la participación laboral 
de los jóvenes de entre 18 y 24 años es 
un factor muy relevante, pues no toda 
disminución debe interpretarse como 
negativa. Los resultados muestran un 
fuerte incremento en la postergación de 
la entrada al mercado laboral por una 
mayor dedicación al estudio. Entre 2007 
y 2017, la proporción de personas de 
entre 18 y 24 años que no trabajaba 
pero sí estudiaba pasó de 21% a 30%. 
Este crecimiento es más notorio en los  

Descomposición de los factores que explican el cambio en la tasa de 
desempleo de las personas de entre 18 y 24 años
(puntos porcentuales)

Fuente: Jiménez-Fontana, 2018, con datos de las encuestas de hogares del INEC.
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hombres, para quienes el indicador pasó 
de 16% a 26%8. La mayor dedicación de 
los jóvenes al estudio es una señal positi-
va para la productividad de la economía, 
y disminuye temporalmente las presiones 
sobre el desempleo.

Factores de la estructura productiva 
explican parte de la desigualdad de 
ingresos

La desigualdad de ingresos en Costa 
Rica mantiene una tendencia creciente y 
opuesta a la experimentada en la mayor 
parte de Latinoamérica. El aumento en 
las brechas de ingreso se acentuó luego 
de la crisis 2008-2009 y puso en evi-
dencia los problemas estructurales de la 
economía, especialmente en el mercado 
laboral. 

El incremento en la desigualdad de 
ingresos ha coincidido con una dualidad 
en la estructura productiva y laboral. Los 
sectores más modernos de la economía 
generan pocas oportunidades de empleo, 
pero mejor remuneradas, mientras que 
los más tradicionales ofrecen mayores 
opciones para personas con baja califica-
ción, pero con bajos salarios. Esto sugiere 
que las brechas productivas y laborales 
podrían estar relacionadas con las dife-
rencias de ingresos entre las personas, 
aunque estos vínculos no han sido exa-
minados de manera sistemática, ni se ha 

aportado evidencia concreta al respecto. 
Ese es, precisamente, el objetivo de esta 
sección, que se basa en el estudio reali-
zado por Meneses et al. (2018) para este 
Informe. 

La principal fuente de información de 
este estudio son las encuestas de hogares 
del INEC9. La desigualdad se aproxima 
por el coeficiente de Gini. Este indica-
dor estima la dispersión de los ingresos, 
donde 0 se interpreta como la situación 
de perfecta igualdad y 1 como la mayor 
concentración de los recursos. Entre 
2010 y 2017 el coeficiente de Gini de los 
ingresos de la ocupación principal10 fue 
en promedio de 0,484, superior al regis-
trado durante las décadas de los noventa 
(0,421) y del 2000 (0,453). 

Meneses et al. (2018) determinaron 
que entre 1990 y 2017 la mitad de la 
desigualdad de ingresos entre los ocu-
pados (51%) se explica por las diferen-
cias salariales existentes dentro y entre 
ramas de actividad, mientras que el resto 
es atribuible a otro tipo de diferencias, 
como sexo, edad, formación y ubicación 
geográfica, entre otros11.

El crecimiento de la desigualdad se 
observa en la mayoría de las ramas. Entre 
1990 y 2017, el coeficiente de Gini pro-
medio del sector primario (agricultura, 
silvicultura y pesca, minas y canteras) 
aumentó de 0,383 a 0,442 (gráfico 1.15), 
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sobre todo por los aportes del agro y la 
pesca. En el sector secundario (manu-
factura, electricidad, agua y servicios de 
saneamiento y construcción) la desigual-
dad también mostró una tendencia cre-
ciente, de 0,352 a 0,482, con la mayor 
contribución proveniente de la manufac-
tura. En los servicios (sector terciario)12 
el coefi ciente de Gini pasó de 0,415 a 
0,4813.

Como se ha reportado en años ante-
riores, los atributos sociodemográfi cos 
de las personas también inciden en la 
desigualdad. Entre 2005 y 2017, el ingre-
so de las personas con al menos educa-
ción	secundaria	completa	creció	un	39%,	
mientras que para las de baja califi cación 
el	 incremento	 fue	 de	 28%.	 En	 2017,	 el	
salario promedio de un ocupado con al 
menos secundaria completa era equiva-
lente a 2,5 veces la remuneración de un 
ocupado sin califi cación educativa. De 
acuerdo con Trejos (2015), los ingresos 
son una fuente importante de desigual-
dad que no solo obedece a las brechas 
educativas, sino también al estancamien-
to de los salarios de los trabajadores no 
califi cados. 

Meneses et al. (2018) estimaron un 
modelo estadístico para identifi car cuánto 
de las variaciones en la desigualdad obe-
decen a cambios en la estructura produc-
tiva y la dinámica económica. Sus fuentes 
de información fueron las encuestas de 
hogares del INEC, la matriz insumo-pro-
ducto (MIP; BCCR, 2012) y las Cuentas 
Nacionales del BCCR (2012).

El estudio confi rmó la relevancia que 
tienen las características productivas en 
las brechas de ingreso. Así, la desigualdad 
dentro de las ramas disminuye cuando 
las siguientes variables aumentan: creci-
miento del PIB, productividad, porcen-
taje de mano de obra califi cada (secun-
daria completa o más) y proporción del 
valor agregado en sectores con encade-
namientos clave e impulsores. Es impor-
tante resaltar que los avances en el creci-
miento de la economía y la productividad 
reducen la desigualdad, cuando ocurren 
de forma sostenida por al menos cuatro 
años. Este hallazgo tiene una implicación 
trascendental para la política pública: el 
estímulo a una mejora generalizada en la 
productividad es favorable para el desa-
rrollo humano del país.

Evolución del coeficiente de gini, según sector económico

Fuente: Meneses et al., 2018, con datos de las encuestas de hogares del INEC.
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Otro de los resultados que destaca en 
este estudio, sobre el cual será necesa-
rio investigar más, es que los distintos 
encadenamientos productivos tienen 
efectos diferenciados. Cuando aumenta 
el valor agregado en los sectores clave 
e impulsores la desigualdad disminuye; 
por el contrario, cuando se expanden los 
encadenamientos de tipo estratégico cre-
cen las brechas por ingreso. Una posible 
explicación de este fenómeno es que los 
sectores con alta capacidad de arrastre 
(impulsores y clave) son los que presen-
tan mayores multiplicadores de empleo 
(PEN, 2017), lo cual podría signifi car 
que el incremento de las oportunidades 
laborales se traduce en mayor equidad.

Meneses et al. (2018) también hallaron 
que la concentración del capital incre-
menta la desigualdad. De acuerdo con la 
MIP	(2012),	un	38%	del	valor	agregado	
se dirige al excedente de explotación o 
ganancias derivadas del capital. Según 
Piketty (2015), la mayor concentración 
de los ingresos en el capital se explica 
porque la tasa de retorno del capital 
ha sido superior a la del crecimiento 
económico, y este se ha concentrado 
en un pequeño grupo de la población. 
Amarante y Colacce (2018) señalan que 
en Latinoamérica la concentración del 
retorno del capital agudiza los problemas 
de desigualdad. 

Finalmente, el estudio confi rma un 
hecho ya detectado en investigaciones 
previas: las mejoras en materia educativa 
reducen la desigualdad. Entre 2010 y 
2017,	 en	promedio	un	47,1%	de	 las	 per-
sonas que buscaron empleo por primera 
vez tenía al menos secundaria completa. 
La escasez de mano de obra califi cada 
incrementa las remuneraciones para este 
grupo de la población, lo que a su vez 
aumenta las brechas de ingreso. Así pues, 
la inversión en educación podría generar 
avances signifi cativos en la desigualdad 
de ingreso dentro de las ramas. 
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Armonía con la naturaleza

Síntesis del capítulo
Costa Rica no ha resuelto qué lugar 

ocupa el ambiente en su agenda de desa-
rrollo. Pese a que se autoidentifica como 
un “país ecológico” y tiene grandes logros 
en materia de conservación, la forma 
en que gestiona y protege su patrimo-
nio natural no es, en términos globales, 
sostenible. Como era de esperar dada 
esta situación, en 2017 se profundiza-
ron las tensiones entre los esfuerzos que 
impulsan el crecimiento económico, y 
el débil papel que tiene la sostenibili-
dad ambiental como criterio de base en 
ese proceso. Una vez más el desempeño 
nacional en este campo mostró avances 
en herramientas normativas, de política y 
de información, pero también evidenció 
que las tareas de control o reducción de 
impactos ambientales no acompañan, de 
manera efectiva, las actividades producti-
vas y el comportamiento de la población 
en el uso del territorio y sus recursos. La 
principal razón es que, para lograr ese 
objetivo, primero es necesario ordenar 
el marco legal e invertir −con prioridad 
política− en capacidades institucionales 
para hacerlo cumplir, en conexión con 
los aspectos sociales y económicos del 
desarrollo humano. 

Estas tensiones se expresan en varios 
ámbitos. En primer lugar, el Estado cos-
tarricense tiene una gran capacidad para 
aprovechar el territorio y sus recursos 
naturales a fin de generar servicios de 
amplio acceso, que impulsan el desarro-
llo humano, pero muchas limitaciones 
para reducir los efectos negativos de ese 
uso y para que su economía y vida en 

sociedad sean ambientalmente sosteni-
bles. En segundo término, las “apuestas 
territoriales” que a lo largo del tiempo 
han concretado y transformado el uso del 
suelo, tampoco han sido acompañadas de 
herramientas para hacerlas sostenibles. 
Además, una institucionalidad dispar 
reproduce, precisamente, el desencuen-
tro entre las prioridades del crecimiento 
económico y la sostenibilidad ambien-
tal. Las entidades encargadas de manejar 
recursos naturales para brindar servicios 
públicos tienen las mayores capacidades 
técnicas y financieras, en tanto que las 
enfocadas en el cuido de esos recursos, o 
en controlar y minimizar los impactos de 
las actividades productivas, son débiles. 

La búsqueda de la sostenibilidad, toma-
da seriamente, se hace cada vez más com-
plicada y demanda mayores esfuerzos. 
Entre las acciones necesarias destacan el 
rediseño de la institucionalidad, la acep-
tación de la idea del ordenamiento terri-
torial por parte de los actores económicos, 
y la asignación de una mayor prioridad 
financiera y política a este tema. Es impos-
tergable que las dimensiones social, eco-
nómica y ambiental se integren de manera 
clara en la forma de concebir el desarrollo 
humano; ninguna está aislada de las otras, 
pero a lo largo del tiempo las considera-
ciones ambientales han sido relegadas, 
hasta el punto de poner en riesgo la base 
material misma de ese desarrollo.

Principales hallazgos

•	 La matriz energética sigue dependien-
do de los hidrocarburos (72%), cuyo 

uso se incrementó un 25% entre 2008 
y 2017. 

•	 Aumentó la cobertura de alcantarilla-
do sanitario con tratamiento de aguas: 
pasó de 8,2% en 2016 a 14,4% en 2017.

•	 En una medición sobre sus prácticas 
ambientales, personas encuestadas en 
2017 mostraron una brecha amplia 
con la situación ideal, es decir, aquella 
en que se realizan todas las prácticas de 
manera sostenible. El promedio es de 
51 puntos sobre 100. 

•	 En 2017 se registraron 26 acciones 
colectivas sobre temas ambientales. 
Aunque ello significó un descenso tras 
siete años de alta conflictividad, la cifra 
se mantiene alta como proporción del 
total de protestas del país. 

•	 De 164 distritos de la GAM, 28 ya 
tienen urbanizado más del 85% de su 
territorio.

•	 De los 81 cantones del país, 42 tienen 
planes reguladores y solo 20 de estos 
abarcan la totalidad de sus territorios.

•	 Las pérdidas reportadas luego del hura-
cán Otto y la tormenta tropical Nate 
representaron un 0,4% y un 1,3% del 
PIB de 2016 y 2017, respectivamente.

•	 Las instituciones ambientales que tie-
nen tareas de control y regulación son 
las más débiles en financiamiento y 
autonomía, mientras que las más fuertes 
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son las que manejan recursos naturales 
para proveer servicios públicos o apo-
yar el crecimiento económico.

•	 Solo un 2,7% de la superficie marina 
se encuentra bajo algún esquema de 
protección, proporción lejana al objeti-
vo de conservar un 10% de estas zonas 
que figura en las Metas Aichi para el 
2020. 

 
Novedades del capítulo

•	 Se actualizan para el período 2010-
2018 los indicadores de crecimiento 
urbano en la GAM, con datos a nivel 
de distrito.

•	 Se analiza la naturaleza, presupuesto 
y enfoque principal de 37 entidades 
públicas relacionadas con el uso, ges-
tión y cuido de los recursos naturales. 

•	 Se realiza un estudio sobre el compor-
tamiento de largo plazo de las acciones 
colectivas en materia ambiental, su dis-
tribución territorial y sus actores, con 
datos de 1992 a 2017.

•	 Por primera vez se recopila informa-
ción amplia sobre el estado, uso y ges-
tión de los recursos marino-costeros. 

•	 Se incorporan estimaciones sobre 
el costo fiscal de la atención de los  

CUADRO 1.3

Valoración de algunos indicadores ambientales por su desempeño nacionala/. 2017

Mejora Se mantiene Desmejora

• Generación de electricidad a partir de fuentes 
   limpias
• Cobertura de agua potable 
• Cobertura de alcantarillado sanitario 
   con tratamiento de aguas residuales
• Extensión de las áreas marinas protegidas
• Conocimiento sobre la situación ambiental
   y los ecosistemas
• Herramientas de política pública para la gestión
   ambiental

• Brecha negativa entre la huella ecológica  
   y la biocapacidad del territorio
• Dependencia en la importación 
   de hidrocarburos
• Emisiones contaminantes
• Ausencia de planificación urbana
• Conflictividad socioambiental 
• Débil gestión de la institucionalidad
   ambiental

• Vulnerabilidad del recurso hídrico
• Extensión sembrada de productos 
   orgánicos certificados
• Número de especies amenazadas o en peligro
• Sostenibilidad de los recursos marino-costeros
• Impacto de los desastres
• Gestión pública del sector pesquero

a/ El desempeño se valora comparando el valor registrado por el indicador en 2017, con la tendencia observada en el período 2000-2016.

desastres, en eventos como el huracán 
Otto y la tormenta Nate. 

 
Balance ambiental

En 2017 se profundizó la tensión entre 
la manera en que el país impulsa su 
crecimiento económico, y el débil papel 
que tiene la sostenibilidad ambiental en 
ese contexto. Se avanzó en la creación de 
herramientas formales de política, como 
sucede regularmente, y en los esfuerzos 
para generar información. Sin embar-
go, esas acciones no son suficientes para 
que la sostenibilidad sea un criterio que 
acompañe los procesos productivos y el 
comportamiento de los actores econó-
micos y sociales en el uso del territorio 
y los recursos naturales. Esta tensión 
se expresa en al menos cuatro ámbitos, 
relacionados con el uso de los recursos 
naturales, “apuestas territoriales” insos-
tenibles, el desarrollo de una institucio-
nalidad pública dispar y una alta conflic-
tividad social.   

		
Costa Rica es eficaz al aprovechar los 
recursos naturales, pero débil para 
controlar los impactos ambientales 
de su uso

En Costa Rica se hace un uso intensivo 
de los recursos naturales para proveer ser-
vicios de amplio acceso e impulsar el desa-
rrollo, pero de una manera en que afecta 
negativamente la sostenibilidad ambien-
tal. Hay limitaciones para controlar 

los efectos de ese aprovechamiento: en 
materia de aguas residuales se camina 
lento y tarde, y las emisiones contami-
nantes derivadas del consumo de hidro-
carburos son crecientes. 

Como ejemplo de la eficacia en la pro-
visión de servicios basados en el uso de 
recursos naturales, en 2017 se reportaron 
dos hechos relevantes. En primer lugar 
destaca la mayor generación de electrici-
dad a partir de fuentes distintas al petró-
leo (99,7%) y el menor uso de plantas 
térmicas en doce años. El país reafirma 
así sus apuestas históricas, sobre todo en 
el aprovechamiento del recurso hídrico 
como eje central, del cual proviene la 
energía eléctrica que recibe el 99,4% de 
la población. Esto no implica omitir que 
toda fuente energética tiene impactos 
ambientales, y que otras menos perjudi-
ciales no se aprovechan lo suficiente. 

El segundo hecho relevante es el exten-
dido acceso al agua para consumo huma-
no y actividades productivas, aunque hay 
un uso muy intensivo y diferencias terri-
toriales que generan conflictos impor-
tantes. En materia de acceso, entre 2010 
y 2017 hubo mejoras en algunos indica-
dores, entre los que destaca el porcentaje 
de población que recibe agua potable14 y 
con tratamiento. 

Pese a los logros en el aprovechamiento 
de recursos en favor del desarrollo huma-
no, persisten serias limitaciones para 
controlar y reducir los efectos residuales 
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de tales usos. Por ejemplo, los patrones 
energéticos operan en direcciones opues-
tas: por un lado, mayor peso de fuentes 
renovables en la generación eléctrica, y 
por otro, mayor consumo de hidrocarbu-
ros, en especial para una flota vehicular 
que crece cuatro veces más que la pobla-
ción, pese a los compromisos adquiridos 
por el país para la reducción de emisiones 
contaminantes. 

En general, entre 2008 y 2017 el uso 
de energía secundaria15 creció un 22,8%, 
al pasar de 120.126 terajulios a 147.459 
(DSE-Minae, 2018). En promedio, cerca 
de tres cuartas partes se cubrieron con 
hidrocarburos, y el resto con electricidad, 
coque y biomasa. En ese período, los 
combustibles fósiles no solo representa-
ron la proporción más alta; también fue-
ron la fuente que registró el mayor creci-
miento absoluto (25%). El transporte se 
mantuvo como el principal consumidor 
de energía del país (60,4% del total), es 
decir, no hubo progresos sustantivos para 
diversificar y modificar la composición 
de la matriz energética en su conjunto.

Otro ejemplo que evidencia impactos 
negativos es el uso de los cuerpos de agua 
como repositorio de los residuos. No 
obstante, cabe resaltar que desde 2014 la 
cobertura de alcantarillado sanitario con 
tratamiento aumentó significativamente, 
de 4,2 en 2014, a 8,2% en 2016 y a 14,4% 
en 2017 (Astorga Espeleta, 2018). El 
valor de este avance es aún muy bajo en 
relación con la media mundial, que es del 
60% (WWAP-Unesco, 2017; Unesco, 
2018), e insuficiente para un rezago de 
varias décadas que ha tenido impacto, 
sobre todo, en la calidad de las cuencas 
urbanas. Un hecho relevante del 2017 
fue la publicación, por primera vez, de 
una Política Nacional de Saneamiento 
en Aguas Residuales, para el período 
2016-2045. 

Además del uso de recursos natura-
les para fines productivos, los patrones 
de comportamiento ciudadano generan 
efectos negativos en la sostenibilidad 
ambiental. Con base en la “Encuesta 
sobre patrones y percepciones ciudada-
nas sobre medioambiente y condiciones 
para el cambio”, realizada por el PEN 
en junio de 2017, un análisis de Segura 
(2018) midió cuánto se aleja la ciuda-
danía de las prácticas más sostenibles. 

La encuesta aplicó baterías de preguntas 
sobre conductas concretas (en cuanto a 
consumo, manejo de residuos, transpor-
te, uso de agua y energía, entre otros), 
conocimientos y conciencia ambiental. 
En las respuestas se puede identificar el 
puntaje ideal (la opción más favorable) y 
compararlo con el real obtenido por las 
personas entrevistadas. Se consideraron 
114 preguntas y se escalaron linealmente 
para que tomaran valores de entre 0 y 
100, donde 100 es el ideal y se interpre-
ta como una sociedad que lleva a cabo 
todas las mejores acciones posibles. Los 
resultados evidencian que las prácticas y 
actitudes de la población distan mucho 
del ideal. El promedio es de apenas 51 
puntos sobre 100. Aunque hay algunas 
diferencias, al analizar por edad, zona de 
residencia, educación o ingresos, todos 
los grupos están cercanos a la media, es 
decir, no hay diferencias significativas 
entre ellos en cuanto a su comportamien-
to ambiental (gráfico 1.16). 

Apuestas territoriales aumentan 
insostenibilidad ambiental

La información del 2017 permite 
concluir que en Costa Rica el uso del  

territorio sigue tres grandes patrones. 
Uno de ellos es el crecimiento urbano, 
que se analiza en la sección “Miradas a 
profundidad”. 

El segundo patrón es la apuesta por 
esquemas de conservación de ecosiste-
mas, tanto en áreas legalmente prote-
gidas y apartadas de usos económicos, 
como a partir de incentivos para la pre-
servación de bosques. En 2017 e ini-
cios de 2018 se crearon dos nuevas áreas 
marinas de manejo: Cabo Blanco y Bahía 
Santa Elena, lo cual refuerza la tendencia 
reciente de corregir el abandono históri-
co de la zona marítima. No obstante, la 
sostenibilidad de los esfuerzos enfrenta 
riesgos, no solo por las amenazas de la 
presión humana, sino por las debilida-
des para hacer gestión pública y gene-
rar conocimiento sobre el estado de la 
biodiversidad protegida. Por ejemplo, 
varias mediciones reportan aumentos en 
el número de especies de flora y fauna 
amenazadas. 

Los esfuerzos de conservación le gene-
ran réditos al país, en forma de turismo, 
imagen internacional e incluso servicios 
directos. Una valoración económica de 
los bienes y servicios ambientales16, que 

Puntaje en prácticas ambientales y brecha con respecto a la situación 
ideal, según características. 2017

Fuente: Segura, 2018, con datos de la “Encuesta sobre patrones y percepciones ciudadanas sobre medioambiente 
y condiciones para el cambio”, del PEN. 

0 20 40 60 80 100

Puntaje

País Costa Rica

Grupos de
hogares

Hogares de puntaje alto

Hogares de puntaje medio

Hogares de puntaje bajo

Zona
GAM

Resto del país

Educación de la
jefatura

Sin estudios

Primaria

Secundaria

Universidad

Puntaje real Situación ideal

GRÁFICO 1.16



52	 ESTADO DE LA NACIÓN  RESUMEN

publicó el Proyecto Humedales, estimó 
que siete humedales17 de importancia 
internacional (sitios Ramsar) aportan a 
la economía 3.215 millones de dólares 
anuales (Proyecto Humedales, 2017). 
Esta evaluación contempla tanto el uso 
actual de estos bienes, como su disponi-
bilidad futura. 

El tercer patrón analizado en este 
Informe es el uso del territorio para 
actividades agropecuarias, el cual ha 
experimentado grandes cambios, como 
resultado de un conjunto de políticas 
−en parte impulsadas por el Estado y en 
parte motivadas por el comportamiento 
de los mercados nacional e internacio-
nal− que llevaron a dar más preponde-
rancia a cultivos no tradicionales. Esta 
situación condujo a una concentración 
en productos para la exportación que en 
su mayoría se siembran fuera del Valle 
Central. Actualmente, el café, la palma 
aceitera, la caña de azúcar, el banano y la 
piña	aglutinan	cerca	del	70%	de	la	super-
fi cie agrícola total (gráfi co 1.17). 

Toda esta apuesta productiva ha sido 
acompañada por una intensa aplicación 
de agroquímicos. De forma reiterada 
diversos estudios han advertido sobre las 
dañinas consecuencias de esta práctica 
para el ambiente y la salud pública. No se 
tuvo acceso a datos sobre el uso de estos 
insumos en el año bajo análisis, pero 
nueva información confi rma la tenden-
cia. En junio de 2018 se dieron a conocer 
los resultados preliminares del estudio 
“Caracterización de las prácticas agríco-
las y el uso y manejo de agroquímicos en 
el cultivo de piña, para la implementa-
ción de buenas prácticas agrícolas”, rea-
lizado por el Centro de Investigación de 
Contaminación Ambiental de la UCR a 
partir de muestras tomadas durante dos 
años en veintidós fuentes superfi ciales y 
diez subterráneas. El análisis detectó la 
presencia de plaguicidas en los cuerpos 
de agua que abastecen a las comunidades 
de Aguas Zarcas, Pital y Venecia de San 
Carlos, Río Cuarto y Sarapiquí. Entre 
otras sustancias se encontró ametrina y 
bromacil, ambas utilizadas en el cultivo 
de piña (CICA-UCR, 2018). Es oportu-
no recordar que en 2017 se prohibió el 
uso de bromacil en Costa Rica (decreto 
9945). 

Brechas sociales y desorden 
territorial configuran riesgo 
de desastres

Una consecuencia directa de la falta de 
ordenamiento territorial, sobre todo en 
el área urbana, es el riesgo de desastres. 
Aunque se ha adoptado una serie de ins-
trumentos nacionales e internacionales 
de gestión en esta materia, las condi-
ciones sociales, económicas y estructu-
rales del país siguen confi gurando una 
alta vulnerabilidad en la población y el 
territorio. Los efectos de esta situación 
han sido particularmente palpables en 
los últimos años, por eventos naturales 
de mayor frecuencia y magnitud, que 
han puesto en evidencia la necesidad de 
ordenar el uso del suelo para prevenir y 
minimizar los impactos provocados por 
esos fenómenos.  

En 2017 se registraron 841 eventos, 
cifra superior a la media de los últimos 
doce años (808). El más dañino fue la 
tormenta tropical Nate (ocurrida solo 
once meses después del huracán Otto), 

que	fue	responsable	del	90%	del	total	de	
desastres (DesInventar, 2018). Pese a que 
este fenómeno alcanzó el rango de hura-
cán una vez que salió de Costa Rica, sus 
efectos fueron signifi cativamente mayo-
res que los ocasionados por el huracán 
Otto en 2016. 

Entre los daños causados por Nate se 
cuentan 14 personas fallecidas (4 más que 
las registradas para Otto) y 11.517 que 
debieron ubicarse en los 179 albergues 
que se establecieron temporalmente. En 
términos territoriales, hubo afectación 
en 76 cantones, y Puntarenas fue la pro-
vincia	 más	 impactada	 (42,9%	 del	 total	
de pérdidas económicas). Por sectores, se 
mantuvieron las tendencias reportadas en 
anteriores entregas de este Informe. Las 
mayores pérdidas se dieron en infraes-
tructura vial: 236.000 millones de colo-
nes	 (72%)	 y	 en	 viviendas:	 985	 deben	
reubicarse, 346 repararse y 274 recons-
truirse. Se estima que para ello se reque-
rirá un presupuesto que supera los 21.000 
millones de colones (CNE, 2018). 

Área sembrada, por principales productos agrícolas, según tipo 
de actividad. 2017

Fuente: Elaboración propia con datos de Sepsa-MAG, 2018.  

GRÁFICO 1.17
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La atención de estos efectos podría 
ampliar aun más el déficit en las finanzas 
del Gobierno. De acuerdo con Zárate 
(2018), las pérdidas reportadas luego del 
huracán Otto y la tormenta Nate repre-
sentaron un 0,4% y un 1,3% del PIB de 
2016 y 2017, respectivamente; un 2,4% 
y un 6,7% de los ingresos fiscales de cada 
año. En el primer caso, para recuperar 
las condiciones de inicios de 2016 en 
infraestructura vial, educación, agricul-
tura y otros, el Estado debería destinar 
un monto equivalente a un 2,5% de todos 
sus ingresos y un 1,3% del Presupuesto 
Nacional de ese año; pero dado que la 
recaudación tributaria es insuficiente, el 
endeudamiento aumentaría un 2,9%. En 
el caso de Nate, la cifra requerida para 
volver a la situación previa al fenómeno 
representa un 3,6% del Presupuesto de 
2017 y un incremento de 7,9% en la 
deuda. En la periferia la situación es 
más grave. Por ejemplo Buenos Aires, el 
cantón más afectado por la tormenta, 
requiere una suma diez veces superior al 
presupuesto de su Municipalidad para 
2017 (3.829 millones de colones). 

Las acciones en materia de ordena-
miento territorial y el combate de los 
rezagos sociales y regionales han sido 
insuficientes para atenuar los riesgos en 
la población más vulnerable. En escena-
rios de cambio climático, estas debilida-
des se agudizan. Por ello es relevante que 
los esfuerzos hayan comenzado a tener 
una orientación más clara hacia el campo 
de la adaptación, que es justamente el que 
propicia la reducción de riesgos. En ese 
sentido, en 2017 se oficializó la Política 
Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático (decreto 41091-Minae). 

Miradas a profundidad
En esta sección se analizan tres temas 

específicos, relacionados con la gestión 
institucional y las limitaciones que tiene 
el país para convertir la sostenibilidad 
ambiental en un criterio que acompañe 
la evolución en otros ámbitos del desarro-
llo humano. Se trata de asuntos que en 
ediciones anteriores han sido calificados 
como retos centrales, sea por su amplitud 
o porque han carecido de información 
sistemática y actualizada para ser evalua-
dos adecuadamente. 

Nuevas tendencias en el crecimiento 
urbano de la GAM

En sus últimas entregas, el Informe 
Estado de la Nación analizó el crecimien-
to urbano en el país y sus implicaciones 
ambientales, sociales y económicas. En 
la Gran Área Metropolitana (GAM) se 
identificaron patrones de expansión dis-
persa y serios problemas de movilidad, 
alto impacto ambiental y riesgo de desas-
tres; y en las llamadas “ciudades inter-
medias” se observó la reiteración de los 
mismos esquemas. 

En las últimas tres décadas, las diná-
micas económicas y sociales incentiva-
ron una rápida expansión horizontal de 
la GAM. Sin embargo, en el período 
2010-2018 se registró un aumento en la 
densidad poblacional, fenómeno que se 
explica por la tendencia al agotamien-
to de terrenos aptos para urbanización 
(recuadro 1.1) y la mayor cantidad de 
construcciones verticales, más que por 
un cambio en la forma desordenada y sin 
planificación territorial en que se han 
desarrollado las zonas urbanas, no solo 
en la GAM sino en todo el país.

RECUADRO 1.1

Las tendencias constructivas de las 

últimas tres décadas están llevando al 

agotamiento de los terrenos aptos para 

urbanizar en la GAM. Este fenómeno se 

explica por las características del marco 

regulatorio existente, así como por fac-

tores geográficos y de mercado. Como 

muestra el mapa 1.3, un 30% de los distri-

tos ya urbanizó gran parte de su espacio, 

luego de varias décadas de expansión: del 

total de 164, 28 ya tienen ocupado más 

del 85%.

En el primer campo, el Plan Regional 

de Desarrollo Urbano de la GAM, de 

1982 (Plan GAM 82), estableció un “ani-

llo de contención” que definía una zona 

de 42.200 hectáreas para el desarrollo 

urbano y 152.500 de “zona especial de 

protección”. Sin embargo, no se crea-

ron las herramientas técnicas, jurídicas 

e institucionales para hacer efectiva esa 

regulación, ni para seguir un esquema de 

ordenamiento territorial dentro o fuera 

del límite fijado. El 75% de las viviendas 

ubicadas dentro del anillo es horizontal, 

es decir, rápidamente el suelo fue ocupa-

do por edificaciones de uno o pocos pisos 

y en baja densidad. En consecuencia, la 

proporción construida en esa zona pasó 

de 49,7% en 1986, a cerca de 82,1% en 

2018, lo que deriva en el agotamiento de 

la tierra libre cerca de los centros de las 

ciudades. Esta tendencia es notoria en 

las áreas donde se concentra la vivienda 

Los mejores terrenos para urbanización en la GAM tienden a agotarse

de interés social al sur y noreste de San 

José, así como al sur de Heredia. Lo ante-

rior no significa que el 18% de terreno 

restante está disponible para urbanizar, 

debido a tres aspectos:

•	 No cuenta con las condiciones mínimas 

de infraestructura vial, sanitaria, de 

recursos hídricos y servicios urbanos y, 

por tanto, carece de conectividad, inte-

gración y jerarquía. En otras palabras, 

se trata mayoritariamente de tierras 

deficitarias en términos de viabilidad 

urbana. 

•	 Las áreas desarrollables están rela-

tivamente alejadas de las ciudades: 

por ejemplo, al suroeste de Alajuela 

(La Garita, Turrúcares) o al oeste de 

Cartago (Tobosi). Esto implica una 

relación negativa entre los tiempos de 

viaje versus superficie disponible y un 

sacrificio en calidad de vida, lo cual es 

grave, en particular, para los sectores 

de menores ingresos.  

•	 El espacio entre los mayores remanen-

tes de tierra y el centro de las ciudades 

está reservado para zonas industriales 

pesadas: Coris en Cartago y Ciruelas-El 

Coyol en Alajuela.

Fuente: Sánchez, 2018c.
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En 1986, el área urbana de la GAM era 
de aproximadamente 20.986 hectáreas; 
en 1997 alcanzó 27.044 y en 2010 llegó 
a 33.088. Esto representa un crecimiento 
absoluto	 cercano	 al	 23%	 en	 ese	 perío-
do (Sánchez, 2015). Según estimaciones 
para el 2018 (Sánchez, 2018c)18, hoy esa 
área ronda las 34.639 hectáreas, equiva-
lentes a una expansión de 1.551 hectá-
reas con respecto al 2010. La tendencia 
al agotamiento del área disponible para 
urbanización ha provocado que el cre-
cimiento inmobiliario de la GAM gire 
hacia un desarrollo más vertical. Esto 
bajó las tasas de expansión y mejoró 
relativamente la densidad (es decir, la 
relación entre la cantidad de habitantes 
y el área urbana19). Entre 1997 y 2010 no 
hubo cambios sustantivos en este indica-
dor, pero entre 2010 y 2018 se registró 
un aumento de 3 puntos, muy superior 
a los 0,4 puntos de los trece años previos 
(gráfi co 1.18). Esto signifi ca que la GAM 

MAPA 1.3

Porcentaje urbanizado del área, por distritos en la gAM. 2018

Fuente: Sánchez, 2018c.

Tasa de crecimiento de indicadores urbanos en la gAM

Fuente: Sánchez, 2018c, con datos del INEC, Sánchez, 2015 y Pérez y Pujol, 2011.
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crece mediante el uso de espacios vacíos 
en los bordes (hacia las zonas de mon-
taña al sur y al norte) o dentro de áreas 
urbanas consolidadas, y no tanto por 
dispersión lejana al área ya construida, 
como fue la tónica por décadas y está 
sucediendo en la actualidad en las ciuda-
des fuera de la GAM.

Este cambio en la tendencia del desa-
rrollo urbano de la GAM no implica, por 
sí mismo, la solución de otros problemas 
del modelo de ciudad que se viene comen-
tando. Sin herramientas de ordenamien-
to territorial adecuadas ni visión regio-
nal, la mayor densidad de algunos puntos 
o las construcciones verticales no nece-
sariamente resolverán el alto impacto 
económico, social y ambiental de los 
patrones de movilidad y transporte, dado 
que no fueron procesos planificados. 

El análisis de la base de datos de per-
misos de construcción del INEC para el 
período 2013-2016, usando la variable 
“área construida” para diferentes cate-
gorías de uso del suelo20, muestra que en 
esos años el 50% se desarrolló en 21 dis-
tritos, con una marcada concentración 
hacia el oeste. Además, los condominios 
y apartamentos pasaron de representar 
un 5,2% del total del área construida en 
1990, al 25,2% en 2017. El 80% se loca-
liza en 24 distritos, también sobre todo 
en zonas hacia el oeste y norte del centro 
de la GAM. 

Como se ha venido señalando, Costa 
Rica, como muchos otros países en 
vías de desarrollo, carece de una ley de  
ordenamiento territorial, y los instru-
mentos efectivos en ese ámbito son 
sumamente escasos. Tanto en el plano 
regional como en el nacional existen 
regulaciones detalladas sobre construc-
ción, pero la creación de herramientas 
robustas de política pública para el orde-
namiento del territorio está bloqueada, 
entre otros aspectos, por el complejo 
entramado institucional y normativo 
existente. Algunos inconvenientes son 
objeto de debate o generan puntos de 
vista divergentes entre consultores, espe-
cialistas y entidades involucradas en dis-
tintas etapas del proceso (véase, por ejem-
plo, Sánchez, 2018c y Astorga Gättgens, 
2018).

A mediados de 2018, 20 de los 81 
municipios del país21 tenían un plan 

regulador cantonal (PRC) que abarcara 
la totalidad de su territorio, y otros 22 
contaban con instrumentos parciales. Es 
decir, apenas el 52% de los cantones tenía 
un PRC; además muchos de ellos están 
desfasados: 15 fueron aprobados antes de 
1997, 17 entre 1998 y 2007, y únicamen-
te 9 en los últimos diez años22. La falta de 
actualización o la ausencia de PRC cons-
tituyen un serio problema. A nivel regio-
nal solo la GAM tiene un instrumento 
vigente: el Plan Regional de Desarrollo 
Urbano de la GAM de 1982 (Plan GAM 
1982). Dado su desfase temporal, por 
más de una década se han realizado, sin 
éxito, varios intentos para sustituirlo. 
El más reciente se plasmó en el Plan 
Regional de Ordenamiento Territorial 
de la Gran Área Metropolitana 2013-
2030 (Plan GAM 2013), cuya aplicación 
está suspendida desde el 2015 por una 
acción de inconstitucionalidad (expe-
diente 14-019525-0007-CO). 

Institucionalidad ambiental es dispar, 
en detrimento de la sostenibilidad

Durante varios años, este Informe ha 
advertido que parte de los problemas 
ambientales del país se debe a limitacio-
nes estructurales en los entes encargados 
de la gestión en este campo, no solo por 
falta de capacidades (técnicas o financie-
ras), sino por trabas derivadas del diseño 
mismo de esa institucionalidad. Entre los 
organismos vinculados de alguna forma 
con el ambiente, los más fuertes no tie-
nen un enfoque exclusivo en esta área, 
sino que se encargan del uso de los recur-
sos naturales para el logro de otras metas 
de desarrollo; en cambio, las entidades 
que tienen las tareas de protección, con-
trol y regulación ambiental, son débiles 
o tienen competencias y capacidades dis-
persas, traslapadas o restringidas. 

Una valoración general permite afir-
mar que el desarrollo de la instituciona-
lidad ambiental es dispar desde el punto 
de vista de sus objetivos. Usando como 
insumo principal la base de datos de enti-
dades públicas del PEN23, este estudio 
identificó 37 órganos que están relacio-
nados o tienen competencias en la mate-
ria, y que de aquí en adelante se denomi-
narán “sector ambiental”24. Dado que la 
unidad de análisis de la base de datos es 
la “entidad pública”25, no se consideran 

los cambios sufridos por dependencias o 
departamentos que carecen, por ejemplo, 
de personería jurídica. 

El sector pasó de 20 entidades en 1990 
a 37 en 2017. En ese período tomaron 
preponderancia (sin llegar a ser mayo-
ritarios) los nuevos órganos encargados 
expresamente de la gestión y regulación 
ambientales: 11 de las 15 instituciones 
que tienen esa condición se fundaron 
en esos años (por ejemplo el Minae, el 
Sinac y el Fonafifo). Más de la mitad 
de estos entes (21 de 37) son órganos 
desconcentrados, lo cual implica limita-
ciones en la disponibilidad presupues-
taria y la autonomía para organizar sus 
propias contrataciones administrativas y 
de personal. Pero hay una diferencia en 
términos económicos: gran parte de las 
tareas de regulación han sido asignadas 
a entes que tienen capacidades jurídicas y 
financieras restringidas, mientras que los 
mejor financiados suelen estar orientados 
a apoyar el crecimiento económico y el 
bienestar social; aunque tengan objetivos 
ambientales, esta no es su agenda princi-
pal. Entidades de control y protección, o 
responsables de medir y evitar impactos 
ambientales (como el Minae, el Sinac y 
la Setena) en general cuentan con pocos 
recursos, si se comparan con aquellas 
cuyo énfasis es la promoción de activida-
des productivas o la prestación de servi-
cios (como el ICE, Recope, la CNFL y el 
AyA). En el gráfico 1.19 se evidencia esa 
disparidad funcional y presupuestaria. 

Aumenta la conservación, pero 
persiste el uso insostenible de los 
recursos marinos

 Pese a que en la última década se ha 
visto un mayor interés en el tema, en el 
largo plazo Costa Rica no ha otorgado 
una alta prioridad ni ha tenido una visión 
clara y estructurada sobre la gestión de 
sus recursos marino-costeros, tanto en 
términos de su conservación como de la 
sostenibilidad de su aprovechamiento. 
Los esfuerzos recientes de ordenamiento 
territorial marino −dignos de recono-
cimiento− afrontan grandes rezagos de 
información sobre el estado de la biodi-
versidad, una explotación desordenada 
e insostenible, y recurrentes conflictos 
sociales e institucionales. Esto se deriva 
de un marco normativo disperso y una 
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Entidades públicasa/ relacionadas con el ambiente, según tamaño presupuestario, fuente de financiamiento 
y naturaleza jurídica 

a/ Los nombres completos de las instituciones pueden consultarse en la sección “Siglas y acrónimos” de este Informe.

Fuente: Durán, 2018, con información de la base de datos de entidades públicas del PEN y de la CGR.
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institucionalidad débil y fragmentada, 
que replica la valoración sobre el tema 
ambiental en su conjunto, con pocas 
capacidades y escaso compromiso de los 
actores privados. 
Costa Rica concentra el 3,5% de las 

especies marinas registradas en el mundo 
(Wehrtmann, et al., 2009). Esto la  
posiciona a nivel internacional como un 
“punto caliente” de biodiversidad, y le 
impone el reto de desplegar esfuerzos 

para garantizar su adecuada protección y 
gestión. En 2017, como resultado del fallo 
de la Corte Internacional de Justicia de 
La Haya sobre un conflicto de límites con 
Nicaragua, la superficie marina nacional 
ganó un 2,6%. Esta zona no solo cum-
ple importantes funciones ecosistémicas, 
sino que tiene usos productivos relevan-
tes, como la pesca, el desarrollo turísti-
co y actividades de maricultura y desa-
linización. Adicionalmente, las costas 

albergan siete puertos, por los que tran-
sita el 80% de las exportaciones costarri-
censes (LegisComex, 2015).

No se cuenta con estadísticas actuali-
zadas y desagregadas sobre las descargas o 
ventas de productos pesqueros, una debi-
lidad que reiteradamente se le ha seña-
lado al Incopesca. Algunos indicadores, 
vistos en el largo plazo, sugieren una 
posible sobreexplotación y el agotamien-
to de recursos específicos. Por ejemplo, el 
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número de desembarques muestra ten-
dencias decrecientes desde inicios del 
presente siglo, después de alcanzar un 
máximo de 27.214 toneladas en 2001. 

Junto al problema de la sobreexplota-
ción, existen al menos tres prácticas que 
amenazan la estabilidad de los recursos 
y ecosistemas marino-costeros: el uso de 
artes ilegales, la pesca de poblaciones juve-
niles y el defi ciente manejo de especies. 

Los mares y costas albergan un rico 
capital natural, que da lugar a valiosos 
fl ujos de servicios, bienes ambientales 
y réditos económicos. Pese a esto, y a 
que	 los	 mares	 representan	 el	 92%	 del	
territorio bajo jurisdicción del Estado 
costarricense, su ordenamiento no está 
contemplado en la Política Nacional del 
Ordenamiento Territorial 2012-2040, ni 
se cuenta con estructuras que aseguren su 
gobernanza (Mivah, 2012). Hay algunos 
esquemas de protección o manejo que 
han crecido notoriamente en los últimos 
años. Tras la declaración de las áreas 
marinas de manejo Cabo Blanco (decre-
to 40442-Minae), en junio de 2017, y 
Bahía de Santa Elena (decreto 41171-

Instituciones vinculadas a la gestión de recursos marino-costeros y áreas de competencia

Fuente: Elaboración propia con datos de Ross et al., 2018.
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Minae), en junio de 2018, la superfi cie 
protegida	 alcanzó	 un	 2,7%	del	 total.	 El	
punto es que ese porcentaje está lejos 
del	objetivo	de	conservar	un	10%	de	 las	
zonas marinas y costeras, establecido en 
las Metas Aichi26 para el 2020. 

Al igual que el resto del sector ambien-
tal, el relacionado con el uso y conser-
vación de los recursos marino-costeros 
tiene un marco normativo e institucional 
cuyo diseño y capacidades difi cultan la 
gestión adecuada y el logro de la soste-
nibilidad. Existe al menos una docena 
de instituciones públicas, entre las que 
fi guran ministerios, municipalidades, 
consejos y secretarías, con atribuciones 
y tareas en esta materia (Ross et al., 2018 
y Cabrera, 2018). Como se observa en el 
gráfi co 1.20, sus campos de acción son 
muy variados, desde la asesoría técnica y 
la planifi cación, hasta la coordinación, la 
vigilancia y la protección. Pero resaltan 
los altos niveles de superposición entre 
las funciones de una y otra instancias; 
por ejemplo, nueve tienen facultades de 
coordinación y cinco fungen como emi-
soras de permisos. 

En 2017 resaltan dos confl ictos rela-
cionados con este tema. En primer lugar 
fi gura la tensión generada por la designa-
ción del Incopesca y el MAG como las 
autoridades científi ca y administrativa 
de la convención Cites, respectivamen-
te. Con ella se elimina la participación 
de una instancia científi ca colegiada en 
la emisión de permisos y certifi cados 
para la exportación de especies pesque-
ras y acuícolas. Un proceso contencioso-
administrativo (aún no resuelto) busca la 
anulación del decreto que sustenta esta 
medida. Mientras tanto, varias toneladas 
de aleta de tiburón siguen almacenadas 
a la espera de autorización para su venta. 

El segundo motivo de protesta fue el 
proyecto de “Ley para el ejercicio susten-
table de la pesca semiindustrial camaro-
nera en Costa Rica” (expediente 18968), 
que pretendía reinstaurar la pesca de 
arrastre, a cambio de utilizar un dis-
positivo excluidor de peces para evitar 
los impactos ambientales. Cabe recordar
que en 2013 la Sala Constitucional 
ordenó al Incopesca “no otorgar nin-
gún permiso, autorización o licencia
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nuevos, ni renovar los vencidos, ni tam-
poco reactivar los inactivos para la pesca 
de camarón con redes de arrastre de 
fondo” (voto 2013-10540). Muchas 
organizaciones consultadas se opusieron 
al proyecto, en particular por la falta 
de estudios técnicos que justifiquen las 
acciones contempladas para atender los 
impactos socioambientales. Del voto 

10540 se desprende que es necesaria una 
reforma "legal" (en sentido formal) y 
no "normativa". Por esta razón la Sala 
anuló el acuerdo de la Junta Directiva del 
Incopesca (AJDIP/474/2017) que regu-
la el otorgamiento de "nuevas licencias 
de pesca", distintas a las suspendidas en 
2013 (Cabrera, 2018). 

La coordinación del capítulo estuvo a cargo de 

Leonardo Merino y Karen Chacón.

La edición técnica la efectuaron Leonardo 

Merino y Karen Chacón, con el apoyo de Jorge 

Vargas Cullell.
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Aguas, Minae); Rafael Monge (Ceniga-Minae); Ana 

Lucrecia Guillén (Fonafifo); Alfonso Barrantes, 

Sebastián Ugalde (ONF); Walter Zavala (Contraloría 

Ambiental-Minae); Maricela Rodríguez (TAA); Laura 

López, Flor Moya (Defensoría de los Habitantes de 

la República); Lorena Mariño, Rodrigo Morales, 

Jorge Mario Montero, Javier Bonilla, Marianella 

Rodríguez, Rolando Portilla (ICE); Víctor Beita, 

Ricardo Orozco (UNA); Jeniffer Hidalgo (RTV); 

Virgilio Espinoza (ICT); Karen Vásquez (Red de 

Reservas Privadas); Ingo Wehrtmann, Jorge 

Cortés (Cimar-UCR); Juan Robalino (UCR); Susana 

Rodríguez (Aresep); Lilliam Marín (CGR); Rosendo 

Pujol (ProDUS-UCR) y Nuria Chavarría (Setena). 

Los talleres de consulta se realizaron los días 

5, 11 y 13 de junio y 31 de julio de 2018, con la 

participación de Jairo Aguilar, Bernardo Aguilar, 

Alonso Alfaro, Mario Alvarado, Francisco Angulo, 

Andrés Araya, Allan Astorga, Yamileth Astorga, 

Luis Ávila, Annika Berlin, Mariana Blanco, Nicolás 

Boeglin, Alice Brenes, Jorge Cabrera, Vicky Cajiao, 

Carla Campos, Javier Carazo, Diddier Chacón, 

Nuria Chavarría, Evelyn Conejo, Carlos Cordero, 

Adriana Cordero, Lenin Corrales, Jorge Cortés, 

Iván Delgado, Juan Diego Naranjo, Nancy Gamboa, 

Ivania García, Adolfo Gell, Jasmín Granados, 

Gustavo Induni, José Manuel Valverde, Berny Marín, 

Lorena Mariño, Alberth Mata, Silvia Matamorros, 

Cinthya Meneses, José Miguel Zeledón, Arturo 

Molina, Catalina Molina, Carlos Montenegro,  

Marvin Mora, Tatiana Mora, Mario Peña, Carlos 

Picado, Rosendo Pujol, Marco Quesada, Alonso 

Ramírez, Roberto Ramírez, Javier Rodríguez, Erick 

Roos, Leonardo Sánchez, Ricardo Sánchez, Marco 

Solano, Vivianne Solís, Daniel Soto, Karen Tat, 

Karol Ulate, Silvia Valentinuzzi, Elidier Vargas, 

Hannia Vega, Mauricio Vega, Roberto Villalobos, 

Herberth Villavicencio e Ingo Wehrtmann.

La revisión y corrección de cifras fueron realiza-

das por Ariel Solórzano y Karen Chacón. 
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Fortalecimiento de la democracia 

Síntesis del capítulo
En 2017 e inicios de 2018 el régimen 

de derechos y libertades políticas sobre 
el que se sustenta la democracia costa-
rricense se mantuvo vigoroso. En este 
período se celebró un nuevo proceso 
electoral limpio, transparente y sin cues-
tionamientos. No obstante, en términos 
de su aporte al desarrollo humano la 
democracia como sistema de gobierno, en 
el balance, tuvo un desempeño mayorita-
riamente negativo. Por una parte, escán-
dalos públicos vividos en forma simultá-
nea por los tres poderes de la República 
pusieron en tela de juicio la gestión de 
sus autoridades y erosionaron la con-
fianza ciudadana en la institucionalidad. 
Por otra, el Ejecutivo −como cabeza de 
gobierno− y el Legislativo no lograron 
articular respuestas a problemas urgentes 
y estructurales del estilo de desarrollo 
nacional. Y, para complicar más la situa-
ción, el Poder Judicial entró en una crisis 
de gobernanza política que provocó la 
renuncia de su Presidente y nuevas plazas 
vacantes en el Corte Suprema de Justicia. 

El desenlace de los comicios de 2018 
complicó aun más la gobernanza política 
del país. El PAC logró la continuidad en 
el Ejecutivo, pero su presencia legislativa 
se debilitó una vez más, pues pasó de la 
segunda a la tercera posición entre las 
fuerzas representadas en el Congreso. 

Las dificultades del sistema político 
no impidieron algunos avances destaca-
bles, sobre los cuales deben construirse 
las mejoras futuras. Entre 2017 y 2018 
se aprobó más legislación con efectos 
positivos sobre el desarrollo humano. 

También disminuyeron los tiempos 
requeridos para aprobar leyes, aunque 
siguieron estando levemente por encima 
del promedio. En el Ejecutivo se redujo 
la cantidad de recursos de inconstitu-
cionalidad contra los decretos firmados, 
y en el Judicial se mantuvieron los altos 
niveles de cumplimiento de las sentencias 
de la Sala Constitucional, con lo cual se 
garantiza la tutela efectiva de los dere-
chos fundamentales. 

En el escenario actual de alta fragmen-
tación política y erosión de los partidos, 
es clave la capacidad del Ejecutivo para 
canalizar las demandas de amplios secto-
res, algunos de ellos antagónicos, y sinte-
tizarlas en acciones viables. Una opción 
para ello es institucionalizar espacios de 
diálogo, con el compromiso de llegar a 
acuerdos concretos, para crear confian-
za en los distintos actores, nacionales e 
internacionales, de que el sistema políti-
co costarricense puede generar resultados 
en este escenario de creciente pluralidad 
política y social. La otra vía, no exclu-
yente, es la capacidad del Ejecutivo de 
trazar un rumbo claro, con un proyecto 
gubernamental bien definido y logros 
tangibles, durante su mandato.

Hallazgos relevantes

•	 Por tercer año consecutivo, se regis-
tró una notable disminución de las 
acciones colectivas en el país. De 323 
movilizaciones en 2016 se pasó a tan 
solo 176 en 2017.

•	 La administración Solís emitió la 
menor cantidad de decretos ejecuti-
vos desde 1990, con 2.012 en total. 
El gobierno más productivo en este 
sentido fue el de Figueres Olsen, en el 
período 1994-1998, con 3.575 órdenes.

•	 En la última legislatura (2017-2018), 
la promulgación de una ley tomó, en 
promedio 20 meses. Con respecto al 
resto del período 2014-2018, ese valor 
representa 6 meses menos que en el 
primer año, 4 menos que en el segundo 
y 2 menos que en el tercero.

•	 El 50% de las leyes sustantivas aproba-
das en el período 2017-2018 no espe-
cifica las fuentes de recursos para su 
cumplimiento.

•	 La elección de 2018 fue una de las más 
atípicas de la historia nacional. Luego 
de un siglo, un partido religioso volvió 
a ser protagonista en la arena políti-
ca. Las dos agrupaciones tradicionales 
quedaron fuera de la primera ronda 
por primera vez desde 1953, y también 
por primera vez la participación electo-
ral no se redujo significativamente en 
la segunda ronda.

•	 El PAC ganó el 73% de los distritos en 
la segunda ronda y logró así la conti-
nuidad en el gobierno. Para ello tuvo 
que recuperar 103 distritos (21% del 
total) que había perdido en la primera 
vuelta, la mayoría de ellos en el Valle 
Central y Guanacaste.

RESUMEN DE LOS CAPÍTULOS DE SEGUIMIENTO
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•	 De acuerdo con un panel electoral 
realizado para este Informe, poco más 
de un millón de personas (un tercio del 
padrón electoral) decidió su voto en los 
días previos a la elección de febrero de 
2018.

•	 Según los resultados del “Votómetro”, 
un cuestionario en línea aplicado por 
el PEN durante la campaña, el electo-
rado es predominantemente estatista 
(74%) y existe un amplio consenso para 
apoyar reformas que mejoren la eficien-
cia política (98%), pero hay polariza-
ción en torno a temas de convivencia 
social, entre conservadores (34%) y 
progresistas (46%).

•	 Considerando la afinidad política de 
quienes respondieron el “Votómetro”, 
los candidatos del Frente Amplio 
(75%) y Renovación Costarricense 
(74%) tuvieron mayores coincidencias 
con sus simpatizantes. En cambio, 
los de Liberación Nacional (57%) y el 
Movimiento Libertario (55%) registra-
ron los menores grados de concordan-
cia con sus bases partidarias. 

•	 Los candidatos con los mejores balan-
ces de comentarios en la red social 
Facebook a lo largo del proceso electo-
ral fueron Fabricio Alvarado y Carlos 
Alvarado. Ambos llegaron a la segunda 
ronda.

•	 La revisión de 49 normas que tutelan 
el régimen disciplinario en 24 institu-
ciones públicas, detectó vacíos legales 
que dificultan el control de conductas 
como la negligencia o la desviación de 
poder, por parte de los funcionarios.

Novedades del capítulo

•	 Se hace un recuento histórico de la 
calificación ciudadana sobre la gestión 
del Presidente de la República desde 
1995.

•	 Se presentan los resultados, hallazgos e 
insumos obtenidos a partir de una serie 
de novedosos instrumentos desarrolla-
dos por el PEN para dar seguimiento 
a la campaña política de 2017-2018, a 
saber:

•	 Un panel electoral efectuado a lo 

largo de la campaña en conjunto 
con el Centro de Investigación y 
Estudios Políticos (CIEP) de la 
UCR, para evaluar la volatilidad en 
las preferencias ciudadanas

•	 La plataforma electoral 
“VotemosCR.com”.

•	 El “Votómetro”, un cuestionario en 
línea aplicado durante la campa-
ña. En este capítulo se reseña la 
información generada en la primera 
ronda, y se perfilan las identidades 
políticas de las casi 300.000 perso-
nas que participaron.

•	 Revisión exhaustiva de los programas 
de gobierno.

•	 Análisis de redes sociales, enfocado 
en las páginas oficiales de la y los 
aspirantes presidenciales en la plata-
forma Facebook.

•	 Para aproximar el tema del control 
de la corrupción, se indaga acerca de 
la normativa y las conductas puni-
bles en la Administración Pública.

CUADRO 1.4

Valoración de algunos indicadores políticos por su desempeño nacional. 2017

Desempeño del 2017a/

Posiciónb/ Aumenta Se mantiene Se reduce

Por encima del promedio • Legislación sustantiva aprobada
• Legislación sustantiva aprobada en 
   el período de sesiones extraordinarias
• Volatilidad electoral

• Duración promedio en la aprobación 
   de leyes
• Rotación en el Gabinete

Por debajo del promedio • Cumplimiento de sentencias 
   de la Sala Constitucional

• Respaldo de la ciudadanía a la gestión
    presidencial
• Confianza ciudadana en el Poder Judicial
• Cantidad de decretos ejecutivos emitidos
• Proporción de recursos de 
   inconstitucionalidad contra 
   decretos ejecutivos
• Proporción de leyes iniciadas por el 
   Ejecutivo
• Proporción de leyes que indican las fuentes
   de financiamiento
• Conflictividad social

a/ El desempeño se evalúa comparando los valores registrados por el indicador en 2016 y 2017.
b/ La valoración se realiza comparando el valor obtenido en 2017 con el promedio para el período 1990-2016, con las siguientes excepciones: la conflictividad social desde 
1992 y el respaldo de la ciudadanía a la gestión presidencial desde enero de 1995. 
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Balance político
Los principales hallazgos de este capí-

tulo muestran avances en varios indi-
cadores de gestión del Ejecutivo y una 
reducción significativa en la protesta ciu-
dadana durante el cuatrienio 2014-2018. 
Sin embargo, las mejoras no estuvieron 
asociadas a respuestas de política pública 
a los temas más sensibles que amenazan 
la sostenibilidad del Estado de bienestar, 
específicamente la situación de las finan-
zas públicas. La Asamblea Legislativa fue 
partícipe del inmovilismo en torno a este 
problema, que además se agravó con la 
aprobación de más exoneraciones fiscales 
y más leyes sin fuentes de financiamiento 
para su concreción. 

En el marco de un proceso electo-
ral polarizado, un escándalo de tráfico 
de influencias salpicó a los tres poderes 
de la República: deterioró la aprobación 
ciudadana de la labor del Ejecutivo y, en 
especial, sumió al Poder Judicial en una 
seria crisis política que culminó con la 
salida del máximo jerarca de la Corte 
Suprema de Justicia. Sin embargo, ello 
no parece haber afectado la tutela de los 
derechos fundamentales, área en la que el 
balance es positivo, pues las sentencias de 
la Sala Constitucional, en su mayoría, se 
cumplen. Con ello, se mantiene la forta-
leza del Estado de derecho sobre el que se 
asienta la democracia costarricense.

Gestión del Ejecutivo produjo 
estabilidad en el clima político, pero 
no logró construir acuerdos sobre la 
agenda urgente

El análisis de la gestión del Ejecutivo 
durante el 2017 e inicios del 2018 mues-
tra una convergencia entre la agenda 
política del Gobierno y las asociaciones 
de trabajadores públicos, que influyó sus-
tancialmente en la fuerte reducción de la 
conflictividad social, medida a partir de 
la base de datos de acciones colectivas del 
PEN. Por tercer año consecutivo se regis-
tró un descenso significativo en las movi-
lizaciones populares: de 323 en 2016, 
a tan solo 176 en 2017. Esto convierte 
el año en estudio en el más bajo de la 
serie histórica disponible. Este hallazgo 
coincide con los estudios realizados por 
el Instituto de Investigaciones Sociales 
de la Universidad de Costa Rica (IIS-
UCR), que también identifican el 2017 

como el año de menor protesta ciudada-
na (gráfico 1.21).

Los resultados al final del período pre-
sidencial revelan, además, que descendió 
la rotación en el Gabinete, con lo cual, 
en el balance, el Gobierno experimentó 
menos shocks políticos que la administra-
ción anterior. Y en la evaluación ciuda-
dana, el mandatario Solís Rivera terminó 
su labor con niveles de aprobación cerca-
nos al promedio de las últimas décadas, 
luego de una notable caída a la mitad de 
su gestión, en una situación compara-
tivamente mejor que la de la presidenta 
Chinchilla Miranda. 

La combinación de estos tres indica-
dores −reducción de la conflictividad 
social, menor rotación en el Gabinete y 
mejores niveles de aprobación− refleja 
que el Gobierno procuró asegurar cierta 
estabilidad en el clima político y social al 
finalizar su mandato. Otros indicadores, 
como la emisión de decretos ejecutivos y 
los proyectos tramitados en el Congreso, 
muestran que la administración Solís 
Rivera terminó su período constitucional 
con una deuda sustantiva: sus esfuerzos 
no lograron forjar acuerdos con diversos 
actores políticos y sociales, fundamental-
mente en la Asamblea Legislativa, sobre 
la agenda fiscal y de contención del gasto 
público, que se volvió prioritaria durante 
su gestión. No comprometió su capi-
tal político en temas complejos en los 

que existen altos niveles de polarización, 
cuyo abordaje ponía en riesgo los positi-
vos resultados en los ámbitos de conflic-
tividad social y calificación ciudadana.

En 2017 e inicios del 2018 se profundi-
zó la debilidad del Ejecutivo en el uso de 
sus herramientas de gestión política. Por 
ejemplo, en las últimas administraciones 
se ha reducido considerablemente el uso 
del decreto ejecutivo, un instrumento 
que produce normativa jurídica con efec-
tos generales sobre la colectividad y busca 
regular conductas sociales en una diversi-
dad de situaciones futuras. Datos de una 
serie histórica de veintiocho años mues-
tran que el gobierno de Figueres Olsen 
(1994-1998), fue el más productivo en 
este sentido, con 3.575 mandatos, y en 
el extremo opuesto se ubica el presidente 
Solís, con un total de 2.012 decretos. En 
este período fue particularmente nota-
ble la reducción de las órdenes de alto 
alcance27, el principal mecanismo para la 
emisión de política pública por parte del 
Gabinete. 

Otra manifestación de debilidad en 
la gestión del Ejecutivo se observa en el 
adverso escenario que este ha enfrentado 
en las últimas décadas para impulsar su 
proyecto político ante el Congreso. En 
la legislatura 2017-2018 solo un 21% de 
las leyes aprobadas correspondió a ini-
ciativas del Ejecutivo. Es el tercer valor 
más bajo de toda la serie histórica que 

Acciones colectivas por año. 1992-2017

Fuente: Gómez Campos, 2018a, con información de la base de datos de acciones colectivas del PEN.
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inicia en 1986. Los otros dos casos de 
baja producción legislativa a instancia 
del Ejecutivo fueron el cuarto año del 
gobierno Pacheco de la Espriella (2005-
2006), con un 19%, y el último del 
gobierno Arias Sánchez (2009-2010), 
con tan solo un 14%. Por el contrario, los 
mandatarios que lograron mayor efec-
tividad fueron Monge Álvarez (en las 
legislaturas 1986-1987 y 1989-1990) con 
más del 70% de su agenda aprobada, y 
Rodríguez Echeverría (1998-2002), con 
un 48% en promedio. El gráfico 1.22 
muestra los porcentajes de leyes promul-
gadas que fueron iniciadas por los pode-
res Legislativo y Ejecutivo, y la progresiva 
pérdida de efectividad de este último.

En este ámbito, también es importante 
evaluar la efectividad del Ejecutivo en la 
negociación de apoyos para su agenda 
durante las sesiones extraordinarias. Vale 
recordar que, según el artículo 18 de la 
Constitución Política, por seis meses al 
año28, vía decreto el Poder Ejecutivo con-
voca a la Asamblea Legislativa a sesiones 
extraordinarias y define la agenda de 
proyectos por discutir. 

En el caso de la administración recién 
finalizada, del presidente Solís Rivera, 
destacan dos hallazgos. El primero es 
que, al considerar todo el mandato, se 
observa un inicio deficiente y un des-
empeño bastante más positivo hacia el 
final. Solo en el cuarto año logró superar 
el promedio de “legislación sustantiva”, 
es decir, leyes que tienen efectos sobre el 
desarrollo humano, por el reconocimien-
to de derechos a amplios sectores de la 
población y/o la creación de nuevas com-
petencias estatales. El segundo hallazgo 
es que, a pesar de la mejora, al revisar la 
producción de la última legislatura, es 
claro que el Ejecutivo no consiguió nego-
ciar la agenda prioritaria para el país. 
De las 65 leyes aprobadas en sesiones 
extraordinarias en el período 2017-2018, 
apenas 13 son sustantivas, y solo una de 
ellas está directamente relacionada con 
la agenda fiscal y de contención del gasto, 
que el mismo presidente Solís identificó 
como urgente en la segunda mitad de 
su gobierno. Se trata de la ley 9544, de 
Reforma del Régimen de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial. 

Estos datos muestran que las accio-
nes de la administración Solís−que  

reconoció un serio problema fiscal− fue-
ron insuficientes para impulsar acuerdos 
sustantivos en la agenda de racionali-
zación del gasto público, el aumento de 
impuestos y las mejoras en la administra-
ción tributaria.

Congreso mejoró productividad y 
tiempos de aprobación, pero no 
resolvió las tensiones sobre el tema 
fiscal y la contención del gasto

El principal hallazgo de esta sección 
es que, en el último año de gestión del 
Congreso conformado para el período 
2014-2018, hubo mejoras en indicado-
res como la normativa que amplía los 
derechos de la población (legislación sus-
tantiva) y los tiempos requeridos para 
promulgar las leyes. No obstante, en el 
balance general, la Asamblea Legislativa 
no logró avanzar en la atención de los 
asuntos prioritarios de la agenda nacio-
nal. Culminó sus labores constituciona-
les en abril de 2018 sin un acuerdo sobre 
el tema fiscal, más allá de la disposición, 
en el último momento, de aplicar la “vía 
rápida” (artículo 208 bis del Reglamento 
Legislativo) para que el nuevo Congreso 
discutiera la reforma. Aprobó cuatro 
leyes sobre la materia, pero ninguna 
atacó el tema medular del déficit fiscal 
que, en la lista de prioridades de una 
amplia lista de formadores de opinión, 
seguía en el primer lugar y sin respuesta 
al redactarse este Informe. 

En su último año, el Congreso 2014-
2018 más bien se movió en sentido con-
trario al objetivo de sanear las finanzas 
públicas, debido al aumento en la canti-
dad de exenciones fiscales y, en particu-
lar, de la aprobación de más leyes sin con-
tenido económico para su cumplimiento. 
Cuando no se asignan recursos, la norma 
aprobada se convierte en “promesa demo-
crática sin sustento económico”. Estos 
casos reflejan problemas en la calidad de 
la legislación, dado que pueden reducir 
las probabilidades de que esta se con-
crete. Además aumenta la presión sobre 
las entidades públicas, a las cuales se 
les asignan nuevos mandatos, pero sin 
dotarlas de capacidades para ello. Y, en 
la población, se crean condiciones para 
el malestar con el sistema político, por 
su incapacidad para hacer efectivos los 
derechos reconocidos. 

En la última legislatura (2017-2018), 
la mitad de las leyes volvió a carecer de 
recursos para su cumplimiento. En otras 
palabras, en ese año, mientras arreciaba 
el problema de las finanzas públicas, la 
Asamblea Legislativa tuvo un comporta-
miento más irresponsable desde el punto 
de vista fiscal. Este fenómeno es más 
grave al considerar que, en el período 
2014-2018, el Congreso aprobó la mayor 
cantidad de exoneraciones fiscales desde 
2002.

Legislación aprobada, según iniciativa

Fuente: Gómez Campos y Herrera, 2018, con datos del Departamento de Servicios Parlamentarios de la Asamblea Legislativa.

GRÁFICO 1.22

 

0% 

20% 

40% 

60% 

80% 

100% 

19
86

-1
98

7 
19

87
-1

98
8 

19
88

-1
98

9 
19

89
-1

99
0 

19
90

-1
99

1 
19

91
-1

99
2 

19
92

-1
99

3 
19

93
-1

99
4 

19
94

-1
99

5 
19

95
-1

99
6 

19
96

-1
99

7 
19

97
-1

99
8 

19
98

-1
99

9 
19

99
-2

00
0 

20
00

-2
00

1 
20

01
-2

00
2 

20
02

-2
00

3 
20

03
-2

00
4 

20
04

-2
00

5 
20

05
-2

00
6 

20
06

-2
00

7 
20

07
-2

00
8 

20
08

-2
00

9 
20

09
-2

01
0 

20
10

-2
01

1 
20

11
-2

01
2 

20
12

-2
01

3 
20

13
-2

01
4 

20
14

-2
01

5 
20

15
-2

01
6 

20
16

-2
01

7 
20

17
-2

01
8 

Elecciones Legislativo Ejecutivo 



 RESUMEN		  ESTADO DE LA NACIÓN	 63

Miradas a profundidad
Esta segunda parte del capítulo se con-

centra en dos temas. El primero, como en 
todos los años electorales, es el análisis 
a fondo de los comicios nacionales de 
2018. El segundo tema es nuevo: el alcan-
ce de la normativa que tutela las conduc-
tas de los funcionarios públicos. Este es 
un asunto relevante, habida cuenta de los 
escándalos de corrupción que estallaron 
en 2017 y que culminaron con el encar-
celamiento de funcionarios, renuncias 
de miembros del Gabinete y salidas de 
magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia. 

El PAC logra la continuidad en 
elecciones atípicas, con alta 
volatilidad y fuerte polarización social

Los comicios de 2018 dieron al Partido 
Acción Ciudadana (PAC) la continuidad 
en el gobierno, en una de las contiendas 
más atípicas en la historia reciente del 
país. Esto se debió a múltiples factores, 
entre ellos el ascenso de un partido evan-
gélico en las preferencias del electorado 
y, en el contexto de la segunda ronda, la 
ausencia de los dos partidos tradicionales 

y la alta participación ciudadana, aun 
cuando esa etapa del proceso coincidió 
con un fin de semana de vacaciones. Pese 
a la atipicidad, los resultados no varia-
ron los fundamentos de la democracia: 
fueron elecciones libres, transparentes 
y ordenadas, cuyos resultados mantu-
vieron la conformación multipartidista 
del Congreso y reducidos apoyos en el 
Legislativo para la nueva administración. 
Además, la campaña se caracterizó por 
una alta volatilidad y una fuerte polari-
zación en la agenda de convivencia social. 

Desde hace más de seis décadas los 
mayores niveles de participación electo-
ral se dan en los centros urbanos, par-
ticularmente en el Valle Central, mien-
tras que las regiones periféricas siguen 
presentando altas tasas de ausentismo. 
Una de las consecuencias de este patrón 
es el surgimiento de “ecosistemas”, que 
han configurado regiones de alta parti-
cipación, rodeadas por vastas zonas de 
baja participación, con personas “desen-
ganchadas” de la democracia electoral. 
Lo novedoso del 2018 es que el “país 
político” tuvo una expansión territorial 
en comparación con las dos elecciones 

previas (2010 y 2014). La ampliación 
se dio hacia el norte de la provincia 
de Alajuela, la península de Nicoya, el 
Pacífico Central y, al sur, hacia la zona de 
Pérez Zeledón (mapa 1.4). 

En este escenario, para la victoria del 
PAC fue central reconquistar distritos en 
la ronda de abril de 2018. En las elecciones 
de febrero, Restauración Nacional (RN) 
triunfó en 223 distritos (46%) y el PAC 
en 144 (30%). Las 116 localidades res-
tantes fueron ganadas por otros partidos, 
en especial Liberación Nacional (PLN) 
y Unidad Social Cristiana (PUSC). No 
obstante, en la segunda vuelta el patrón 
geográfico se invirtió: el PAC se adueñó 
de 354 distritos (73%) y RN solamente 
de 129 (27%). 

Este resultado se debió a tres facto-
res principales. Por un lado, en segunda 
ronda el partido oficialista no perdió 
ninguno de los distritos que había gana-
do previamente. Además, dominó una 
amplia mayoría de localidades que dieron 
la victoria a otros competidores (107 
versus 9); por ejemplo, ganó 19 de los 20 
distritos donde antes había vencido el 
PUSC. El tercer factor fue que el PAC 

MAPA 1.4

Conglomeradosa/ de juntas y centros de votación con alta y baja participación electoral. 2010, 2014 y 2018

2010 2014 2018

a/ Puntos rojos: centros de alta votación rodeados de centros con niveles similares. Puntos verdes: centros de baja votación rodeados de centros con niveles similares. Puntos 
azules: centros de alta votación rodeados de centros de baja participación. Puntos amarillos: centros de baja participación rodeados de centros de alta participación.

Fuente: Alfaro Redondo, 2018.
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también obtuvo el apoyo mayoritario 
en 103 distritos en los que RN triunfó 
en primera ronda. Ello le permitió com-
pletar la reconquista del Valle Central e 
incursionar en algunas zonas periféricas 
(mapa 1.5).

En estas elecciones aumentó la volati-
lidad del comportamiento electoral, una 
característica que ya se venía manifestan-
do en los procesos del siglo XXI. El indi-
cador de volatilidad en los comicios pre-
sidenciales de 2018 revela que la mitad de 
los	votantes	(49%)	respaldó	a	un	partido	
distinto a aquel que apoyó en 2014. Este 
valor se encuentra en su nivel más alto en 
cuatro décadas.

La volatilidad no se refl ejó solo entre 
elecciones, sino también durante el 
mismo proceso. En poco más de cuatro 
meses, diversos candidatos encabezaron 
las preferencias del electorado, aunque 
sin	superar	el	20%.	En	estas	circunstan-
cias, los análisis de opinión tradicionales 
son insufi cientes. Las encuestas, cuyas 
muestras varían entre un estudio y otro, 
son incapaces de explicar ese dinamismo 
de la intención de voto. Por ello, por 
segunda vez en el país, el PEN, esta vez en 
conjunto con el Centro de Investigación 

y Estudios Políticos (CIEP) de la UCR, 
llevó a cabo un estudio longitudinal 
conocido como “panel de electores”. Este 
permitió identifi car tres tipos de perso-
nas indecisas: los clásicos (quienes nunca 
tuvieron un candidato de preferencia), 
los swingers (que cambiaban de parecer 
constantemente) y los arrepentidos (que 
tuvieron un favorito en algún momento, 
pero después se declararon indecisos de 
nuevo; CIEP, diciembre de 2017). El grá-
fi co 1.23 muestra los múltiples cambios 
en la decisión electoral de las 626 perso-
nas que participaron en las cinco rondas 
del estudio.   

”Votómetro”: agenda de convivencia 
social (familia y religión) determina los 
resultados electorales

El estudio a profundidad de los valores 
y preferencias del electorado demuestra 
que la agenda sobre la convivencia social 
marcó el proceso electoral de 2018 como 
a ningún otro. Los temas de la familia, 
el matrimonio igualitario, el aborto, las 
guías de sexualidad y la religión polari-
zaron la contienda y evidenciaron la exis-
tencia de “dos Costa Ricas” claramente 
defi nidas: la que profesa los valores más 

tradicionales y la que adopta posicio-
nes más progresistas en estos asuntos. 
Esa dicotomía polarizó fuertemente a 
la sociedad e infl uyó sobre los resulta-
dos, tanto en primera como en segunda 
ronda. Así se desprende del análisis esta-
dístico de los 32 ítems consultados en el 
“Votómetro”, una aplicación web desa-
rrollada por el PEN, que a través de un 
cuestionario en línea permitió conocer 
el grado de coincidencia de los electores 
con doce de los trece candidatos en com-
petencia. Solo el aspirante del PUSC se 
abstuvo de responder las preguntas. 

Mediante un análisis factorial, trece 
de las preguntas del “Votómetro” fue-
ron agrupadas en tres variables o ejes 
temáticos más generales.  Dado que las 
respuestas eran dicotómicas −a favor o en 
contra− también fue posible identifi car 
la polaridad de cada caso. En el eje 1, por 
ejemplo, respuestas a favor dotan de con-
tenido la zona de reforma política. En el 
eje 2, respuestas a favor del matrimonio 
igualitario, el aborto y la eliminación 
de la religión ofi cial, pero en contra de 
eliminar las clases de educación sexual, 
defi nen la zona de progresismo. Y en 
el eje 3, respuestas en contra de todos 

MAPA 1.5

Cartograma de partido ganador por distrito. Elecciones de 2018

Fuente: Elaboración propia con información del TSEFuente: Elaboración propia con información del TSE

PRIMERA RONDA

RN          PAC          PLN          PUSC

SEGUNDA RONDA

RN          PAC 
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los ítems conforman el estatismo. Las 
polaridades de cada eje, y los ítems que lo 
conforman se detallan en el cuadro 1.5.

El gráfico 1.24 ilustra la distribución 
de los registros disponibles en los tres ejes 
temáticos. En detalle se obtiene que en el 
eje 1, sobre eficiencia en la gestión políti-
ca, el 98% de las personas apoya reformas 
para mejorar ese desempeño. En el eje 3, 
referido al ámbito de acción del Estado, 
también hay una amplia mayoría: el 74% 
se ubica en la zona de estatismo, un 7% en 
la de liberalismo y un 19% en una posi-
ción neutra (se opone a algunos ítems, 
pero está a favor de otros y su balance 

neto no refleja una preferencia clara). En 
cambio, el eje 2, que expresa los valores y 
preferencias sobre temas de convivencia 
social, muestra una sociedad dividida: 
un 46% de las personas se encuentra en el 
lado del progresismo, es decir, está a favor 
en ítems como el matrimonio igualitario, 
el aborto en casos de violación y en eli-
minar la religión católica como la oficial 
del Estado, o se oponen a suprimir las 
clases de educación sexual. Otro grupo, 
que representa un 34% de los registros, 
se identifica como conservador y el 20% 
restante se sitúa en una posición neutra. 

Programas de gobierno: partidos se 
mueven hacia la izquierda, con poca 
concreción en sus propuestas

El PEN desarrolló un sistema de 
registro y análisis de los programas de 
gobierno presentados por las agrupacio-
nes políticas para los comicios de 2018. 
La información sobre este componente 
también estuvo disponible para la ciu-
dadanía, antes de la elección, en el sitio 
www.VotemosCR.com. 

Para complementar el análisis del 
“Votómetro”, se efectuó una caracteri-
zación programática-ideológica de las 
agrupaciones políticas. Los resultados  

GRÁFICO 1.23

Cambios en las preferencias de las y los electores. Octubre de 2017 a abril de 2018

Fuente: Elaboración propia con base en Alfaro Redondo, 2018, con datos del PEN y del CIEP-UCR.
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Distribución de los ítems del “Votómetro” en tres ejes temáticos
(variables en el análisis de factores)

CUADRO 1.5

Item Eje

Destituir diputados por mala gestión
Destituir al Presidente por faltas muy graves
Fijar plazos para votación de leyes
Despedir a funcionarios públicos por mal servicio
Cierre o fusión de instituciones públicas inefi cientes

Eje 1a/: Efi ciencia en la gestión política (reforma versus no reforma)

Matrimonio igualitario
Aborto en casos de violación
Eliminar la religión ofi cial
Eliminar clases de educación sexual

Eje 2b/: Convivencia social (conservadurismo versus progresismo)

Vender el ICE
Eliminar el seguro obligatorio-CCSS
Explotar petróleo en el país
Recortar presupuesto para educación pública

Eje 3c/:  Ámbito de acción del Estado (estatismo versus liberalismo)

a/ Ítems con carga factorial de entre 0,5 y 0,9. 
b/ Ítems con carga factorial de entre 0,6 y 0,9. 
c/ Ítems con carga factorial de entre 0,5 y 0,6. 

Fuente: Gómez Campos, 2018b, con información del “Votómetro”.

Distribución de respuestas del “Votómetro” en tres ejes temáticos
(polaridades con base en el análisis de factores)

Fuente: Gómez Campos, 2018b, con información del “Votómetro”.
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GRÁFICO 1.24 muestran que, a excepción del 
Movimiento Libertario (ML), el Partido 
Nueva Generación (PNG) y RN, la gran 
mayoría de las propuestas presentadas 
coincide con el eje de izquierda ideoló-
gica. No obstante, también en los tres 
casos mencionados hay párrafos (unidad 
de análisis de este trabajo) que tienen un 
enfoque más socialista. De manera que, 
en las elecciones 2018, no hubo partidos 
ideológicamente “puros” según su ideario 
político (gráfi co 1.25).

Una vez conocido, de manera general, 
el enfoque de los programas, era relevan-
te identifi car cuáles fueron, en concreto, 
los temas abordados. Este análisis se basa 
en una triple clasifi cación de cada párrafo 
de los planes de gobierno: i) si plantea 
una propuesta, ii) si esa propuesta defi ne 
metas cuantifi cables claras −por ejemplo, 
la	reducción	del	desempleo	en	un	3%−	y	
iii) si se identifi ca una política concreta 
para lograr el objetivo buscado. La revi-
sión comparada de los programas reveló 
que, en la campaña del 2010, solo un 
7%	 de	 las	 acciones	 planteadas	 se	 asoció	
a una política específi ca. Esa proporción 
subió	 al	 20%	 en	 la	 elección	 de	 2014,	
y	 en	 2018	 volvió	 a	 reducirse,	 al	 13%.	
Los partidos con mayor desarrollo de 
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Distribución de los párrafos de los programas de gobierno sobre el eje de izquierda-derecha ideológica, 
por partido políticoa/

a/ Los nombres completos de los partidos pueden consultarse en la sección “Siglas y acrónimos” de este Informe.

Fuente: Gómez Campos y Chavarría Mora, 2018, con información de la base de datos de programas de gobierno del PEN.
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GRÁFICO 1.25

políticas concretas fueron el Frente 
Amplio (FA), el ML y el PAC, pero 
también fueron las agrupaciones que 
hicieron la mayor cantidad de propuestas 
generales. Es decir, concretaron más, pero 
“infl aron” su agenda de promesas. Los 
que menos políticas concretas menciona-
ron fueron el Partido de los Trabajadores 
(PT), Renovación Costarricense (RC) 
y el Partido Accesibilidad sin Exclusión 
(PASE). 

Redes sociales: nuevo laboratorio 
para estudiar los procesos electorales

El uso masivo de las redes sociales 
es una realidad incuestionable, y dada 
la importancia de plataformas como 
Facebook y Twitter, y el efecto que pue-
den tener sobre el sistema democrático, 
el PEN incursionó por primera vez en 
el análisis de redes sociales como un 
nuevo laboratorio para estudiar y dar 
seguimiento a los procesos electorales. 

Algunos de los resultados fueron publi-
cados durante la campaña en el sitio 
www.VotemosCR.com. 

En esta primera aproximación se reco-
pilaron los mensajes publicados por la 
y los aspirantes presidenciales en sus 
páginas ofi ciales de Facebook desde el 
inicio del proceso electoral, y los comen-
tarios de las personas al respecto. A lo 
largo de la campaña se analizaron más de 
500.000 publicaciones con técnicas de 
inteligencia de datos (big data) y minería 
de texto, con dos objetivos: describir el 
comportamiento de los apoyos a los can-
didatos en el tiempo, e identifi car el apor-
te de las redes sociales a la evaluación de 
los valores y preferencias del electorado.  

Los resultados permiten afi rmar que 
el volumen de comentarios en las redes 
sociales fue un patrón de referencia 
importante en la evolución de los apoyos 
electorales, pero no sufi ciente para iden-
tifi car al posible ganador. 

El otro hallazgo de este ejercicio se 
relaciona con el balance en el tono de los 
comentarios y su distribución durante 
la contienda. Se observan al menos dos 
factores importantes. El primero denota 
que los candidatos ganadores, tanto en 
primera como en segunda ronda, tuvie-
ron una característica común: lograron 
saldos netos positivos superiores a los 
del resto de aspirantes. El segundo es la 
relevancia de mantener una imagen posi-
tiva a lo largo de la campaña. No basta 
con tener más comentarios positivos que 
negativos en el total. Los candidatos 
deben construir una buena imagen ante 
los electores en su actividad en Facebook. 
Todos los días. El detalle de los eventos 
más importantes de cada candidato se 
puede consultar en el texto completo del 
capítulo 5 (gráfi co 1.26).
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Asimetrías en la normativa que tutela 
a los funcionarios públicos dificultan 
el control de la corrupción

Este análisis parte de una premisa 
central: el control administrativo es el 
primer nivel para establecer un marco 
jurídico consistente de prevención de la 
corrupción. Este es un fenómeno com-
plejo, que involucra una combinación 
de actores públicos y privados y que, a 
la postre, menoscaba los recursos del 
Estado. Dado que, en la mayoría de los 
casos, para generar un caso de corrupción 
se requiere el concurso de un funcionario 
o autoridad, se debe garantizar que las 
conductas en la Administración Pública 
cumplan con los estándares más altos de 
probidad. El estudio siguió tres pasos 
metodológicos:

Comentarios positivos y negativos en las páginas de Facebook de los candidatos a la Presidenciaa/, por día. 
Octubre de 2017 a abril de 2018

a/ Se presentan los resultados de los seis candidatos con más volumen de comentarios. La línea punteada denota la fecha de la elección en primera ronda, celebrada el 4 de 
febrero de 2018.

Fuente: Gómez Campos y Durán, 2018, con información de la base de datos de redes sociales del PEN.
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GRÁFICO 1.26

•	 Identificación de las conductas puni-
bles que están vigentes en las principa-
les leyes que tutelan el quehacer de los 
funcionarios públicos (Ley contra la 
corrupción y el enriquecimiento ilícito 
en la función pública, Ley de la admi-
nistración financiera de la República y 
presupuestos públicos, Ley de Control 
Interno y Código Penal).

•	 Identificación de conductas punibles 
vigentes en la normativa interna de 
una muestra de 24 instituciones que, 
por el tamaño de su presupuesto y el 
alcance de sus acciones, son significati-
vas en el quehacer del Estado. En total 
se revisaron 45 leyes y reglamentos de 
aplicación específica para cada entidad.

•	 Comparación de las normas indica-
das en los dos puntos anteriores, con 
las conductas tipificadas en el pro-
yecto de ley 18348, denominado 
“Reforma parcial y adición a la ley 
contra la corrupción y el enriqueci-
miento ilícito en la función pública, 
ley nº 8422, de 6 de octubre de 2004”. 
Esta iniciativa surgió de una Comisión 
Interinstitucional conformada por la 
Contraloría General de la República, el 
Instituto Costarricense sobre Drogas, 
el Ministerio Público y la Procuraduría 
General de la República.

Dos hallazgos sobresalen del análi-
sis realizado a partir de esos insumos. 
El primero se relaciona con la base de  
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conductas punibles de la normati-
va actual, versus los estándares plan-
teados en el proyecto de la Comisión 
Interinstitucional. Al comparar ambos 
instrumentos se identifican comporta-
mientos catalogados como inadecuados 
por la Comisión, que no están tutelados 
por el marco jurídico vigente, o solo lo 
están a nivel reglamentario en algunas 
entidades. Por consiguiente, hay amplios 
sectores de la Administración Pública 
que no están cubiertos por los mismos 
criterios de probidad.

El gráfico 1.27 ilustra los vacíos. La 
ausencia de datos en la normativa de 
alcance general da muestras de conduc-
tas no tipificadas en la legislación que se 
aplica a todos los funcionarios públicos. 
Si, además, no son cubiertas por regula-
ciones específicas de cada institución −
reglamentos, por ejemplo− pueden que-
dar impunes. Estos son casos en los que 
no se aplicarían controles por un vacío 
reglamentario (a nivel institucional), 
pero también legal (a nivel nacional). 

El segundo hallazgo se refiere al alcan-
ce y uniformidad de las sanciones. Hay 
diferencias sustanciales con respecto a 
las sanciones aplicables ante una conduc-
ta activa u omisión; abarcan desde una 
amonestación escrita hasta el despido. 
Sin embargo, la normativa interna carece 
de señalamientos concretos sobre el nivel 
de gravedad de las faltas (leve, grave y 
muy grave). Esto abre amplios espacios 
para que entre en juego la discrecio-
nalidad de los órganos sancionatorios 
internos.

Además se constató que, en el ejercicio 
de sus atribuciones y facultades de auto-
gobierno, las entidades públicas otor-
gan niveles de gravedad distintos a una 
misma conducta. Así, un funcionario 
puede cometer la misma falta en diferen-
tes instituciones, y la sanción dependerá 
de lo dispuesto en el régimen disciplina-
rio respectivo.

Cantidad de normas que identifican conductas punibles 
en la Administración Pública, según tipo de normativa

Fuente: Elaboración propia con información de Achoy et al., 2018 y la base de datos de conductas indebidas en la 
Administración Pública, del PEN. 
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tiempo de las acciones colectivas en Costa Rica 

1992-2018 y Análisis electoral con el Votómetro, 

de Steffan Gómez Campos; El proceso elec-

toral en las redes sociales, de Steffan Gómez 

Campos y Esteban Durán; Procesamientos del 

sistema de seguimiento de sentencias de la Sala 

Constitucional, de Rafael Segura, y Cronología 

de eventos en el Poder Judicial 2017-2018, de 

Evelyn Villarreal.

Se actualizaron las siguientes bases de datos 

del PEN:  Cúpulas partidarias 1982-2018, por 

Daniel Castillo; Comunicados del Ministerio de 

Relaciones Exteriores y Culto 2014-2017, por 

Hillary Soto; Comisiones legislativas 1986-

2018, por María Estelí Jarquín; Rotación del 

Gabinete 1978-2018, por María Estelí Jarquín; 
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Luis Moralegui (diseñador) y Ana Yancy Lépiz 

(Centauro Solutions).

Se agradece especialmente a Hugo Picado y 

a Constantino Urcuyo, por los comentarios y la 
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Transporte y movilidad: 
retos en favor del desarrollo humano

Síntesis del capítulo
La situación general del transporte y 

la movilidad en Costa Rica tiene un pro-
fundo impacto en el desarrollo humano. 
En términos de sus efectos, hay una 
combinación de débiles alternativas de 
transporte público, una creciente flota 
vehicular y limitaciones de infraestruc-
tura. Esto se ha traducido en alto con-
sumo de hidrocarburos, emisiones con-
taminantes, largos tiempos de traslado, 
pérdida de competitividad, elevados cos-
tos económicos, accidentes viales y dete-
rioro de la calidad de vida. Son efectos 
que potencian las desigualdades sociales, 
pues no afectan de la misma manera a 
las personas que usan uno u otro medio 
para movilizarse, o que viven en distintas 
zonas del territorio según sus condicio-
nes económicas. 

Desde una perspectiva más amplia, 
el tema se inscribe en el contexto de 
las “apuestas territoriales” del país. 
La estructura de ciudad y el tipo de 
crecimiento urbano forman parte ese 
contexto y su panorama actual deriva, 
de manera directa, de los rezagos en la 
construcción de herramientas robustas 
de ordenamiento del territorio, y de la 
forma no planificada y sin consideracio-
nes de sostenibilidad (ambiental, social y 
económica) con que la expansión urbana 
ha funcionado durante más de tres déca-
das. También es producto de un marco 
institucional obsoleto, con traslapes de 
competencias y un complejo entramado 
de entidades que otorgan a los secto-
res regulados poder de incidencia en los 
entes que los regulan. Este capítulo espe-

cial del Informe Estado de la Nación 2018 
hace un balance de conjunto y valora los 
impactos positivos que tendría afrontar 
de manera integrada algunos retos en 
este campo. 

Principales hallazgos

•	 El 50% de los trabajadores labora en 
un cantón diferente al de su lugar de 
residencia. Fuera de la GAM esta cifra 
disminuye a solo un 18%.

•	 Con datos de la aplicación Waze, se 
identificaron 28 distritos de alto nivel 
de congestionamiento vial en la GAM.

•	 Para la población trabajadora, los cos-
tos económicos derivados del conges-
tionamiento en la GAM representan 
alrededor de un 3,8% del PIB. 

•	 Costa Rica es uno de los países latinoa-
mericanos con más vehículos por cada 
mil habitantes (231 unidades), superado 
solo por Argentina (315) y México (278).

•	 El autobús (34%) y el vehículo privado 
(33%) son los principales medios para 
trasladarse al trabajo. 

•	 El sector transporte es responsable del 
66% del consumo de hidrocarburos y 
el 54% de las emisiones de carbono en 
el país. 

•	 Un 30% de los fallecidos en sitio en 
accidentes de tránsito son ciclistas y 
peatones.

Debates para el desarrollo | CAPÍTULO ESPECIAL

•	 El 90% de Red de Alta Capacidad 
de carreteras (RAC) no cumple con 
los parámetros del Plan Nacional de 
Transporte en cuanto al número de 
carriles. 

•	 El sector institucional de transporte 
cuenta con seis consejos (órganos des-
concentrados), en los que se reportan 
traslapes y conflictos de competencias. 

•	 Se estima que completar la “sectoriza-
ción” de las líneas de buses generaría 
un ahorro de 3.305 millones de colo-
nes, un aumento del 61% en la velo-
cidad de los viajes y una reducción de 
506 toneladas de emisiones de carbono 
al año. 

•	 Con un tren rápido de pasajeros el 
tiempo de viaje entre Ciruelas y Paraíso 
disminuiría de 80 a 42 minutos, y la 
capacidad diaria de traslado de pasaje-
ros aumentaría de 16.000 a 250.000.

•	 Con medidas de importación de vehí-
culos eléctricos, mejoras en el sistema 
de transporte público y uso de paráme-
tros europeos de control de emisiones, 
el carbono liberado a la atmósfera se 
reduciría un 10% al año. 

Panorama general
Esta primera sección no pretende rei-

terar todos los aspectos que han sido 
documentados en diagnósticos previos 
sobre transporte y movilidad, sino apor-
tar una visión general y alguna informa-
ción novedosa para entender el panorama 
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actual. Además se busca poner especial 
énfasis en la relación entre el ordena-
miento territorial, las características del 
sistema de transporte −público y pri-
vado−, la fl ota vehicular y, fi nalmente, 
algunas de las externalidades (positivas y 
negativas) derivadas de los problemas del 
sector en su conjunto. 

Tipo de crecimiento urbano potencia 
caos actual y afecta tiempos de viaje

La estructura de ciudad lineal, dis-
persa y de bajas densidades en la Gran 
Área Metropolitana (GAM) es uno de 
los principales factores que aumentan 
los recorridos y tiempos de viaje, y que 
han favorecido patrones insostenibles de 
movilidad. A esto se suma una carac-
terística económica: el país tiene una 
importante concentración de población 
(62%)	y	de	empleo	(66%	de	las	personas	
ocupadas) en la Región Central (INEC, 
2017).	El	50%	de	quienes	laboran	lo	hace	
en un cantón distinto al de su lugar de 
residencia, cifra que disminuye a solo un 
18%	fuera	de	 la	GAM.	Según	el	último	
censo disponible, en esta zona, en prome-
dio, cerca de un millón y medio de perso-
nas se desplazan a trabajar de un cantón a 
otro diariamente (Sánchez, 2018a).

Una consecuencia directa de lo ante-
rior es el congestionamiento vial. Para 
profundizar en este tema, el PEN ela-
boró un primer producto de investiga-
ción (Durán y León, 2018) que tuvo 
como insumo la información sobre atas-
cos recogida en la base de datos de la 
aplicación móvil Waze. Este proyecto se 
realizó gracias a una alianza institucio-
nal con el Departamento de Informática 
del MOPT y al apoyo técnico y logís-
tico del Colaboratorio Nacional de 
Computación Avanzada del CeNAT-
Conare. Una visualización interactiva 
sobre estos primeros resultados está dis-
ponible en el sitio web www.estadona-
cion.or.cr/

A partir de la georreferenciación de 
los puntos de atasco registrados en 2017, 
se mapearon los distritos con mayores 
problemas recurrentes. Como era de 
esperar, los peores puntos de todo el 
país se encuentran en la zona central de 
la GAM: los 28 distritos con alto nivel 
de	atasco	se	ubican	allí	y	abarcan	el	41%	
de todos los congestionamientos identi-

fi cados en el año. Para tener una visión 
más amplia de este fenómeno se agregaron 
dos variables: la densidad poblacional por 
distrito (cantidad de habitantes por kiló-
metro cuadrado) y una aproximación de 
movilidad, calculada como el porcentaje 
de personas que se trasladan de un cantón 
a otro para trabajar o estudiar. Ambas se 
obtuvieron de las estadísticas del último 
censo de población del INEC. Con esta 
información se pudo efectuar un análisis 

de conglomerados y caracterizar mejor las 
zonas de mayor congestión (véase el “Anexo 
Metodológico” en el sitio www.estadona-
cion.or.cr). El análisis identifi có tres tipos 
de atascos (mapa 1.6). 

El primer grupo corresponde a los 
embotellamientos en las autopistas 
que conectan los extremos de la GAM: 
Próspero Fernández, Bernardo Soto, 
General Cañas y Florencio del Castillo. 
En este conglomerado, que aquí se 

Ubicación de los atascos, según conglomerados. 2017

Fuente: Durán y León, 2018 con información de la base de datos de la aplicación Waze.

MAPAS 1.6

Conglomerado 1: arterias centro-periferia

Conglomerado 2: centros de población

Conglomerado 3: centros económicos
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Densidad de las rutas de buses en la GAM. 2017 

Fuente: Mezger, 2018.

MAPA 1.7

denomina arterias centro-periferia, ocu-
rre	el	12%	de	 los	atascos	analizados	y	se	
caracteriza por tener el menor retraso 
promedio y las fi las más extensas. El 
segundo grupo se asocia a centros de 
población	de	 la	GAM	y	aglutina	 el	28%	
de los congestionamientos. Abarca dis-
tritos como Desamparados, Guadalupe, 
San Francisco de Dos Ríos, Curridabat, 
San Juan y Llorente de Tibás, así como 
los cascos centrales de Heredia y Cartago, 
zonas donde vive una gran cantidad de 
personas, muchas de las cuales se trasla-
dan para trabajar o estudiar. Allí los atas-
cos son cortos pero lentos, es decir, tienen 
poca extensión en metros, pero avanzan a 
velocidades más bajas. El tercer y último 
grupo es el de los embotellamientos que 
se dan alrededor de centros económicos. 
Este	 conglomerado	 contiene	 el	 60%	 de	
los casos examinados, los cuales se con-
centran en los distritos del cantón central 

de San José, Cartago y Heredia, en las 
cercanías del aeropuerto Juan Santamaría 
y en las conexiones entre provincias: la 
entrada a Heredia por el distrito de Ulloa 
y la entrada a Cartago por San Nicolás. 
Son lugares que se caracterizan por tener 
poca densidad de habitantes, pero muchas 
personas que llegan para trabajar, estudiar, 
realizar trámites o actividades de comer-
cio. Los embotellamientos ocurren prin-
cipalmente en las horas laborales, en la vía 
conocida como Circunvalación (Paseo de 
la Segunda República), la ruta 27 entre 
San José, Escazú y Santa Ana, La Uruca y 
el Paseo Colón.

Transporte público es más utilizado, 
pero el uso del automóvil tiene gran 
impacto

El servicio público de transporte colec-
tivo conecta las diferentes localidades 
del país y aún moviliza a la mayoría de 

población de la GAM diariamente, lo 
que lo convierte en un activo esencial 
para el desarrollo humano. La Encuesta 
de Movilidad Domiciliaria, elaborada 
para el Plan integral de movilidad urbana 
sostenible para el Área Metropolitana 
de San José (Pimus), muestra que las 
personas se trasladan sobre todo por 
motivos laborales, compras, visitas fami-
liares	 y	 estudio.	 El	 autobús	 (34%)	 y	 el	
vehículo	privado	 (33%)	 explican	 el	 67%	
de los viajes realizados para ir a trabajar 
(AC&A	y	Gensler,	2017).	Solo	un	17%	se	
hace caminando del domicilio al lugar de 
trabajo,	 un	 10%	 se	 hace	 en	motocicleta	
y	un	6%	en	 taxi.	El	 tipo	de	crecimiento	
urbano de la GAM estableció un diseño 
de rutas de autobuses enfocado en viajes 
al centro de San José, en ocasiones con 
varias decenas de líneas que vienen de 
zonas muy cercanas entre sí, todas con el 
mismo destino en la capital (mapa 1.7). 

1.0 1.5 2.0 3.00.4

T. Mezger ©
+ Densidad de rutas de bus

- Densidad de rutas de bus

División cantonal

Calles 

Línea de tren

Mancha urbana

Ríos

Simbología
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El agudo problema vial del país se 
complica por la composición del parque 
automotor, que muestra una tendencia 
creciente y un promedio de dieciséis años 
de antigüedad. Entre 2007 y 2016 se 
expandió a un ritmo del 6,7% anual 
(79% en todo el periodo), mientras el 
aumento de la población fue del 1,2% 
anual). Los automóviles agrupan cerca 
del 61% del total, y crecieron un 67% en 
ese decenio, a una tasa del 5,9% anual. 
Pero el mayor incremento lo registro la 
flota de motocicletas, 187,3% entre 2007 
y 2016, equivalente a un 12,8% anual. 
De igual forma, los vehículos pesados, 
de cargas mayores a 3.500 kilogramos 
tuvieron un crecimiento superior al 4,3% 
anual. En los últimos diez anos, la canti-
dad de vehículos por cada mil habitantes 
aumentó un 59% (5,3% anual) y llevó 
el indicador a 231 unidades, uno de los 
valores mas altos de Latinoamérica, solo 
superado por Argentina y México (grá-
fico 1.28). Aunque el uso de transporte 
público es mayoritario, el servicio actual 
pierde eficiencia al competir con el alto 
flujo vehicular privado y de carga, y tiene 
fallas que se convierten en desincentivos 
para cambiar el automóvil por ese medio, 
como horarios restringidos, velocidades 
menores y problemas de seguridad y cali-
dad, entre otras. 

Externalidades del transporte pesan 
sobre el desarrollo humano

En primera instancia, el transporte es 
relevante por la movilización de las per-
sonas de sus residencias a sitios de trabajo, 
centros educativos, lugares de recreación, 
servicios u ocio, entre otros. Del mismo 
modo, es una actividad estratégica para la 
economía nacional. En 2017 el sector de 
transporte y almacenamiento representó 
alrededor del 4,5% del PIB, y su parti-
cipación se ha incrementado de forma 
sostenida desde 2012, cuando era de un 
3,9% (Ministerio de Hacienda, 2018). 
Esto lo hace uno de los segmentos pro-
ductivos más dinámicos de los últimos 
años, cuyo crecimiento está por encima 
del promedio de la economía (3,6% anual 
entre 2012 y 2017). 

Del lado negativo, los patrones y con-
diciones actuales del transporte gene-
ran altos costos económicos, sociales y 
ambientales, tales como accidentes de 

Vehículos por cada mil habitantes, según país

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco Mundial.
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tránsito, deterioro de la calidad del aire 
por las emisiones de gases de efecto inver-
nadero (GEI) y aumento de los tiempos 
de traslado. Por ejemplo, los congestio-
namientos le resultan caros a la pobla-
ción trabajadora. Análisis realizados por 
Sánchez et al. (2018) para este capítulo 
estimaron cuánto les cuesta a las perso-
nas el tiempo que los atascos le agregan a 
sus viajes, cuando se desplazan a trabajar 
a un cantón distinto a aquel en que viven. 
Se consideró la duración de esos movi-
mientos, el perfil profesional y el valor 
del trabajo por horas para los habitantes 
de cada cantón. Posteriormente se cal-
culó ese costo en situaciones de flujo sin 
congestión y se asignó un valor moneta-
rio a las diferencias observadas (para más 
detalles, véase el “Anexo Metodológico” 
en el sitio web www.estadonacion.or.cr). 
Según estas estimaciones, para los traba-
jadores, los costos derivados de la conges-
tión en la GAM representan alrededor de 
un 3,8% del PIB. En términos per cápita 
(mapa 1.8), los valores más altos recaen 
sobre los habitantes de Barva, Vásquez 
de Coronado, Moravia, San Pablo, San 
Isidro, Aserrí y La Unión. En estos can-
tones, de forma anual cada trabajador 
incurre en un costo promedio que varía 
entre 3.000 y 5.000 dólares. 

Desde la perspectiva ambiental, una 
de las más serias consecuencias de la 
gran cantidad de vehículos en el sistema 
actual, son las fuertes emisiones del sec-
tor transporte, que es el principal con-
sumidor de energía del país y el mayor 
generador de GEI. De acuerdo con el 
Laboratorio de Análisis Ambiental de la 
UNA, el 65% de las emisiones de carbo-
no se debe al transporte, sobre todo por el 
envejecimiento de la flota vehicular y los 
atascos. En estaciones de monitoreo ubi-
cadas en el plantel de la Municipalidad 
de San José y la Rectoría de la UNA en 
Heredia, los niveles de contaminación 
por partículas PM2.5 superan los límites 
fijados por la OMS. En el caso de las par-
tículas PM10, solo la Rectoría de la UNA 
incumple el valor máximo anual de 40 
μg/m3 establecido en el decreto 39951-S. 
También existe toda un área de impacto 
relacionada con los accidentes y lesiones. 
En Costa Rica, un 30,6% de los falleci-
dos en sitio por accidentes de tránsito son 
ciclistas y peatones (gráfico 1.29).

Rezagos y estado de infraestructura 
vial limitan su capacidad 

Los problemas del transporte en la 
GAM deben afrontarse, principalmente, 
con modificaciones en los patrones 
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Número de fallecidos en sitio por 
accidentes de tránsito, según tipo 
de movilidad. 2012-2015

Fuente: Sánchez, 2018a.
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Costo anual per cápita derivado del congestionamiento en la GAM para 
personas que no trabajan en el cantón donde viven, según municipio

Fuente: Sánchez, 2018a.

MAPA 1.8

de movilidad, mejores alternativas de 
transporte público y políticas de ordena-
miento territorial. La apuesta de muchas 
personas por el uso de vehículos par-
ticulares genera zonas de congestiona-
miento difíciles de resolver, y la posibili-
dad del Estado para hacerlo mediante la 
infraestructura es sumamente limitada. 
Aunque existen proyectos importantes 
que podrían aumentar la capacidad de 
la red vial, sin cambios en los demás 
aspectos mencionados serán insuficien-
tes. A nivel de Latinoamérica y el Caribe, 
Costa Rica ocupa el quinto puesto en 
densidad de carreteras y el primero entre 
los países continentales. 

El Plan Nacional de Transporte de 
Costa Rica 2011-2035 (PNT) es el refe-
rente oficial de los parámetros de servicio 
y geométricos que deben cumplir las 
principales vías de comunicación terres-
tre. Sobre esa base se analizó la Red de 
Alta Capacidad (RAC), así definida en el 
PNT, que es el más importante conjunto 

de corredores de la red vial de Costa 
Rica. Los datos más recientes muestran 
un entramado de pavimentos con una 
buena condición estructural y funcional. 
Sin embargo, el 89,5% no cuenta con la 
cantidad de carriles establecida como 
estándar mínimo en el PNT, es decir, son 
rutas de menos de dos carriles por senti-
do, lo cual constituye un impedimento 
físico muy significativo para lograr tiem-
pos de viaje y flujos eficientes en el trans-
porte de bienes y servicios. En los mapas 
1.9 se presentan las rutas que no cumplen 
con esos parámetros, y los escenarios de 
intervención para cada una de ellas según 
los criterios señalados en el PNT.

También se analizó la capacidad de 
servicio de la RAC, midiendo el número 
máximo de vehículos que de manera razo-
nable pueden transitar por una determi-
nada sección de una carretera o camino 
en un sentido (o en ambas direcciones, 
tratándose de una calle de dos vías). 
Se encontró que, si las condiciones 
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Fuente: Barrantes, 2018 con datos del PNT y Lanamme-UCR.

MAPAS 1.9

Red de Alta Capacidad según cumplimiento del Plan 
Nacional de Transporte y estrategias de intervención 
requeridas. 2017

Cumplimiento de número de carriles

Estrategias de intervención

se mantienen inalteradas en cuanto 
al cumplimiento de los estándares del 
PNT, el porcentaje de rutas con niveles 
críticos en zonas urbanas pasará de 48% 
a 86% en el año 2025, lo que convertirá 
prácticamente toda la RAC en una red 
de corredores que elevará en un 80% el 
tiempo normal de viaje. 

Un sector estratégico con profundas 
dificultades institucionales 

Contar con un entramado de enti-
dades públicas articulado y eficiente es 
crucial. Sin embargo, el marco normativo 
e institucional relacionado con el trans-
porte no facilita los avances que requiere 
el país para adaptarse a los nuevos retos 
que imponen los patrones actuales de 
movilidad, en un contexto de ausencia 
de ordenamiento territorial. Es decir, la 
gobernanza del sector es un cuello de 
botella para impulsar transformaciones, 
en parte por los tradicionales proble-
mas de coordinación con otras áreas y 
por una conformación que asigna a los 
actores regulados importantes cuotas de 
poder en los entes que los regulan. 

Por varias décadas el MOPT desempe-
ñó el rol de actor central en esta materia. 
Posteriormente, la creación de consejos 
y órganos desconcentrados transformó 
esa institucionalidad. Con base en una 
serie de entrevistas a autoridades29, Sáenz 
(2018) determinó que la función de rec-
toría (que desde el punto de vista técnico 
recae en el citado Ministerio) se ha visto 
debilitada por la poca articulación con 
los entes autónomos que conforman el 
sector (Incofer, Japdeva, Incop), ya que 
en la práctica cada uno actúa según sus 
posiciones e intereses, y hay pocas o 
nulas herramientas para sancionar el no 
cumplimiento de las directrices giradas 
(Sáenz, 2018). 

Además de los problemas de rectoría, 
recurrentes en varios sectores institucio-
nales del país, la particularidad en este 
caso es la naturaleza de los seis consejos 
adscritos al MOPT, todos desconcen-
trados, que genera importantes proble-
mas de gobernanza (Mideplan, 2010). 
En especial, el Conavi (vialidad), el CTP 
(transporte público), el CNC (concesio-
nes) y el Cosevi (seguridad vial) han sido 
objeto de señalamientos por problemas 
derivados de su diseño (Sáenz, 2018), que 
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incluye actores gremiales directamente 
involucrados en la toma de decisiones 
(cuadro 1.6).

¿Cómo mover la aguja? Retos clave 
para el transporte y la movilidad

El descuido de muchos años hace que 
enfrentar los problemas de transporte 
y movilidad sea cada vez más costoso 
y complejo. En la GAM es imposible 
pensar la ciudad sin pensar el transpor-
te, y viceversa, no se puede diseñar y 
modificar el transporte sin considerar 
los procesos urbanísticos que van confi-
gurando el entorno en que se movilizan 
las personas. Dicho de otro modo, sin 
un ordenamiento territorial que defina 
en paralelo una visión de ciudad y una 
de movilidad, ambas áreas se afectarán 
entre sí y aumentarán el caos que se ha 
establecido, ya por más de tres décadas. 
En consecuencia, no es un tema que se 
pueda abordar desde el punto de vista 
estrictamente sectorial, sino que deman-
da la construcción de soluciones de forma 
conjunta entre actores muy diversos. 

Desde esta perspectiva, el ordenamien-
to territorial es impostergable. La ausen-
cia de uno de sus instrumentos centrales, 

Composición de las juntas directivas en cuatro consejos del MOPTa/

CUADRO 1.6

Conavi Cosevi CNC CTP

Ministro del MOPT Ministro del MOPT o delegado Ministro del MOPT Dos autoridades del MOPT

Dos representantes del MOPT 
nombrados por el Ministro y el 
Presidente de la República

Ministro de Salud o delegado Ministerio de Hacienda Representante del Minae

Un representante de las Municipalidades 
nombrado por la UNGL

Ministro de Educación 
Pública o Delegado

Mideplan Un representante de los 
gobiernos locales 

Un representante de la Asociación de 
Carreteras y Caminos de Costa Rica

Un representante de los 
gobiernos locales

Presidente del BCCR Un representante de los taxistas

Dos representantes de la UCCAEP Un representante del CFIA Representante de las organizaciones sindicales Un representante de los autobuseros 

Representante de colegios profesionales Un representante de la sociedad civil 

Representante cámara del sector privado

a/ Los nombres completos de las entidades pueden consultarse en la sección “Siglas y acrónimos” de este Informe.

Fuente: Vargas Cullell, 2018 con base en las respectivas leyes.

MOPT

Otras instituciones públicas

Gobiernos locales

Gremios

los planes reguladores cantonales, es un 
obstáculo para el cumplimiento de cual-
quier meta en materia de transporte y 
movilidad. En el plano institucional, sin 
necesidad de plantear una reforma insti-
tucional de fondo, que implique modi-
ficaciones de mucho alcance y requiera 
aprobación legislativa, el país puede dar 
algunos pasos, como los siguientes: 

•	 Revisar la conformación de los conse-
jos adscritos al MOPT que acompañan 
las decisiones centrales en este campo, 
y evaluar la conveniencia de que los 
actores regulados tengan injerencia en 
las entidades que los regulan. 

•	 Mejorar la coordinación institucional 
entre el MOPT, el CTP y la Aresep.

•	 En 2021, aprovechar el vencimien-
to de los contratos de concesión por 
siete años suscritos entre el CTP y las 
empresas autobuseras en 2014, para 
efectuar cambios en las reglas vigentes. 

•	 Corregir la falta de articulación entre 
los operadores y las instituciones que 
regulan el transporte público, e imple-

mentar procesos como la “sectoriza-
ción”30. 

•	 Atender el crecimiento acelerado de 
servicios de transporte informales y 
parcialmente regulados.

•	 Armonizar los planes de transporte y 
movilidad con los planes reguladores y 
los proyectos municipales en la materia. 

•	 Mejorar el monitoreo y evaluación del 
servicio de transporte público. 

Un sistema de transporte público 
masivo, eficiente e interconectado, 
que desestimule el uso del vehículo 
privado

El paso que puede generar impactos 
fuertes en la movilidad es el estable-
cimiento de un sistema de transporte 
público masivo, eficiente, seguro y conec-
tado con otras modalidades de servicio. 
Esto implica garantizar condiciones de 
accesibilidad e inclusión social a toda la 
población, ofreciendo la misma calidad y 
cantidad de servicios a sectores de meno-
res y mayores ingresos. Paralelamente, 
se deben minimizar las externalidades 
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negativas causadas por el incremento en 
el uso de vehículos privados, mediante 
un desarrollo urbano basado en el trans-
porte público y medios no motorizados 
como ejes principales de movilidad.

En la actualidad, los distintos operado-
res de este servicio en la GAM compiten 
entre sí, o simplemente no aprovechan las 
ventajas de complementar sus actividades 
en mutuo beneficio, para consolidar un 
sistema integrado de transporte público 
masivo. Asimismo, la falta de infraes-
tructura adecuada dificulta la posibili-
dad de cambiar la modalidad de despla-
zamiento. En este sentido, hay algunas 
acciones de carácter general que es preci-
so acometer: 

•	 Establecer una jerarquía de movilidad 
urbana que ubique, en orden de prio-
ridad: modalidades no motorizadas, 
transporte público, sistema logístico 
de suministros, sistema de vehículos 
compartidos y, por último, transporte 
motorizado particular.

•	 Crear redes integradas de transpor-
te público masivo, potenciadas con 
corredores de alto rendimiento y redes 
multimodales, que propicien mayor 
cobertura y accesibilidad. Esto implica 
avanzar en las áreas de “sectorización” 
y “troncalización”31, establecer rutas 
intersectoriales y carriles exclusivos en 
el servicio de autobuses, así como desa-
rrollar opciones más eficientes, como 
los trenes rápidos. 

•	 Mejorar la calidad del servicio en tér-
minos de atención al cliente, comodi-
dad y seguridad. 

•	 Fortalecer la fiscalización de la opera-
ción y el servicio en general.

•	 Se requiere “aplicar un sistema integra-
do tarifario (pago electrónico) y equita-
tivo. Actualmente las tarifas se calculan 
por línea, lo cual genera que viajes de 
similares características tengan diferen-
cias de tarifas de hasta un 20% que se 
trasladan directamente al usuario. Es 
entonces el usuario quien paga el costo 
de las ineficiencias del sistema” (AC&A 
Global y Gensler, 2017).
Según expertos, a partir de la concre-

ción de algunos proyectos existentes en 
la GAM, para el año 2025 cabría esperar 
una reducción de al menos un 20% en los 
tiempos de viaje en el transporte públi-
co, y un aumento de al menos 5 pun-
tos porcentuales en la población usuaria 
(Sánchez et al., 2018). Una primera polí-
tica relevante es la “sectorización”, esto 
es, el ordenamiento de las rutas de auto-
bús dentro de la GAM. Este proceso se 
basa en dos pilares. El primero es la crea-
ción de carriles exclusivos para autobuses 
en las carreteras radiales que llegan hasta 
San José y, en especial, hasta el centro de 
la capital. De esta forma, disminuirán 
los atascos y se logrará que el principal 
sistema de transporte público utilice al 
menos el 50% del espacio disponible en 
las vías, lo cual es correcto considerando 
que moviliza al 60% de los pasajeros. 
El segundo pilar es la reestructuración 
del sistema mediante la construcción de 
terminales alrededor del centro de la 
capital, que recibirán a más de 50 líneas 
de autobuses que entran a ella todos los 
días. Cuando los usuarios arriben a las 
terminales, deberán tomar un segundo 
autobús de una nueva línea, que será la 
única que ingresará al centro. 

La “sectorización” tendría importantes 
efectos económicos y en tiempos de viaje. 
Considerando los datos reales de ahorros 
recogidos en un estudio del Lanamme-
UCR (2017) y la firma Epysa (2014), 
sobre un caso en funcionamiento en la 
ruta Tibás-Santo Domingo, y extrapo-

lando los datos a las rutas que serían 
objeto de la “sectorización”, diversas 
entidades y un análisis realizado para 
este capítulo estimaron y comprobaron 
los positivos impactos de esta medida, 
en términos de reducción de tiempos y 
costos de viaje, así como en emisiones 
contaminantes. La “sectorización” debe 
ir de la mano con la integración de un 
modelo tarifario electrónico que además 
permita, con un solo medio de pago, 
llegar a cualquier parte de la GAM, de la 
forma más accesible y rápida y posible. El 
proyecto es técnicamente sencillo, máxi-
me que ya existe en casi todo el mundo 
y se cuenta con mucha información al 
respecto (Sánchez et al., 2018).

En el país también existen varias pro-
puestas de transporte masivo por otros 
medios, como metros, tranvías o trenes. 
Para efectos de este capítulo se analiza el 
proyecto oficial del Incofer, del tren rápi-
do de pasajeros (TRP), que tiene ya un 
estudio de prefactibilidad y el soporte de 
la “Ley de fortalecimiento del Instituto 
Costarricense de Ferrocarriles (Incofer) 
y promoción del tren eléctrico interur-
bano de la Gran Área Metropolitana” 
(nº 9366). Se estima que, en cada reco-
rrido, el TRP podría transportar hasta 
mil personas y reducir el tráfico de entre 
250 y 1.000 vehículos (Presidencia de 
la República, 2017). El proyecto abarca 
una extensión de 80 kilómetros y tendría 
influencia directa sobre 13 cantones y 51 
distritos de la GAM. Contempla unos 50 

• Reducción de 34 a 5 líneas, con lo cual cerca de 540 autobuses saldrían del sistema.

• Aumento de la velocidad promedio de operación, de 13 a 21 kilómetros por hora.

• Disminución del tiempo promedio de viaje, de 55 a 35 minutos en los trayectos más 

  largos.  

• Ahorro de alrededor de 6 millones de dólares anuales para los usuarios32 .

• Ahorro de 4,7 millones de dólares en costos de operación de autobuses33.

• Reducción aproximada de 506 toneladas en las emisiones anuales de carbono34. 

Fuentes: Sánchez et al., 2018, con datos del CFIA, MOPT, Lanamme-UCR y Epysa. 

Estimaciones sobre el impacto de la “sectorización” de las líneas 
de autobuses en la GAM
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• Reducción de 80 a 42 minutos en el trayecto Ciruelas-Paraíso.

• Aumento de la capacidad de traslado diario, de 16.000 a 250.000 pasajeros.

• Aumento en flujos económicos, de un mínimo de 496 millones de dólares anuales al 

entrar en operación plena, hasta 3.240 millones de dólares anuales en 204535.

•

 Disminución en las emisiones de carbono de alrededor de 670.000 toneladas anuales, 

un 13,6% de las emisiones del sector transporte36.  

 
Fuentes: Sánchez et al., 2018 y Castro et al., 2016.

Estimaciones sobre el impacto de un tren rápido de pasajeros

•  Ahorro por costos de operación vehi-

cular de alrededor de 67 millones de 

dólares anuales37.

• Reducción de 65.000 toneladas 

anuales de carbono equivalente, lo 

que significa reducir las emisiones 

totales del sector transporte en un 

1,34% anual38.

  
Fuente: Sánchez et al., 2018.

Estimaciones sobre el impacto 
de mayor uso de movilidad no 
motorizada

kilómetros de eje principal, en su mayor 
parte bidireccional, y aproximadamente 
40 kilómetros de vías complementarias. 
Entre los principales efectos esperados 
del TRP, según estimaciones prelimina-
res, están la disminución en los tiempos 
de viaje y en las emisiones contaminan-
tes, el aumento en la capacidad diaria de 
traslado de pasajeros y ahorros para los 
usuarios y en costos de operación. 

Impulsar el cambio tecnológico y 
estimular la movilidad no motorizada

Uno de los grandes desafíos de Costa 
Rica es reducir la dependencia del petró-
leo e impulsar el cambio a una flota vehi-
cular (tanto pública como privada) más 
desligada de los motores de combustión 
interna. Dadas las favorables condiciones 
que tiene el país en materia de generación 
y distribución de electricidad a lo largo 
de su territorio, el estímulo al uso de 
vehículos eléctricos es un paso natural. 
Con ese propósito recientemente se apro-
bó la “Ley de incentivos y promoción 
del transporte eléctrico” (n° 9518), cuyos 
efectos podrán analizarse en futuras edi-
ciones de este Informe.

Con base en dicha ley y otros pro-
yectos, Sánchez et al. (2018) analizaron 
posibles medidas para lograr una reduc-
ción significativa de la contaminación  
mediante el uso de vehículos eléctricos.

Debe tenerse en cuenta que el cam-
bio es solo tecnológico, no modal, que 
seria lo ideal, dado que no soluciona los 
problemas de congestionamiento vial. 
Partiendo de lo anterior, a continuación 
se describen algunas acciones que  

permitirían disminuir las emisiones de 
carbono equivalente derivadas del trans-
porte que habría en el año 2025, de no 
modificarse la tendencia actual: 

•	 Importación de 20.000 automóviles 
eléctricos para uso privado. 

•	 Las flotas vehiculares del Gobierno 
deben incluir un 10% de unidades 
eléctricas. 

•	 Aplicación de las normas de emisiones 
“Euro IV” (vehículos de carga) y “Euro 
V” (automóviles de combustión inter-
na), que se utilizan en Europa desde 
2005 y 2009, respectivamente.

•	 Reemplazo del 1% de la flota de auto-
buses por unidades eléctricas.

•	 Reemplazo del 10% de la flota de taxis 
por automóviles eléctricos.

•	 Implementación de centros de recarga 
aproximadamente cada 80 kilómetros 
en carreteras nacionales y cada 120 
kilómetros en carreteras cantonales.

Para medir los efectos de estas inicia-
tivas sobre las emisiones contaminan-
tes, se realizó un análisis que combina 
las acciones antes presentadas, con las 
otras medidas expuestas en los apartados 
previos, tales como la “sectorización” y 
el establecimiento de carriles exclusivos. 
El supuesto de base es que las mejo-
ras estimularán el cambio del vehículo  
particular por el transporte público, y 

que el avance tecnológico, a su vez, ayu-
dará a disminuir la contaminación. Sobre 
esto último, considerando los hallazgos 
de diversos estudios se estimó que un 
vehículo eléctrico emite apenas un 8,8% 
de los GEI que lanza a la atmósfera uno 
de gasolina (Mahmoud et al., 2012; para 
más detalles véase Sánchez et al., 2018). 
A partir de esos datos se calcula que el 
conjunto de medidas comentadas podría 
generar una reducción de al menos un 
10% en las emisiones anuales de carbono 
en el sector transporte (Sánchez et al., 
2018). 

Otro reto importante es estimular el 
transporte no motorizado, a fin de dismi-
nuir la contaminación del aire y sónica, la 
factura petrolera, la congestión vial y las 
afecciones de salud asociadas al seden-
tarismo. En este ámbito el desafío es 
generar mayor interés público, construir 
infraestructura y establecer garantías 
normativas y de seguridad a esta forma 
de movilidad. En particular, se deben 
resolver los serios problemas de seguri-
dad vial. Los beneficios son significati-
vos. Actualmente alrededor del 23% de la 
población de la GAM, cerca de 530.000 
personas, se traslada a pie o en bicicleta. 
Un incremento de un punto porcen-
tual, es decir, pasar al 24%, equivaldría 
a incorporar cerca de 23.000 personas a 
esta modalidad. Considerando los reco-
rridos promedio en la GAM, ese leve 
aumento generaría grandes ahorros eco-
nómicos y de emisiones contaminantes. 
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Concretar proyectos clave de 
infraestructura vial

Es claro que las apuestas centrales 
para mejorar en este campo están en el 
paso a un sistema de transporte público 
que movilice cada vez más personas, de 
manera eficiente y segura, y en la prio-
rización de formas de traslado distintas 
al automóvil privado. Pretender que el 
país tenga capacidad (financiera, técnica 
y política) para crear una red vial que 
soporte una flota de vehículos individua-
les que crece exponencialmente, resulta 
complejo. No obstante, también en este 
plano hay posibilidades de avance. En la 
GAM existen al menos siete proyectos 
que tienen un potencial importante para 
desarrollarse en los próximos años, y que 
permitirán reducir los tiempos de viaje y 
las pérdidas económicas y ambientales, 
mejorar la movilidad de personas y mer-
cancías, e interconectar (si se planifican 
bien) el sistema de transporte público. 
Entre estos, los cinco de mayor alcance 
son la construcción de la vía de circunva-
lación norte, la ampliación de la ruta 27 y 
de los corredores viales San José-Cartago 
y San José-San Ramón y sus radiales, así 
como los pasos a desnivel en la actual 
Circunvalación.

•  Circunvalación norte: la proporción del tráfico actual dentro del centro urbano se 

disminuiría en un 25%.

•  Ampliación de Ruta 27: incremento de hasta un 53% la capacidad de la vía en el 

tramo Atenas-Orotina, y un 28% en La Sabana. 

•  Corredor vial San José-Cartago: reducción en tiempos de viaje cercano a los 16,5 

minutos en promedio para los próximos diez años. Este valor representa cerca de un 

28% del tiempo actual.

-

•  Corredor vial San José-San Ramón: a) disminución de al menos 5% de los costos de 

operación vehicular, b) Disminución de al menos en un 5% de los costos de operación 

vehicular por kilómetro recorrido, en promedio por vehículo, c) reducción de hasta 

un 2% en los costos de mantenimiento vial.

•  Pasos a desnivel en circunvalación: eliminar el congestionamiento en la carretera 

de Circunvalación en el sector de la rotonda de La Bandera, en San Pedro de Montes 

de Oca y Guadalupe. 

Fuentes: Sánchez et al., 2018. Con información del Plan GAM 2013 y del MOPT.

Estimaciones sobre el impacto de cinco proyectos de infraestructura vial:
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NOTAS
1 El coeficiente de Gini es una medida empleada para cuan-

tificar la desigualdad en la distribución del ingreso. Toma 

valores de entre 0 y 1, donde 0 corresponde a la perfecta 

igualdad (todas las personas tienen los mismos ingresos) y 1 a 

la perfecta desigualdad (una persona tiene todos los ingresos 

y las demás ninguno). Es importante señalar que la fuente de 

información de este análisis son las encuestas de hogares, y 

que estas no captan adecuadamente los ingresos de los hoga-

res más ricos, lo cual significa que los ingresos promedio de 

los hogares del décimo decil están subestimados.

2 La última ECE disponible al momento de editarse este 

Informe era la del segundo trimestre de 2018. 

3 Los niveles y las fechas de incrementos en la TPM fueron, en 

2017: 2,25% el 6 de abril, 2,50% el 27 de abril, 3% el 19 de mayo, 

4% el 25 de mayo, 4,5% el 8 de junio, 4,75% el 30 de noviembre, 

y en 2018, 5% el 1 de febrero.

4  En 2016 la tasa básica pasiva bruta disminuyó un 1,50%. De 

ese total, un 1,27% se explica por un cambio en la forma de 

cálculo (BCCR, 2017).

5 Dada la fecha de cierre de edición de este capítulo, la fuente 

de información en materia de crecimiento son las cifras de 

Cuentas Nacionales publicadas en febrero de 2018.

6 El 2016 fue año atípico, en el que las exportaciones explica-

ron el 52% del crecimiento del PIB.

7 En un contexto de mayor solvencia fiscal, la gestión de la 

deuda también es importante para “suavizar” en el tiempo las 

restricciones al consumo del Gobierno. Por ejemplo, una catás-

trofe natural podría elevar las necesidades de financiamiento, 

a la vez que afectaría negativamente la recaudación tributaria. 

En escenarios como este, la gestión de la deuda debería garan-

tizar la continuidad del servicio público hasta que la situación 

mejore, de modo que se genere un ahorro fiscal que permita 

cancelar la deuda contraída (Barro, 1979).

8 Para los hombres este indicador creció un 62% entre 2007 

y 2017. En cambio, entre las mujeres pasó de 24% a 36% en el 

mismo período, lo cual significa un crecimiento de 50%.

9 Dados los cambios metodológicos en las encuestas de 

hogares, los aportes a la desigualdad dentro y entre ramas no 

se estudian de forma separada, debido a que las categorías de 

actividad no son comparables a lo largo de todo el período de 

análisis (1990-2017).

10 Es el ingreso que se obtiene por el trabajo. En caso de tener 

más de uno, se considera el ingreso declarado como principal.

11 Un aspecto metodológico que se debe considerar es que 

las encuestas de hogares tienen dificultades para captar los 

ingresos más elevados. 

12 El sector servicios incluye: comercio, transporte, aloja-

miento, actividades financieras inmobiliarias, profesionales, 

públicas, enseñanza y salud.

13 Cabe aclarar que los mayores o menores niveles de des-

igualdad no pueden ser asociados con niveles específicos de 

ingresos. Una actividad puede tener baja desigualdad porque 

la mayor parte de los ocupados percibe ingresos similares, sin 

importar si estos son bajos o altos.

14  Por lo general, los análisis de agua que se realizan en el 

país son de tipo microbiológico y fisicoquímico, que correspon-

den a los niveles 1 y 2 del Reglamento para la Calidad del Agua 

Potable (decreto 32324-H). Otras sustancias como plaguicidas, 

compuestos orgánicos, metales y contaminantes emergentes, 

no son objeto de análisis periódicos.

15 Se denomina energía secundaria a los productos energéti-

cos que se obtienen mediante la transformación de fuentes de 

origen primario o de otras fuentes secundarias (Olade, 2011).

16  Tales como la provisión de agua fresca y alimentos, la pre-

servación de la biodiversidad y la protección ante desastres.

17 Los humedales valorados fueron Gandoca-Manzanillo, 

Caribe Noroeste, Caño Negro, Las Baulas, Palo Verde, 

Maquenque y Térraba-Sierpe.

18  Para la actualización de la mancha urbana al 2018, se extra-

jeron las imágenes de Google Earth, las cuales fueron comple-

mentadas con las del satélite Landsat 8. Posteriormente, 

se digitalizaron los polígonos sobre áreas para las que se 

interpreta un uso del suelo uniforme, a una escala de 1:6000. 

Se establecieron cuatro categorías de uso del suelo: usos 

urbanos, usos agropecuarios, sistemas naturales (cobertura 

arbórea y cuerpos de agua) y otros (nubes y suelos desnudos; 

Sánchez, 2018).

19  Dado que en este trabajo no se analizan períodos censales, 

para el cálculo de la densidad (población/ área urbana en 

hectáreas) se usaron las proyecciones distritales de población 

del INEC (Sánchez, 2018).

20  Se supone que cada permiso de construcción representa 

la decisión de un agente económico de ubicarse en un lugar 

determinado (cantón o distrito) y el área construida permite 

aproximar la importancia relativa de la actividad.

21  Aunque mediante la Ley 9440 Río Cuarto pasó a ser el can-

tón número 82, su ayuntamiento todavía no está conformado y, 

por tanto, no puede emitir un plan regulador. Los habitantes de 

Río Cuarto aún deben acudir a la Municipalidad de Grecia para 

hacer sus trámites y su territorio está sujeto al plan regulador 

de ese cantón.

22  Según la fuente oficial consultada, no se tiene el dato de la 

aprobación del plan regulador parcial de Puriscal.

23  Esta base de datos contiene información como la can-

tidad total de entidades públicas existentes, su naturaleza 

jurídica, el tipo de personería jurídica que tienen, el origen 

de su financiamiento, antecedentes institucionales, forma de 

elección y conformación de sus juntas directivas y jerarcas, 

sus funciones generales y sectores de participación. 

24  En este análisis no solo se incluyen las entidades típi-

camente catalogadas como “sector ambiental”, sino también 

las que tienen relación directa con la gestión, uso y conser-

vación de recursos naturales, excepto las municipalidades. 

Los criterios utilizados fueron: i) administra o regula el uso de 

recursos de forma directa, ii) cuenta con programas concretos 

de protección ambiental en el territorio, y iii) ejerce funciones 

tangibles y directas (de primer orden) en la regulación ambien-

tal o su conservación (Ramírez, 2018).

25 El concepto de “entidad pública” refiere a un órgano 

estatal (o de la Administración Pública) que goza de autonomía 

orgánica, funcional y/o patrimonial, pero que es controlado 

por el Estado (de forma política o programática). Esta auto-

nomía puede manifestarse de diversos modos pero, como 

mínimo, se concreta cuando la institución cuenta con perso-

nería jurídica y capacidad de Derecho Público (Ley General de 

Administración Pública, artículo 1; Ramírez, 2010). 

26  Las Metas Aichi fueron aprobadas en la Décima Reunión de 

la Conferencia de las Partes del Convenio sobre la Diversidad 

Biológica, con el objetivo de “detener la pérdida de diversidad 

biológica a fin de asegurar que, para 2020, los ecosistemas 

sean resilientes y sigan suministrando servicios esenciales, 

asegurando de este modo la variedad de la vida del planeta y 

contribuyendo al bienestar humano y a la erradicación de la 

pobreza” (CDB, 2010).

27  En este análisis los decretos ejecutivos se clasifican según 

su alcance y afectación (bajo, medio y alto). Muchos tienen 

bajo impacto, pues inciden sobre pocas personas o grupos e 

incluso, en ocasiones, tienen un valor simbólico. Otros tienen 

un alto alcance, pues regulan la acción pública sobre amplios 

segmentos de población.

28 Las sesiones extraordinarias del Congreso se celebran 

durante todo el mes de agosto y los meses de diciembre a abril.

29 La lista de personas entrevistadas se puede consultar en 

la sección “Entrevistas y comunicaciones personales” de la 

bibliografía de este resumen. 

30  El proceso de “sectorización” consiste en agrupar las 

rutas urbanas de transporte público (autobuses) en sectores y 

subsectores geográficos (MOPT, 2017).

31 “Implantar un esquema completo de rutas tronco-alimen-

tado (acción conocida como troncalizar), significa cambiar 

el esquema de múltiples rutas aisladas atendiendo viajes 

desde diferentes orígenes y hacia un mismo destino, por un 
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esquema de rutas jerarquizadas e integradas, estructuradas 

para atender los mismos patrones de origen-destino ya 

existentes, pero eliminando la superposición de recorridos 

donde esta superposición no sea estrictamente necesaria. En 

el esquema tronco-alimentado se tienen fundamentalmente 

tres tipos de rutas: primarias (conocidas como troncales), 

secundarias (conocidas como alimentadoras) y distribuidoras” 

(MOPT, 2017).

32  Esta estimación se basa en el dato del Lanamme-UCR 

sobre el tiempo ahorrado con los cambios en la ruta Tibás-

Santo Domingo (12.924 horas mensuales) y considera que, 

según la empresa Epysa, actualmente se movilizan por esa 

ruta 72.087 personas. Con ello se obtiene un ahorro promedio 

por usuario cercano a 2,1 horas al año. Manteniendo constante 

esa estimación para el resto de rutas de transporte público, 

que movilizan cerca de 1.218.000 pasajeros, los ahorros 

totales podrían ubicarse en alrededor de 2,6 millones de 

horas anuales. Por otra parte, se toma el salario promedio per 

cápita reportado en la Encuesta Nacional de Hogares (2017), 

de 244.110 colones para zonas urbanas, lo que representa un 

promedio de 1.271 colones por hora (con jornadas de 48 horas 

semanales). Al multiplicar esto por la reducción en las horas 

de viaje, se obtiene un ahorro de 3.305 millones de colones 

anuales (Sánchez et al., 2018).

33  Este monto se estimó multiplicando el costo promedio de 

operación de los buses (80 dólares por hora) por el tiempo pro-

medio ahorrado (2,1 horas) y bajo el supuesto de que cada uni-

dad opera una media de 15 horas por día (Sánchez et al, 2018).

34  Este valor se obtuvo a partir de una estimación que consi-

dera las reducciones, tanto en la velocidad promedio de opera-

ción de los autobuses (al pasar de 13 a 21 kilómetros por hora) 

como en el tamaño de la flota (540 buses; Sánchez et al, 2018).

35  Para estimar estos valores se calcularon todos los costos 

y consumos absolutos (inversión, flota, operación, manteni-

miento, consumo de energía y tiempo viaje) para los años 2020 

a 2045, en dólares constantes de abril de 2016. Los detalles 

metodológicos se pueden consultar en Castro et al., 2016.

36 Asumiendo que la demanda por el TRP generará el aumen-

to esperado (de 16.000 a 250.000 personas diarias; Presidencia 

de la República, 2017).  

37 Tanto el ahorro por costos de operación vehicular como 

la reducción en las emisiones contaminantes se estiman supo-

niendo que: i) actualmente en la GAM las personas recorren en 

promedio una distancia de 16,4 km diarios, ii) los viajes tardan 

en promedio unos 54 minutos y iii) el 1% de incremento en el 

uso de métodos no motorizados se obtendría de usuarios que 

hoy emplean vehículos motorizados (Sánchez et al., 2018).

38 Estas proyecciones son similares en cantidad y tipo de 

flota vehicular eléctrica a las obtenidas por Sancho et al. (2015) 

en el estudio Opciones de reducción de emisiones de gases de 

efecto invernadero en Costa Rica: análisis sectorial, potencial 

de mitigación y costos de abatimiento 2015-2050.
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Esta sinopsis estuvo a cargo de Jorge Vargas 

Cullell y Leonardo Merino, con el apoyo de 

Steffan Gómez Campos, Pamela Jiménez, Natalia 

Morales, Ronald Alfaro y Karen Chacón. 

Las reuniones del Consejo Consultivo en que se 

discutió y aprobó el abordaje general de inves-

tigación y el texto del capítulo se realizaron el 

07 de marzo y el 27 de septiembre de 2018, con 

la participación de Rodrigo Aguilar, Margarita 

Bolaños, Pascal Girot, Miguel Gutiérrez, Gabriel 

Macaya, Ciska Raventós, Eduardo Sibaja, Andres 

Valenciano, Saúl Weisleder, Fernando Zumbado 

y Joyce Zurcher.
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